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A modo de prólogo 



I

Los caminos del Señor son inescrutables, como venía a decir la mística Teresa de Jesús en clásicos versos...; los de un enigmático designio proteccionista de determinadas categorías de bienes atinentes al interés común o general, también han demostrado serlo.

II

La Casa de Campo, el Parque del Retiro e incluso una gran superficie del Monte del Pardo -amplísimos espacios libres urbanos situados, cualquiera de ellos por sí sólo, entre los más envidiados de Europa- son hoy accesibles a los madrileños, y, en general, a los ciudadanos, para su disfrute. Y probablemente, la razón última de su pervivencia, a diferencia de lo sucedido con otras antiguas posesiones vinculadas a la Dinastía reinante en otros Estados europeos (no digamos ya de otros continentes en que también las hubo o las sigue habiendo), fue la conformación histórica de un régimen jurídico peculiar del Patrimonio Real o vinculado a la Corona en España, que provocó la continuidad y ocasional ampliación de ciertos bienes incluidos en esa categoría, y, en todo caso, la imposibilidad de su desmembración o de su reparto a título de herencia particular entre los causahabientes de los Monarcas. Alfredo Gallego Anabitarte -el Hegel del Derecho Administrativo español según Alejandro Nieto (1) - lo puso de relieve hace casi treinta años en un estudio pasmoso, en muchos sentidos, «Los Cuadros del Museo del Prado»  (2) : aquellas tres propiedades arriba citadas habían tenido en común el estar vinculadas originalmente (desde el final de la Edad Media) al uso y disfrute del titular de la Corona (para solaz, esparcimiento, caza, etcétera)...

III

Con la ribera del mar, igual que con otros bienes naturales, ha sucedido algo analógico: la conformación histórica de un régimen jurídico -más embrionario en alguna etapa, más evolucionado y afianzado en otra-, que desemboca en una categorización especial, excluyente, también, de su privatización -entendiendo por tal la válida transmisión de la titularidad de porciones de la misma, enajenándola de la propia de la Nación-, lo que ha cimentado la posibilidad de su conservación conforme a sus características naturales casi indemne durante siglos y siglos y, después de que el desarrollismo del siglo xx la empezara a amenazar seriamente, en la posibilidad de la reinstauración afianzada de un régimen jurídico posibilitador de su definitivo mantenimiento y salvaguarda e incluso de la recuperación de aquellos de sus tramos que hubieren sufrido deterioro por circunstancias históricas diversas como la apuntada.

IV

El Derecho romano traza una primera división entre cosas comunes (el aire, el agua corriente -aqua profluens-, el mar y su ribera) y cosas públicas (ríos, puertos, vías públicas, caminos públicos), siendo la diferencia entre res communes y res publicae el que las primeras son comunes a todos (en cierta forma, son propiedad de todos), mientras que las segundas, destinadas al uso público, tienen su propiedad atribuida al pueblo o a la ciudad respectivos, como patrimonio de los mismos.

V

Unos cuantos siglos después -tras eso que, en cuanto a los Hechos y al Derecho, la Historia aceptaría llamar Noche Oscura, acogiendo la célebre metáfora de Juan de la Cruz, otro místico-, en la Tercera de Las Partidas del Rey Alfonso X, Título XXVIII, rubricado «De las cosas en que ome puede auer señorio e como lo puede ganar», las ocho primeras Leyes vienen a erigirse en el marco de referencia indispensable para cualquier reconstrucción de la concepción histórica de los bienes públicos, al conformar por sí la génesis tanto de la caracterización de las distintas relaciones jurídicas susceptibles de articularse por un sujeto, público o privado, colectivo o individual, en relación con los bienes o cosas, cuanto de las diversas categorizaciones jurídicas de éstos mismos, en definitiva, el objeto sobre el que aquéllas se proyectan. Y revelarán una sustancial continuidad en lo que aquí nos concierne con aquel cimiento del Derecho romano, lo que no es extraño al estar plenamente embebido de éste todo el Derecho de la época, no sólo en esta materia.

Así, la Ley I comienza por definir el concepto de señorío que se maneja en ese momento histórico:

«Señorío es poder que ome ha en su cosa de fazer della e en ella lo que quisiere, segund Dios e segund Fuero. E son tres maneras de señorío. La una es poder esmerado que han los Emperadores, e los Reyes, en escarmentar los malhechores, e en dar su derecho a cada uno en su tierra. E deste fablamos assaz cumplidamente en la Segunda Partida, e en muchas Leyes de la Cuarta, deste libro. La otra manera de señorío, es poder que ome ha en las cosas muebles, o rayz deste mundo en su vida, e después de su muerte passa a sus herederos, o a aquellos a quien la enajenase mientras viviese. La tercera manera de señorío, es poderío que ome ha en fruto o en renta de algunas cosas en su vida, o a tiempo cierto, o en castillo, o en tierra que ome ouisse en feudo, assí como dize en las Leyes deste nuestro Libro, que fablan en esta razón  (3) ».


Es evidente que, ahí, están acuñadas, tácitamente, tres acepciones de señorío. La primera es la expresión más genuina del poder público, de la soberanía, traducida en esa potestad de hacer justicia, que, a través de su reiteración, mediante las Sentencias, contribuiría a la creación del Derecho en el Antiguo Régimen. La segunda es la que vendría a identificarse con el dominio eminente. La tercera, expresiva de derechos reales como el de usufructo, vendría a identificarse, pues, con el dominio útil.

VI

Y la Ley II prosigue, estableciendo una clasificación entre las distintas cosas, que luego es desarrollada por las siguientes Leyes. A nuestros efectos, la más relevante es la dualidad entre «cosas comunes a todas las criaturas» y «cosas públicas (o comunes sólo a todos los hombres)».

Así, respecto a las primeras:

«Tales y ha dellas que pertenecen a las aues, e a las bestias, e a todas las otras criaturas que viven, para poder usar dellas tambien como a los omes».


A ellas las denomina la Ley III «cosas que comunalmente pertenecen a todas las criaturas», y establece que, concretamente, «son estas: El ayre, e las aguas de la lluvia, e la mar o su ribera». Ya aparece, pues, «la mar» y «su ribera» en el Derecho castellano -un Derecho que viajará al otro lado del Océano, dato éste a retener, por lo que más adelante se dirá-.

Según se advierte fácilmente, coinciden con las res communes del Derecho romano, con la salvedad de que las aguas corrientes de aquél se reducen aquí a las aguas de la lluvia.

Y, respecto a la segunda categoría de cosas:

«Otras que pertenecen tan solamente a todos los omes».


Y en ella, engloba la Ley VI «los ríos, e los puertos e los caminos públicos», y señala que: «Tambien puede usar dellos los que son de otra tierra extraña, como los que moran o viven en aquella tierra, do son».

Coinciden con las res publicae del Derecho romano.

VII

En la misma categorización, embrionaria pero inequívoca, que dejan perfilada Las Partidas en la Ley referenciada, se incluyen otras clases, aunque no son relevantes en lo que aquí nos atañe:

- «Otras son que pertenecen apartadamente al comun de alguna cibdad, o villa, o castillo, o de otro lugar cualquier do omes moren».


Éstas son las «cosas propiamente del común de cada cibdad o villa de que cada uno puede usar», a que se refiere la Ley IX para enumerar «las fuentes, e las plaças o fazen las ferias e los mercados e los lugares o se ayuntan a concejo e los arenales que son en las riberas de los ríos, e los otros exidos e las carreras o corren los cauallos e los montes e las dehesas, e todos los otros lugares semejantes destos que son establecidos e otorgados para pro comunal de cada cibdad o villa o castillo u otro lugar».

De estas cosas, consecuentemente, pueden usar sin diferencias los moradores del respectivo lugar al que están adscritas. Sin embargo, existe un subgrupo de estas cosas comunales de las que: «No puede cada uno por si aparentemente usar», tales como «campos, e viñas, e huertas, e olivares e otras heredades e ganados e siervos e otras cosas semejantes que dan fruto de si o renta», porque los frutos o rentas que produjeren «deuen ser metidas en pro comunal de toda la cibdad, o villa», según la afectación que deja hecha la Ley X.

En cierta manera, están ahí ya los bienes locales, con un primer matiz de subdistinción entre los bienes de uso público y bienes de uso comunal.

- «Otras y ha que pertenecen señaladamente a cada un ome, para poder ganar o perder el señorío dellas.»


Ésta es la categoría de las cosas o bienes privativos o patrimoniales, perfectamente susceptibles de apropiación privada, por tanto.

- «E otras son que non pertenecen a señorío de ningund ome, nin son contadas en sus bienes»,


Éste es un primer componente de la más amplia categoría de las res nullius, a la que, por de pronto, se refiere la Ley XII para englobar en ella «toda cosa sagrada, o religiosa, o santa que es establecida al servicio de Dios».

Y, finalmente, hay otro grupo de cosas que no estaban propiamente citadas en la Ley II pero que aparecen adscritas al Monarca en la Ley XI:

«Las rentas de los puertos e de los portadgos que dan los mercadores por razón de las cosas que sacan o meten en la tierra, e las rentas de las salinas o de las pesqueras e de las ferrerias e de los otros metales e los pechos e los tributos que dan los omes».


Aparecen aquí tanto las regalías mayores (pechos, tributos) como las regalías menores (portazgos, pontazgos, salinas, recursos minerales, etc.), sustancialmente ingresos derivados de la utilización de las cosas públicas y de la explotación de bienes vinculados a la Corona por distinto título.

Se adscriben también en la propia Ley al sostenimiento de la Dignidad Real:

«Porque ouiessen con que se mantouiessen honradamente en sus despensas, e con que pudiesen amparar sus tierras, e sus reynados, e guerrear contra los enemigos de la fe, e porque pudiesen escusar sus pueblos de echarles muchos pechos, o de fazelles otros agravamientos».


VIII

En la evolución del Antiguo Régimen, paralelamente, se va conformando otro bloque de cosas públicas de una naturaleza diferente; se trata de los bienes mostrencos, vacantes, baldíos de realengo, ab intestato, etc., res nullius en un sentido distinto al de las cosas sagradas antes contempladas, que van a incorporarse a la Corona, convirtiéndose en los precedentes de una parte de lo que hoy es el Patrimonio del Estado, es decir, bienes patrimoniales, que aquél posee como un particular fundamentalmente para obtener de ellos unos ingresos. El régimen jurídico de estos bienes es distinto al de las cosas públicas antes examinadas; éstos pueden ser objeto de apropiación privativa por los particulares, hasta mediante prescripción; incluso, los Reyes los vendían periódicamente.

En el siglo xix, son el objeto principal de la Ley de Desamortización civil de 1 de mayo de 1855, de Madoz, que declara en estado de venta forzosa todos los predios rústicos y urbanos pertenecientes al Estado, Cofradías, Iglesias, etc., incluyendo los propios y comunes de los pueblos, de beneficencia e Instrucción pública «y cualesquiera otros pertenecientes a manos muertas».

Hoy siguen siendo fieles a esa concepción marginal, de definición negativa o residual (por contraposición a los bienes demaniales).

IX

La sustitución de las «cosas públicas» por el «dominio público» se efectúa en el siglo xix: se importa de Francia el término para designarlo, pero no el concepto, pues éste, como se ha visto, estaba sustancialmente configurado jurídicamente desde Las Partidas, al menos.

El Código Civil de Napoleón (1805) recoge la expresión de dominio público por primera vez, abarcando los baldíos, mostrencos, etc., en definitiva bienes susceptibles de apropiación, junto a otros insusceptibles de ella, cual los de uso público como caminos, puertos, etc., pero que tienen en común circunstancialmente el no ser objeto de apropiación privativa.

Proudhon, en 1833, critica la subsunción dentro del mismo concepto de bienes tan heterogéneos, apropiables y no, postulando la restricción del carácter de bienes demaniales sólo a los de uso público, y formulando consecuentemente una bipartición entre bienes de dominio público y bienes de dominio privado del Estado.

En España, Colmeiro va hacer propia, en 1850, esa propuesta, y distingue entre bienes de domino público y bienes de dominio privado del Estado.

Desde el punto de vista del Derecho positivo, la Ley de Propiedad Literaria, de 10 de junio de 1847, es la que, por vez primera, incorpora la expresión «dominio público» para prescribir que, transcurridos los plazos que se señalan en la misma, las obras literarias y los derechos derivados de estas pasan al dominio público; se asume, pues, en esta primera ocasión, con el matiz de cese o exclusión de la privatización.

La Orden Ministerial de 12 de mayo de 1851 declara de dominio público los baldíos de aprovechamiento común (no perteneciendo al dominio privado de nadie), antes atribuidos a la Corona.

De esta manera, y siguiendo una evolución paralela a la experimentada en Francia, el dominio público va integrándose, por un lado, por las viejas cosas públicas del Antiguo Régimen, no apropiables particularmente y, por otro lado, por cosas apropiables.

El Reglamento Hipotecario de 11 de noviembre de 1864 reflejará, al diferenciar la exigibilidad de la inscripción, el distinto régimen jurídico que se ha ido configurando para cada grupo de bienes. a) Los bienes inmuebles que posea o administre el Estado o las Corporaciones civiles y que tengan que enajenarse forzosamente no destinados a un servicio público quedan eximidos de la inscripción registral (hasta que hayan sido vendidos y pasen a manos de los particulares). b) Los bienes del Estado no inscribibles porque el Estado tiene «dominio eminente» y «cuyo uso es de todos» (ribera del mar, caminos, plazas, ejidos, murallas, puertos, etc.), «de uso común y general», están exceptuados de la obligatoriedad de inscripción puesto que el propio uso los delimita y define. c) Los bienes privativos exceptuados de la Desamortización por su afección al servicio público, sin embargo, sí deben inscribirse.

X

Y, al fin, la Ley de Aguas de 3 de agosto de 1866 (que regula conjuntamente tanto las continentales como las marítimas) interioriza este legado histórico-jurídico y asume el concepto proudhoniano de dominio público, pues contrapone, desde su Exposición de Motivos, los bienes de dominio nacional y uso público (ríos, cauces, etc.), cuyo titular es la Nación como conjunto de ciudadanos, a los bienes del dominio particular del Estado, de los que es estrictamente el titular y de los que se sirve para la satisfacción de la necesidades públicas.

Tras los titubeos iniciales, pues, se puede decir que la primera configuración del dominio público en España identifica dominio público con uso público para referirse a un conjunto de bienes en los que el concepto de propiedad está ausente.

XI

Por ello, coherentemente, cuando, en un histórico pronunciamiento -innumerables veces citado-, el Tribunal Supremo, (Sentencia de 6 de julio de 1988, Sala Primera) se enfrenta a la disputa sobre la titularidad de los terrenos de La Manga del Mar Menor, establece que, aunque el Estado los vendió, integraban un bien perteneciente a aquella categoría de las cosas comunes, no susceptibles, por lo tanto, de ser patrimonializadas privativamente, por lo que, en aquella eventualidad histórica (época de las desamortizaciones), el Estado no pudo transmitir la propiedad, dominio pleno, sino, a lo sumo, un dominio degradado, o una suerte de derecho real atípico, pues él no era el titular de tales bienes. El titular era la Nación.

Recordemos sucintamente el caso: La «Hacienda del Mar Menor» fue donada en los tiempos de la Reconquista por el Rey Jaime I El Conquistador al Concejo de Murcia. Posteriormente, perteneció al Ayuntamiento de San Javier, como bienes de propios, desde que el término en que estaba incluida se segregó del término municipal de Murcia por Real Orden de 6 de junio de 1836. Después se transmitió al Estado por aplicación de la Ley de Desamortización de 1 de mayo de 1855, manteniéndose la posesión, explotación y disfrute en mano de la Corporación. Con posterioridad, se produce la venta en pública subasta de dicha finca, siendo adquirida al Estado el 10 de enero de 1864, y a través de sucesivos titulares inscritos se continúa el tracto registral hasta llegar al dominio de Don Tomás M. A. y su esposa. En la escritura de compraventa, se hace constar expresamente que la finca figura como tierra lindante, por el norte y por el mediodía, con quijero del Mar Mayor y quijero del mar Menor, respectivamente. El deslinde de la zona marítimo-terrestre, en la que se encuentran situados estos terrenos, fue aprobado por la Orden Ministerial de 17 de noviembre de 1966, fijándose a continuación la línea de mojones. El Abogado del Estado acude a los tribunales pidiendo la declaración de que tales terrenos son de dominio público estatal y que se cancelen parcialmente los asientos registrales de la finca para adecuarlos a la anterior declaración y carácter de dominio público. Frente a tal pretensión, obviamente los demandados solicitan que se les declare dueños de pleno derecho de los terrenos litigiosos o, en caso de ser privados de los terrenos, el reconocimiento de un derecho a ser indemnizados.

Y la que fue respuesta del Tribunal Supremo:


«Como se ha dicho con reiteración, la zona marítimo-terrestre no es enajenable ni desafectable, lo que provoca como lógica a la par que jurídica consecuencia que el Estado carezca de aptitud para enajenarla o desafectarla por medio legal alguno al tratarse de un bien cuya titularidad dominical -no demanial- no le corresponde a él sino al Pueblo, a la Nación. (...)

El problema radica, habida cuenta lo hasta ahora razonado, en determinar qué fue en realidad lo transmitido y consecuentemente qué derechos o facultades se adquirieron, a cuyos efectos debe tenerse en cuenta: (...) C) Que así como respecto del resto de la referida finca lo transmitido en su momento fue la plena propiedad, no acontece lo mismo con dicha zona, por las razones que se han dejado expuestas. D) Que esta distinción es perfectamente explicable con la mirada puesta en la legislación de Las Partidas, de aplicación en gran medida en el momento histórico en que la venta se realizó, dado que así como en el resto de este terreno no existe limitación alguna en lo que a disposición se refiere, respecto de la tantas veces aludida zona, el Estado -entonces el Monarca- ni tan siquiera con las leyes desamortizadoras a la vista podía disponer del dominio pleno sobre ella dada su condición de bien esencialmente común por naturaleza.

(...) No parece jurídicamente ilógico admitir que en el supuesto aquí contemplado nos hallamos a presencia bien de la transmisión de un "dominio degradado" bien ante un "derecho real atípico", figuras ambas perfectamente factibles habida cuenta respecto de la primera que, al no llevar consigo un "dominio pleno" y absoluto sobre el bien que recae, provoca como consecuencia que el mismo siga perteneciendo al "común del Pueblo español", y, en cuanto a la segunda, dado que una cosa es la disposición de la titularidad dominical y otra la de alguna de sus facultades, por ejemplo la posesión a título especial de dicha zona o el uso y disfrute de la misma, o el derecho a construir sobre ella, etc., habida cuenta de la legislación aplicable en dicha época y lo que respecto de las Partidas se ha indicado».



Hasta aquí lo que interesa especialmente a los efectos de la reflexión que se venía trazando. Sin embargo, no será superfluo completar esta cita con el dato de que el Tribunal Supremo considera también en el mismo pronunciamiento que la recuperación «de ese dominio degradado o de esas facultades transmitidas en su día sin resarcimiento alguno supondría un enriquecimiento injusto de imposible aceptación en un Estado de Derecho como el español (art. 1.1. CE) ya que atacaría el principio de legalidad que consagra el art. 9.3 del mismo Texto y supondría, además, un atentado a la seguridad jurídica que igualmente proclama dicho precepto y número» (FD 11.º). Y es que, precisamente, la por entonces ya nueva Ley de Costas, coetánea a este pronunciamiento jurisprudencial y perfectamente congruente con él, se propone, a través de su régimen transitorio, la recuperación de derechos transmitidos en su día a particulares sobre lo que materialmente era y es dominio público marítimo-terrestre, pero, a tal fin, instrumenta unos mecanismos resarcitorios, que serían respaldados por el Tribunal Constitucional en su igualmente histórico pronunciamiento sobre dicha Ley, como habrá ocasión de examinar en detalle en los Capítulos correspondientes de esta obra.

XII

El sistema jurídico así forjado explica también cómo en todas las ciudades costeras que diseñaban los colonizadores españoles a partir de los finales del siglo xv en los descomunales territorios por los que durante siglos se dilapidaron las energías de la Nación (hasta desmoronarse sus muros, como lamentaría Quevedo), en muchas de entre esas más de doscientas ciudades que sólo en las Américas se ordenaron y pusieron en pie, quedaba expedita la contigua ribera del mar, únicamente afectada por puntuales instalaciones que, por su naturaleza, reclamaran necesariamente emplazarse en ella (fuertes militares, faros, etc.)... -según ha mostrado y demostrado genialmente Brewer-Carías (4) -. Y es que ese proceso de ordenación y de población respondió a un sistema normativo específico desde el principio mismo, aunque, lamentablemente, no sea muy recordado cuando se estudia la génesis y evolución del Urbanismo español: «Instrucción dada por el Rey a Pedrarias Dávila, para su viaje a la Provincia de Castilla del Oro, que iba a poblar y pacificar con la gente que llevaba», firmada por Fernando el Católico en 1513; «Real Cédula de Población otorgada a los que hicieran Descubrimientos en Tierra Firme», dada por Carlos I en 1521; «Ordenanzas de Descubrimiento, Nueva Población y Pacificación (El orden que se a de thener en descubrir y poblar)», dadas por Felipe II en 1573, etcétera.

Siguiendo, pues, de manera coherente, el legado de esa continuidad histórico-jurídica, e interiorizándolo plenamente, en el último tercio del siglo xx se ha podido trabar un sistema jurídico específico que no es sólo protector del demanio marítimo-terrestre, protector de nuestras costas -especialmente frente a la tensión desarrollista (de transformación del territorio)-, cara al futuro, limitando los usos susceptibles de materializarse en los terrenos adyacentes y condicionando las formas de materialización de los mismos cuando y donde aquéllos son posibles, sino que también es favorecedor y posibilitador de la recuperación de aquellos tramos de la línea litoral que han resultado afectados por actuaciones concretas -que tuvieron históricamente en común el desconocer la naturaleza de los terrenos afectados y las exigencias jurídicas consiguientes-, para restaurar, por tanto, en un plazo razonable máximo, la integridad de aquéllos.

Dos datos objetivos corroboran la valoración positiva que se tiene dentro y fuera de España de este sistema normativo: en cuanto a lo primero, que se haya mantenido indemne durante estas largas dos décadas, a pesar de todos los vuelcos que ha experimentado la mayor parte de nuestro Derecho, y a través de todas las distintas etapas políticas que se han ido abriendo y cerrando en el proceso de su aplicación; y, en cuanto a lo segundo, el saludable efecto emulativo proyectado al otro lado del Atlántico: la nueva Constitución Dominicana, promulgada el 26 de enero de 2010, tan avanzada en tantos aspectos, ha asumido, en su artículo 15, la «pertenencia al dominio público» de las «playas y costas nacionales» entre otros elementos de su patrimonio natural, culminando un proceso de revisión de su Ley Fundamental personalmente auspiciado por el Dr. Leonel Fernández -un jurista de sólida formación devenido uno de los estadistas de más prestigio en toda Iberoamérica-, específicamente para convertirla en marco idóneo de un «desarrollo sostenible» en aquella República hermana...

XIII

A la conmemoración de las dos largas décadas desde la definitiva fijación de ese sistema jurídico específico (promulgación de la Ley de Costas, consiguiente aprobación del Reglamento para su ejecución e interpretación constitucional auténtica de ambos textos a cargo del supremo exégeta de la Norma Fundamental: 1988-1991), se ha consagrado esta obra.

En ella, intervienen la mayor parte de los especialistas que han estudiado la poliédrica problemática inherente a este Derecho sectorial en el curso de este tiempo (si bien no están todos de entre aquéllos, lamentablemente, pues esto no ha sido posible por circunstancias de desigual naturaleza), y, desde luego, todos los que están acreditan palmariamente su conocimiento teórico y práctico de la materia que abordan.

De ellos, empero, el que menos, este Director, a quien sólo una caprichosa conjunción de circunstancias -no planetaria ni, mucho menos, interplanetaria sino de escala bastante más modesta pero en todo caso efectiva- ha situado este primer semestre de 2010 en una responsabilidad que es puramente nominal, pues -obvio es decirlo- ninguno de los autores necesita especial dirección, y menos la de quien suscribe, máxime cuando la mayoría de ellos le han sido verdaderos maestros; y, de un modo u otro, de todos ha aprendido; y ha sido, justamente, por amistad y generosidad personal, que, en muchos casos, han aceptado el esfuerzo de redactar sus aportaciones para esta obra.

Por ese gesto, una vez más, y ahora públicamente, deseo dejar constancia de mi agradecimiento a todos los coautores.

Como, por supuesto, la dejo al lector -esa exteriorización de mi gratitud- que, nada más y nada menos, ojeando estas líneas, tras acercarse generosamente a este volumen, acaba de regalarme una porción del nada renovable recurso más escaso y valioso de que dispone, su tiempo (al que no en vano tildó de ingrato, por su avaricia, Guillén de Castro). Encuentre, pues, amable lector, algo útil en estas páginas. Es el deseo propio, pero también el de los demás autores, Editorial y patrocinadores de esta obra.
Pinar de Chamartín (Madrid), primavera de 2010.Enrique Sánchez Goyanes

Doctor en Derecho. Abogado especialista en Derecho Administrativo

Codirector del Máster en Desarrollo Urbano y Territorial Sostenible

de la Universidad de Salamanca
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Dominio público y protección del litoral. Relectura de la ley de costas 
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I.  INTRODUCCIÓN

La Ley de Costas de 28 de julio de 1988 ha rendido un buen servicio al país. En una medida estimable ha puesto coto a la degradación y mal uso del litoral. Sus preceptos constituyeron y actuaron como un tratamiento de choque por la contundencia y maximalismo de su orientación. La realidad demuestra también que se ha producido un abundante litigiosidad.

La ley es deudora del momento en que se aprobó, incluso en su título, idéntico a la ley de 1969. La pieza fundamental de la LC y elemento de referencia en toda ella, es el dominio público marítimo-terrestre, de titularidad estatal. De una parte, su definición revela contradicciones e incoherencias generadoras de inseguridad pública. De otra, la que en la ley se configura como protección de ese dominio público, la zona de servidumbre -que no forma parte de él- puede ser entendida desde una perspectiva diferente, en la que juegan los títulos competenciales de medio ambiente (bases estatales y normas adicionales de las CC.AA.) y de ordenación del territorio, del litoral y urbanismo (competencia de las CC.AA.) Se trataría de la ordenación -incluida la protección- del litoral. Sobre estos dos asuntos se trata aquí, adelantando que la LC ha cumplido su misión.

La LC escogió una de las opciones que el legislador podía adoptar, como ha reconocido la STC 149/1991 de 4 de julio, pero no la única. Pienso que, veinte años después, la consideración del litoral desde la perspectiva medioambiental y de ordenación del territorio permitirá proporcionar un mayor protagonismo y responsabilidad a las comunidades autónomas. Lo digo en la convicción, expresada y razonada, hace más de quince años, de que el Estado no tiene que ser considerado mejor garante que las CC.AA. de la protección y ordenación de un litoral tan variado como el de España.

II.  PRINCIPIOS ORIENTADORES DE LA LC

La E.M. de la LC subraya, con razón, la importancia de la costa en España, por su extensión (7.880 Km.) y desde el punto de vista humano, económico, ecológico, de ocio. No es necesario ponderarla de nuevo.

La misma Exposición de motivos subraya la degradación y destrucción de ese espacio físico como consecuencia de «la desnaturalización de porciones del dominio público litoral» o de su privatización. «Ese doble fenómeno de destrucción y privatización del litoral» es lo que exigía «de modo apremiante una solución clara e inequívoca acorde con la naturaleza de esos bienes».

La ley ha sido «profundamente innovadora» como dice su Exposición de motivos. Lo ha sido en la definición del dominio público marítimo-terrestre, en su delimitación y deslinde, así como en la zona de servidumbre de protección del mismo.

1.  Dominio público natural

Por lo que se refiere a la definición o determinación del dominio público marítimo-terrestre en unos casos, según la E.M, la innovación consiste en «restaurar en toda su pureza principios de hondo arraigo en nuestro Derecho histórico» poniendo como ejemplo la recuperación de «la expresión tradicional de ribera del mar». En otros, incorporando preceptos y técnicas de nuevo cuño. En resumen, opera una ampliación del dominio público bajo la equívoca etiqueta doctrinal del dominio natural o por naturaleza, en una interpretación del art. 132 de la CE, en donde por primera vez, a nivel constitucional, se regula el régimen de los bienes de dominio público y en donde se dice que son bienes de dominio público estatal los que determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre y las playas, para lo que aquí interesa. La base doctrinal se empezó a fraguar en un dictamen del Consejo de Estado en relación con las islas Salvora, Bionta y Noro, que no fue seguido por el Tribunal Supremo  (1) .

Como habrá ocasión de comprobar tal apelación a lo natural, a la naturaleza, será desmentida en algunos casos. No tendría mayor consecuencia si no fuera porque el deslinde, que tiene por finalidad constatar las características físicas de los bienes que forman parte del dominio público-terrestre, una vez aprobado declara la posesión y la titularidad dominical a favor del Estado.

Tampoco la apelación al dominio natural como un bien caracterizado por la inalienabilidad e imprescriptibilidad ha podido asumirse con plenitud en la LC. Se trataba de sostener que nunca habían podido ser de propiedad privada bienes situados en el nuevo dominio público, aunque hubiesen sido enajenados por la Administración del Estado, adquirida la propiedad en pública subasta y reconocida por sentencia firme del Tribunal Supremo. Son los enclaves que han dado lugar a pleitos famosos  (2) . La Ley, en su disposición transitoria primera, que ha sido aseada por la del Reglamento aprobado por Real Decreto 1471/1989 de 1 de diciembre ha tenido que reconocer la propiedad y transformarla en concesión, en la pirueta de una expropiación vergonzante en la que, con la anuencia del Tribunal Constitucional, la concesión es el justiprecio  (3) .

En definitiva, la calificación del dominio público marítimo-terrestre es una determinación del legislador, constitucional y ordinario, no deriva del «orden de la naturaleza» aunque «la naturaleza de las cosas» pueda servir para justificar el régimen jurídico que se les aplica  (4) .

2.  Inercia preautonómica en la ley

La Ley de Costas de 1988, aprobada bajo la vigencia de un Estado autonómico, fue deudora, sin embargo, de la inercia del Estado anterior a la Constitución. Así lo sostuve hace veinte años  (5)  y corroboró posteriormente la STC 149/ 1991 de 4 de julio al declarar inconstitucionales una serie de preceptos como la autorización de usos en la zona de servidumbre de protección, cuya competencia originariamente se reconocía a la Administración del Estado. La cuestión no está cerrada y resulta ahora replanteable después de la contundente y demoledora STC 61/1997 de 20 de marzo que reafirmó la competencia de las comunidades autónomas sobre el urbanismo y también sobre ordenación del territorio y litoral.

Esa misma inercia se manifiesta en considerar el dominio público como propiedad pública, cuyo titular en este caso es el Estado. Una construcción de esta categoría more privato: frente a propiedad privada, con titular particular, el dominio público tendría un titular público. Si se sostiene la tesis de que el dominio público más que una propiedad pública es un título de intervención, nos encontraremos en mejores condiciones de abordar el tema de la relación del dominio público con la distribución de competencias estatales y autonómicas. El dominio público no es un título competencial que juegue para la distribución de competencias entre el Estado y las CC.AA., como ha reconocido reiteradamente el Tribunal Constitucional  (6) .

La incorporación de un bien al dominio público supone, no tanto una forma específica de apropiación por parte de los poderes públicos, como una técnica dirigida primordialmente a excluir el bien afectado del tráfico jurídico privado. Bajo esta perspectiva habría que entender lo que se denomina en la Constitución dominio público estatal, que es la calificación que se le da al dominio público marítimo-terrestre. Si se concibe el dominio público como una técnica jurídica capaz de apartar del tráfico privado determinados bienes, pueden limitarse las facultades del pretendido titular de ese dominio público, sobre todo por lo que se refiere a la zona de servidumbre de protección, que no es dominio público.

III.  LA DETERMINACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MARÍTIMO-TERRESTRE  (7) 

1.  Entrecruzamiento de lo natural y lo artificial

La determinación del dominio público marítimo-terrestre, que es uno de los fines de la LC, se contiene en los arts. 3,4 y 5 de la Ley. Podría afirmarse en una primera aproximación que el contenido de los arts. 3 y 5 de la LC-ribera del mar y de las rías y las islas responden a un determinado entendimiento del dominio público natural, en un sentido físico o de lo que ofrece la naturaleza, por contraste con el dominio público artificial  (8)  al que se referirá el art. 4, que comprendería el resultado de la acción del hombre. La correspondencia, sin embargo, no es exacta.

La diferenciación se establece en relación con el art. 132.2 de la Constitución. Este precepto habilita para que por Ley se determine lo que sea dominio público añadiendo que, en todo caso, lo serán la zona marítimo-terrestre y las playas. A ellas se refiere el art. 3.1 de la LC, que define la ribera del mar y de las rías, en la que se incluyen ZMT y playas.

El legislador ordinario se encuentra vinculado por la Constitución, que reconoce como bienes constitucionalmente protegidos los citados. Playas y ZMT son dominio público por determinación del constituyente; el legislador ordinario no puede dejar de incluirlas en el dominio público.

El art. 4 de la LC responde, en cambio, a la habilitación que contiene el citado art. 132.2 de la Constitución, lo que explicaría el inciso inicial de aquel precepto («pertenecen asimismo al dominio público marítimo-terrestre estatal...»).

Es evidente que el legislador ordinario en aplicación de lo dispuesto en el art. 132,2 de la CE puede, de un lado ampliar el dominio público y de otro definir de una manera diferente a como determinadas pertenencias del dominio público marítimo-terrestre lo habían sido en la ley de 1969, -caso de las playas- o en la legislación tradicional de las Partidas -caso de la ribera del mar-. En ese sentido se manifiesta la STC 149/1991 de 4 de julio al sostener que al referirse la Constitución a la zona marítimo-terrestre y las playas «no pretende atribuir otro concepto que el de su valor léxico», que: «Como todo criterio que hace referencia al cambio en el tiempo, adolece de una cierta imprecisión, puesto que puede modificarse nuestro conocimiento del pasado y no tenemos el del porvenir» (f.jco. 2, A).

Ese relativismo confirma el rechazo de la concepción del dominio público natural como algo absolutamente necesario, inmutable e intemporal, interpretable con el criterio del idealismo filósofo  (9) . La nueva realidad recogida en la ley es conforme a la idea que se tiene de ella en un momento determinado, como una actualización que no desnaturaliza, se dice  (10) , pero en todo caso cambiante y tampoco petrificada en la configuración de la ley actual. Y, aunque no sea esencial, no está justificada la innovación de la ley en la tradición histórica a que aquélla invoca  (11) . Es el resultado del voluntarismo del legislador, pero voluntarismo, al fin, aunque limitado por la conciencia social de la realidad a que se aplica.

La dificultad de apreciar lo que es natural, como realidad física, se percibe en la misma ley y ha quedado manifiesta en la amplia Jurisprudencia que su aplicación ha generado.

En el art. 4 nos encontramos con bienes de dominio público que, aunque lo son por determinación del legislador, se definen al modo de los del art. 3, con una afectación basada en las condiciones físicas o naturales. Así sucede con los «acantilados sensiblemente verticales, que estén en contacto con el mar» (apartado 4) que hubieran podido incluirse en la ribera del mar del art. 3.º, como evidencia el apartado 5 del art. 4, que los incluye al lado de las playas y la zona marítimo-terrestre definidas, a su vez, por sus «características naturales»  (12) . El carácter decisivo de la condición física se manifiesta al añadir al contacto con el mar el con «espacios de dominio público, hasta su coronación». La LC de 1988 reconoce que: «Da un tratamiento unitario a estos elementos naturales». Esa condición se corrobora con las precisiones contenidas en el art. 6.3 del RC al incluir «las bermas o escalonamientos existentes antes de su coronación»  (13) .

Un caso característico del entrecruzamiento de lo «natural» y lo «artificial» es el de terrenos invadidos por el mar. El apartado 3 del art. 4 de la LC dice taxativamente que pertenecen al dominio público marítimo-terrestre «los terrenos invadidos por el mar que pasen a formar parte de su lecho por cualquier causa». Expresado así, no parece que exista duda alguna de que el supuesto sería reconducible al art. 3.2 -mar territorial- y que nos encontramos ante una circunstancia física meramente constatable para su calificación demanial.

Las cosas, sin embargo, no son tan lineales, como se encarga de ilustrar el RC. Se califican de dominio público terrenos aunque no hayan sido inundados por el mar y se niega en otros casos esa calificación aunque se haya producido la inundación.

Así, el art. 6.2 del RC declara que son de dominio público los terrenos «naturalmente inundables cuya inundación por efecto de las mareas haya sido impedida por medios artificiales tales como muros, terraplenes, compuertas u otros sistemas semejantes». Sin embargo, no tendrán aquella condición «los terrenos inundados mediante técnicas artificiales cuya cota sea superior a la de la mayor pleamar».

Se comprende cuál es la intención del legislador: prohibir que, por obras del hombre, se impida artificialmente que un espacio tenga las condiciones físicas que lo calificarían de dominio público. La cuestión se complica con lo dispuesto en los arts. 6.1 de la LC y 9.1 del RC. Los propietarios pueden construir obras de defensa previa autorización o concesión, con las limitaciones establecidas en el RC, para evitar que se haga realidad la amenaza de invasión de sus terrenos por el mar o arenas de las playas, sea debida a causas naturales o artificiales. En este caso el legislador entiende que es legítimo impedir la invasión natural de unos terrenos de propiedad particular y evitar su transformación automática en pertenencias del dominio público.

El precepto no deja de ofrecer problemas, porque es la Administración quién autoriza o no las obras  (14)  y singularmente cuando las obras se realizaron años antes de que entrase en vigor la LC  (15) . La interpretación estricta de ese precepto, unido a la consideración de dominio público por naturaleza antes expuesta, haría que partes de ciudades costeras, urbanizadas y edificadas mucho antes de 1988 fuesen consideradas de dominio público. Un absurdo que el sentido común -a ello se ha referido alguna sentencia- impide, y que alerta de las aberraciones a que puede conducir el dogmatismo de una concepción absolutista -hegeliana la califiqué- del dominio público natural  (16) .

2.  Examen individualizado de los bienes de dominio público marítimo-terrestre

2.1.  Zona marítimo-terrestre

El Reglamento ha tenido que acudir en ayuda de la ley para precisar contornos imprecisos, como sucede con la determinación de la zona marítimo-terrestre. El art. 3. 1 a) se aparta de la referencia tradicional, desde las fuentes romanas, a los mayores temporales ordinarios  (17) , que se sustituye por «conocidos». El Reglamento ha debido aclarar que para ello «se utilizarán las referencias comprobadas de que se disponga», con detrimento de la seguridad, aunque el Tribunal Constitucional lo considera que no entraña mayor dificultad que los temporales ordinarios. Para evitar las consecuencias aberrantes de fenómenos esporádicos y extraordinarios ha incluido que: «No se tendrán en cuenta las ondas de mayor período de origen sísmico o de resonancia cuya presentación no se produzca de forma secuencial».

2.2.  Playas

Por lo que se refiere a las playas, resulta una prepotencia dogmática sostener que la concepción de ellas en la LC de 1988 es la verdadera, conforme a la naturaleza y no la de la LC 1969.

Por la misma razón que el legislador de 1988 ha definido las playas de una manera distinta a la efectuada por el de 1969, otro legislador puede definirlas de diferente manera. La sistematización que hace el art. 3.1 de la LC de 1988 englobando dentro de la ribera del mar y de las rías a la ZMT y a las playas, no influye en cuanto al fondo- entendiendo a estos efectos lo «natural» o «físico»- respecto de lo que decía la LC de 1969. Aquí y allí la playa es ribera del mar. En 1969 la ZMT está esencialmente ligada al mar. Es discutible que, como se sostiene en la Exposición de Motivos, la definición de la ribera del mar en la LC de 1988 es «más acorde con la realidad natural» y desde luego no se corresponde al derecho medieval y romano, donde no se había acuñado la expresión técnica de ZMT  (18) .

Para la LC de 1969 las playas eran «arenales o pedregales en superficie casi plana con vegetación nula o escasa y característica». Ciertamente, una descripción abierta a diferentes apreciaciones de lo que se entiende por «casi», «escasa y característica». Pero una crítica parecida puede hacerse de la definición de 1988: «Zonas de depósito de materiales sueltos» tales como arenas, gravas y guijarros, además de incluir «escarpas, bermas» y sobre todo «dunas». Es una decisión del legislador, o una manifestación de su voluntarismo, sin duda legítima, que no necesita escudarse en el carácter necesario del dominio natural en los términos expuestos con anterioridad.

Se reconoce que las dunas no eran playa desde el punto de vista jurídico. Ahora forman parte de ella, «lo que -se sostiene- geográficamente y morfológicamente es indiscutible»  (19) . Pese a esta rotunda afirmación, la realidad -física, natural- no es tan clara y ha de reconocerse de seguido que: «El problema estriba en determinar hasta donde se extiende la playa», precisamente porque «las cadenas de dunas pueden alcanzar una gran profundidad hacia el interior, muy lejos del mar». ¿Donde queda la noción de ribera del mar que es determinante para la definición de playa?

En la definición de la LC de 1988 queda en entredicho el carácter natural, atemporal y necesario, que se quiere atribuir al dominio público del mismo nombre. Cuestión que no sólo no arregla, obviamente, el Reglamento sino que la acentúa, revelando además cuál es el fundamento de la definición. Se consideran dunas las que hayan sido formadas no sólo por la acción del mar, sino también por «el viento marino u otras causas naturales o artificiales», tengan o no vegetación. El legislador ha querido zanjar con esta amplia descripción cualquier duda acerca del carácter demanial de las dunas, a pesar de la dificultad que implica identificar los distintos fenómenos. En realidad, no haría falta que se refiriese al viento marino si cierra la enumeración con cualquier causa. La referencia a causas artificiales pone en cuestión el carácter natural de la duna.

El art. 4.d) del RC ha puesto en evidencia la dificultad de tan ambicioso deseo, ya que dispone que se incluyen en la delimitación de la playa, además de las dunas «vivas» o «en desarrollo, desplazamiento o evolución», las «fijadas por la vegetación hasta el límite que resulte necesario para garantizar la estabilidad de la playa y la defensa de la costa». ¿No habíamos quedado en que las dunas eran dominio público por naturaleza? ¿Por qué establecer este límite? La razón que se da es la protección del dominio público, finalidad loable que, en la propia LC, justifica la zona de servidumbre de protección.

El legislador ha querido proteger lo inimaginable. La consecuencia es una evidente inseguridad jurídica que se manifiesta en la aleatoriedad de los deslindes y que se frena, cuando se quiere, o por el sentido común, manifestado en una diferente manera de apreciar lo que es natural.

En contra de la concepción del dominio natural que se viene criticando opera el art. 9.1 del RC. Puede haber terrenos amenazados por la invasión de las arenas de las playas, por causas naturales o artificiales. En este caso como en la invasión por el mar, los propietarios pueden construir obras de defensa. La acción autorizada del propietario impide el desarrollo, desplazamiento o evolución de la duna, con la consecuencia de que seguirá siendo de propiedad privada lo que naturalmente debiera ser dominio público.

Sin acudir a ese caso extremo, la misma conclusión se desprende del tratamiento que la disposición transitoria primera 4 de la LC y cuarta del RC da los terrenos que, por ser dunas, no eran playa en la LC de 1969. Se considera que quedan sujetos al régimen de concesión de los enclaves (disposición transitoria primera, 1 LC y primera RC), justiprecio de una expropiación, que reconoce que el terreno no era dominio público.

2.3.  Acantilados

Problemas plantean también los acantilados. En la ley se declaran como dominio público los sensiblemente verticales, que estén en contacto con el mar o con espacios de dominio público marítimo-terrestre, hasta su coronación. Se trata de dominio público por determinación del legislador si se atiende a su inclusión en el art. 4.4 de la LC. No forman parte de la ribera del mar y de las rías. Y, sin embargo, su calificación como tal se hace por una consideración física, como una unidad morfológica  (20) . Hubieran podido incluirse en la ampliada ZMT del art. 3.1 de la ley, como se razonó anteriormente y se ha hecho con las dunas integrándolas, hasta un cierto límite, en la unidad morfológica de las playas. Esa fue la propuesta de la enmienda presentada al proyecto de ley, que no incluía los acantilados, que los consideraba integrados en la ribera del mar.

La redacción actual es resultado de una transacción, lo que abunda en la tesis de la relativización del dominio natural necesario y absoluto. Y la confirma la circunstancia peculiar de que el responsable de la enmienda ha manifestado posteriormente en sede doctrinal tener dudas de que fuese necesaria la innovación  (21) .

Las dificultades para determinar el acantilado por parámetros físico-naturales se evidencian en la definición de la LC y en la ayuda que le ha prestado el RC. De entrada, los fenómenos geológicos han de ser «sensiblemente verticales». ¿Hasta cuanto serán acantilados? ¿Desde cuando dejarán de serlo? ¿Dónde comienza el terreno susceptible de propiedad privada? No es sólo cuestión de seguridad jurídica, sino de conocer qué es y qué no es dominio público.

La referencia natural no es suficiente. Se trata de una decisión del legislador legítima, e incluso razonable, pero discutible, no esencialmente vinculado a la naturaleza de las cosas, salvo que esa se entienda idealmente. Por eso el art. 6.3 del RC contiene una precisión netamente jurídica, como sucede frecuentemente en normas de Derecho administrativo: «a los efectos de (...) se consideran acantilados sensiblemente verticales aquellos cuyo parámetro, como promedio, pueda ser asimilado a un plano que forma un ángulo con el plano horizontal igual o superior a 60 grados sexagesimales». La cuestión se complica al incluir «las bermas o escalonamientos existentes hasta su coronación»  (22) , y al haber dispuesto el contacto no sólo con el mar, sino también con espacios de dominio público marítimo-terrestre, que ha dado lugar a que se hable de «acantilado terrestre»  (23)  como puede ocurrir con las dunas no originadas por el viento marino, sino por otras causas naturales o artificiales y sobre todo problemas relacionados con discutidos deslindes  (24) .

2.4.  Terrenos desafectables e indesafectables

El carácter de dominio natural, aplicable indiscriminadamente al dominio público marítimo-terrestre, quiebra en algunos de los supuestos del art. 4 de la LC. Es lo que sucede palmariamente con el apartado 5, según el cual pertenecen al dominio público marítimo-terrestre «los terrenos deslindados como dominio público que por cualquier causa han perdido sus características naturales de playa, acantilado o zona marítimo terrestre».Por eso, se ha hablado con razón de bienes demaniales artificiales  (25) , de dominio público artificial, cuyo título procede de la potestad reconocida al legislador ordinario por el art. 132.2 de la CE.

Esa artificialidad se corrobora con la posibilidad de su desafectación (art. 18 LC). Dicho de otro modo, si continúan como dominio público es por esa afectación al uso público y no por su inexorable condición natural. En ese sentido la LC 1969 era más consecuente desde el punto de vista de la consideración natural del dominio público, ya que una vez perdida las características naturales el bien quedaba desafectado del dominio público y se convertía en un bien patrimonial. Eran los denominados «sobrantes» en una calificación harto expresiva. En la LC de 1988 la desafectación ha de ser expresa. La razón de la permanencia de los terrenos en esas circunstancias dentro del dominio público se debe a que se entiende que, por principio, son necesarios para la protección o utilización del dominio público marítimo-terrestre, como otros terrenos que sean patrimoniales del Estado (art. 17). Esa es la razón, que puede ser plausible, pero que proporciona un argumento más para la «artificiosidad» de la teoría del dominio natural que como fundamento doctrinal subyace en la LC y evidencia sus contradicciones, que no pueden negarse incluso por defensores significados de la ley  (26) .

Las condiciones físicas no son, por tanto, decisivas para la permanencia dentro del dominio público. Una vez más es la determinación del legislador la que decide y crea problemas que no pueden resolverse mediante la mera constatación de una realidad física y que resultan especialmente agudos si se pretende dar un carácter retroactivo al precepto, al negar la desafectación tácita de la LC de 1969.

No es que lo natural no tenga influencia en este supuesto. De un lado, el legislador está condicionado por la relación de estos terrenos con el dominio público declarado explícitamente en el art. 132.2 de la CE. De otro, la Administración ha de razonar para la desafectación que son innecesarios para la protección del dominio público o, desde otra perspectiva, ha de probar frente a una reclamación en contrario que siguen siéndolo por aquella razón.

La LC muestra contradicciones en el tratamiento de la permanencia de la condición de bienes de dominio público marítimo-terrestre  (27) . Podrán perderla por desafectación terrenos que lo son por sus características naturales, como acaba de exponerse. Otros con esas características, en cambio, aparecen excluidos de la posibilidad de desafectación según el art. 18 de la LC, como sucede con las accesiones a la ribera del mar (art. 4.1 LC) o terrenos invadidos por el mar que pasen a formar parte de su lecho (art. 4.3 LC). No parece razonable sostener esa diferencia  (28) .

Por el contrario, terrenos que se incorporan al dominio público y que no forman parte del dominio natural -ribera del mar  (29) - como los ganados al mar como consecuencia directa o indirecta de obras y los desecados en su ribera (art. 4.2 LS) no son desafectables. La finalidad del legislador se manifiesta inequívocamente en la exposición de motivos, con especial referencia a la superación de lo que propugnara la Ley de 1918 sobre desecación y saneamiento de marismas. La LC, dice, se propone «no sólo mantener en este dominio público los espacios que reúnen las características naturales del medio, sino además establecer mecanismos que favorezcan la incorporación de terrenos al dominio público, ampliando la estrecha franja costera que actualmente tiene esa calificación demanial». ¿Dónde queda el absolutismo intemporal del dominio natural?

Lo que se ha dicho respecto del apartado 2 del art. 4 puede aplicarse al apartado 8: terrenos colindantes con la ribera del mar que se adquieran para su incorporación al dominio público marítimo-terrestre.

2.5.  Islotes e Islas

La regulación de islotes (art. 4.5) e islas (art. 5) desde el punto de vista del dominio constituye una muestra más de que el carácter natural no es decisivo para su calificación como dominio público necesario  (30) . Antes de la LC las islas eran propiedad del Estado o en la redacción de la Ley de Costas de 1969 pertenecían al Estado «en calidad de bienes patrimoniales» y, por tanto, eran enajenables como sucedió en más de una ocasión, lo que explica en parte la existencia de islas de propiedad privada  (31) . La LC amplía el dominio público a las islas en general en lo que se ha denominado «un ejemplo más de utilización táctica del dominio público».

Pero tanto las islas que sean de propiedad privada (art. 5 de la LC) como los islotes de propiedad particular con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley (disposición transitoria segunda, 3 de la LC) conservarán esta condición. ¿Dónde queda la inalienabilidad de bienes cuyo natural lleva a considerarlos de dominio público?  (32) . Si en el caso de las islas, por su dimensión y habitabilidad resultaba más difícil declarar el dominio público de las que fueran de propiedad privada con anterioridad a la ley, ninguna dificultad habría para no dar a los islotes de propiedad privada el mismo tratamiento que la ley da a los enclaves en zona marítimo-terrestre.

Otra muestra que ofrece la LC de que no puede entenderse el dominio público marítimo como natural necesario o absoluto es la regulación de los «terrenos ganados al mar como consecuencia directa o indirecta de obras y los desecados de su ribera» (art. 4.2 de la LC). Pues bien, pese a ese precepto y a la enfática declaración del art. 9.1 de la LC de que no podrán existir terrenos de propiedad distinta de la del Estado en ninguna de las dependencias del dominio público marítimo-terrestre «ni aun en el supuesto de terrenos ganados al mar o desecados en su ribera», la disposición transitoria segunda de la LC declara que los que lo hayan sido «en virtud de cláusula concesional establecida con anterioridad a la promulgación de la ley serán mantenidos en tal situación jurídica».

Por tanto, terrenos que tendrían que ser de dominio público según la definición de la LC, que lo eran antes de la acción del hombre, no lo son para la LC. Ha tenido que reconocerse que es «una excepción rigurosa a todo el sistema general de la ley» y justificada «por motivos de oportunidad» no derivados de la naturaleza de las cosas, de dificultad de recuperación o de integración de estos terrenos (...) y sujetos a actividades urbanísticas»  (33) .

El art. 9.1 de la LC es, por ello, una norma para el futuro. Y de otra parte, comprobar si las obras se realizaron o no al amparo de una concesión no se adecua fácilmente a una mera constatación como se define el deslinde  (34) .

2.6.  Enclaves

Una muestra palmaria de la incoherencia a que conduce el dogmatismo es la artificiosa solución de la disposición transitoria primera. No se pueden reconocer propiedades privadas en lo que la LC define como ZMT, pero existen  (35) . La propia disposición transitoria ha de recoger la referencia a espacios de la zona marítimo-terrestre, playa y mar territorial que hubieran sido declarados de propiedad particular por sentencia judicial firme anterior a la entrada en vigor de la LC. Sencillamente -más bien con notorio desparpajo- las convierte en derecho de ocupación y aprovechamiento del dominio público en virtud de concesión, sin pagar canon por treinta años prorrogables por otros treinta: en la LC a solicitud de los titulares de aquellas y de oficio en el RC para los primeros treinta. A la disposición transitoria primera se le escapa hablar del «anterior propietario». En realidad se trata de una expropiación peculiar como se denunció en la doctrina  (36)  y ha tenido que admitir, no sin contradicciones y con funambulismo dialéctico la STC 149/1991 de 4 de julio (fundamento jurídico 8)  (37) .

La presencia de las opiniones doctrinales, singularmente a favor del dominio natural absolutista, se siente en los razonamientos del TC, como en el propio iter de la redacción de la citada disposición transitoria  (38)  y en la exposición de motivos  (39) .

La STC 149/1991 hace algún brindis a aquella orientación doctrinal, que se encarga después de contradecir al expresar la auténtica «ratio decidendi», aunque no sin ambigüedades y equívocos en un razonamiento tachado da «semioscuridad»  (40) .

En un momento sostiene que: «Desde el momento mismo de la promulgación del texto constitucional, todos los espacios enumerados en el art. 13.2 se integran en el dominio publicidad del Estado»  (41) . En otro, se afirma que aunque se hayan reconocido por sentencia judicial firme titularidades dominiciales, recaen sobre unos bienes -zona marítimo terrestre y playas- que por sus propias características físicas y naturales eran y son de dominio público». Afirmaciones que no le impiden reconocer a continuación que: «Su transformación implica una muy singular forma de expropiación». ¿Como sería posible si antes eran dominio público?

El propio TC reconocerá que la Constitución «establece la causa expropiandi, que se produce simultáneamente un acto de privación de derechos y una compensación por tal privación». En otras palabras, la concesión sería un también peculiar justiprecio. Tan peculiar que el TC se atrinchera en que su juicio es abstracto, y deja abierto que: «Nada impide que los afectados por la expropiación puedan impugnar ante la jurisdicción competente el acto administrativo de conversión de su título dominical en título concesional para deducir ante ella las pretensiones que estimen pertinentes frente al mismo  (42) », con alusión al derecho de tutela judicial efectiva.

Con invocación del art. 14 de la LC que alude a acciones civiles a presentar dentro de los cinco años de la aprobación del deslinde se han presentado acciones declarativas de propiedad en la jurisdicción civil. No se rechaza esa competencia ni se declara vinculada la jurisdicción por el criterio de la Administración o de la jurisdicción contencioso-administrativa en relación con el deslinde practicado  (43) . Lo real es que no suelen prosperar. Se reconoce que el deslinde y la consecuente declaración de titularidad dominical a favor del Estado no impide que se ejerciten tales acciones, pero entender que: «Declarada la titularidad privada de la finca ésta quedaría excluida del demanio, choca con el criterio legal y haría perder todo el sentido a la citada disposición transitoria -la primera- que en ningún caso encontraría aplicación»  (44) .

Este caso de los enclaves es paradigmático de cómo no ha podido ser admitida la doctrina idealista del dominio público absolutista, necesario e intemporal, y corrobora la disposición transitoria segunda, 2 de la LC. No se trata de cuestionar su buena intención, sino la instrumentalización del razonamiento jurídico e incluso el innecesario cuestionamiento de la seguridad jurídica de sentencias judiciales firmes, en muchas ocasiones relativas a enajenaciones de la propia Administración Pública.

La incorporación deseable de esos terrenos al dominio público ha de realizarse por el cauce de la expropiación forzosa, para la que el art. 132.2 de la CE es el título adecuado que justifica la causa expropiandi. La solución de la LC de 1988 es «económica» para la Administración Pública, pero deja una impresión insatisfactoria, ya que durante treinta años -probablemente sesenta- esos terrenos quedarán en las mismas condiciones que antes de la Constitución, en una contradicción flagrante con la imposibilidad ideal de que la mantuviesen.

La solución de la LC ha dado lugar a quejas de países europeos como consecuencia de las de súbditos suyos. De acuerdo con el art. 70.2 de la LC (137.1 RC) las concesiones no serán transmisibles por actos inter vivos. Una enmienda sorpresiva al proyecto de ley general de la Navegación marítima, no presentada por el Ministerio competente en la materia, incorpora como disposición adicional cuarta dos apartados nuevos a la disposición transitoria primera de la LC, permitiendo la transmisión inter vivos de la concesiones otorgadas al amparo de la citada disposición, previa autorización de la demarcación o servicio de costas, previéndose también el ejercicio del derecho de tanteo y retracto por el Ministerio, aquí sí el competente, de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, en el plazo de tres meses.

IV.  LA FUNCIÓN DETERMINANTE DEL DESLINDE  (45) 

Si a lo largo de lo que se ha expuesto se ha insistido en la crítica de una concepción absolutista del dominio público, que la LC admite de un modo parcial y contradictorio, es para subrayar los inconvenientes del dogmatismo y sugerir la modificación de la ley en aras de una mayor seguridad jurídica. Porque la determinación de los bienes que integran el dominio público marítimo-terrestre incide en la operación de deslinde de los mismos. No era una temeridad afirmar hace años que lo que fuese o no el dominio público marítimo-terrestre se jugaba en el deslinde. Así lo certifican los litigios y lo evidencia la práctica no siempre plausible.

El deslinde en la LC se configura en función de lo natural para la definición del dominio. Su objetivo es determinarlo por mera constatación. Según el art. 13.1 de la LC el deslinde constata la existencia de las características físicas relacionadas en los arts. 3, 4 y 5 y al hacerlo declara la posesión y la titularidad dominical a favor del Estado El vuelco de esta regulación del deslinde -que tiene como precedente la declaración administrativa de monte vecinal en mano común- ha sido espectacular, con su prevalencia, además, sobre las inscripciones en el Registro de la Propiedad: éstas no pueden prevalecer frente «a la naturaleza demanial de los bienes deslindados».

La propia naturaleza de la función de constatar impide identificar esa potestad administrativa como una potestad discrecional, que siempre implica una elección. Se trata de comprobar fácticamente una realidad, de individualizar físicamente el bien que de conformidad con la ley es dominio público. La Jurisprudencia habla de «materialización física del dominio público» del «carácter declarativo y no constitutivo» que consiste en la operación jurídica en virtud de la cual las definiciones legales se concretan sobre un espacio determinado, siendo esencial establecer los elementos de orden fáctico sobre los que se sustenta la condición del bien como de dominio público»  (46) .

Esa constatación tiene sentido en relación con bienes definidos físicamente que no admitan excepciones. Cuando eso no ocurra y entran en juego cuestiones de índole jurídica la regulación que hace la LC, sin distinguir, resulta abusiva, minusvalorando un principio de interés general como es la seguridad jurídica.

El uso multívoco y variado, explícito o implícito del demanio natural en la propia LC hace que la función y el valor que se da al deslinde no sea apropiado para todas las pertenencias del dominio público marítimo-terrestre  (47) . El privilegio de que goza la Administración no está, por ello, justificado en todos los supuestos.

Sin insistir, por evidente, en la inseguridad jurídica que causa la falta del deslinde debido, teniendo en cuenta la diferente determinación del dominio público marítimo-terrestre en la Ley de 1969 y en la de 1988 con los correspondientes efectos retroactivos de ésta sobre situaciones anteriores, la práctica pone de manifiesto la dificultad de constatar lo que físicamente es dominio público.

De ahí la importancia de la prueba, tanto en vía administrativa como contenciosa, de notoria complejidad con informes geomorfológicos y geológicos. Dada la dualidad natural-artificial anteriormente aludida  (48) , resulta aumentada la insatisfacción de la presunción de veracidad que se reconoce a la Administración  (49)  y la limitación de revisarla en casación. También ocurre que un bien deje de ser considerado de dominio público porque la Administración no lo pruebe  (50) , ya que a ella corresponde su carga, en tanto el deslinde «es un acto de imperio en defensa del dominio público»  (51) . En alguna ocasión, incluso, del comportamiento de la Administración, no oponiéndose a ejecución de obras y también autorizándolas se ha deducido que la edificación no estaba en zona marítimo-terrestre, «con lo que tácitamente vino a reconocer la no demanialidad de los terrenos» y resultaba improcedente su reivindicación treinta años después  (52) .

La Jurisprudencia recaída subraya que: «La realidad física aún transformada por la edificación» es la determinante para la inclusión de un terreno en el dominio público marítimo-terrestre  (53) . Y se insiste en que: «La circunstancia de que un suelo haya sido incorporado a un proceso urbanizador no desnaturaliza su condición geomorfólica  (54) , hasta el punto de que es posible practicar ulteriores deslindes, si el llevado a cabo resulta incorrecto, incompleto o inexacto, aunque no hayan cambiado la morfología de los terrenos»  (55) .

Una breve muestra de las sentencias pronunciadas ilustra de la dificultad de determinar esa realidad física  (56) .

Hasta donde llega el mar, cuestión tradicionalmente considerada bajo la expresión «lindar con el mar»  (57) , no es una tarea sencilla de determinar con la nueva formula de LC de 1988 que quizá innecesariamente se ha apartado de la LC de 1969.

El alcance de las olas en los mayores temporales conocidos no puede despacharse con la presunción de que si con el deslinde realizado durante la vigencia de la LC de 1969 la cota era de tres metros, habría que admitir los cinco metros del nuevo deslinde por la sencilla razón de que LC de 1988 contiene una expresión mucho más amplia  (58) .

La dificultad de determinar el alcance de las olas -la cota que puede alcanzar la ola en su progresión por tierra (run-up)- se manifiesta en los diferentes informes técnicos y periciales que no siempre lo fijan con exactitud. Al final se admite que un determinado hito de la costa, «debido a la gran distancia a la que está de la playa, difícilmente será alcanzado por las olas»  (59) .

En relación con las dunas los informes técnicos han de pronunciarse sobre cuál es el límite necesario para garantizar la estabilidad de la playa y la defensa de la costa. Las apreciaciones de geólogos, geógrafos y profesionales equivalentes no siempre coinciden. Ese límite lo estableció el art. 4 del RC, así como las matizaciones relativas a que estén en desarrollo, desplazamiento o evolución. Cuando el Tribunal se topa con dunas que se califican de «subcrecientes», zanja la cuestión sosteniendo que esas matizaciones han de ser interpretadas de una manera restrictiva «para no desvirtuar lo definido en la ley que se refiere a toda clase de dunas, sin establecer clases o categorías dentro de éstas»  (60) .

La movilidad se afirma que responde a la naturaleza de las dunas, en algunos casos, y por eso se integran en el dominio público y en otros se declara esa integración a pesar de se han desvirtuado las primitivas características del terreno para construcciones varias  (61) .

Por lo que se refiere al límite se reconoce las dudas que suscita la dicción legal, ya que en algunas ocasiones esos espacios litorales «avanzan considerablemente tierra adentro»  (62) .

Para complicar más la cuestión se ha llegado a plantear la diferenciación de dunas y acantilados. Lo físico, por lo que se ve, no es tan claro. Para el Tribunal el acantilado se caracteriza por «su estabilidad y permanencia como parte integrante -normalmente rocosa- de una zona costera característica» circunstancia «ausente en otro tipo de formaciones más o menos similares de naturaleza meramente arenosa y sujeta a un repliegue constante...» aun cuando tengan una elevación vertical y en algún caso se denominen acantilados. Las expresiones revelan la inseguridad de la apreciación física  (63) .

El caso de las marismas es ilustrativo de que no puede sostenerse el dominio natural con el carácter absoluto e intemporal que aquí se ha venido criticando, por la evolución legislativa, jurisprudencial y doctrinal  (64) . Forman parte de la zona marítimo-terrestre, pero no ha sido siempre así. Es más, en ocasiones bajo las leyes de aguas de 1866 o de 1879 (art. 65) y de la Cambó de 24 de julio de 1918 el saneamiento de las marismas dio lugar a que el concesionario deviniera propietario del terreno saneado  (65) .

Así se reconoce en la Jurisprudencia, aunque la interpretación de las concesiones otorgadas tiende a considerar que se mantiene el dominio público cuando la concesión a perpetuidad excluye expresamente la transformación del dominio público en propiedad privada, o cuando el objeto de la concesión no es sólo el saneamiento de la marisma sino otra finalidad específica. En estos casos no se produce una desafectación al demanio como en los señalados anteriormente  (66) .

Por lo que se refiere a terrenos que se inundan como consecuencia del flujo y reflujo de las mareas, la Jurisprudencia ha aceptado la concreción -más bien ampliación- del Reglamento al entender que la expresión de la ley implica que los terrenos sean naturalmente inundables. Frente a la alegación de que el precepto legal se refiere a los terrenos que se inundan en el presente y no a los inundables (en el pasado) y por tanto, no tendría efecto retroactivo, el Tribunal sostiene que la LC tiene como finalidad «imponer un remedio activo frente a situaciones consumadas en el pasado que impidieron por medios artificiales la inundación y no sólo confirmar el futuro»  (67) .

La tesis, sin embargo, no deja de presentar algún interrogante como se pone de manifiesto en la STS de 14 de octubre de 2002, Salinas de Calpe  (68) . De no ser por la intervención humana, ciertamente compleja, los terrenos «se inundarían, como se inundaban en otro tiempo». Lo que suscita el interrogante es que la resolución de considerarlos dominio público se hace «por las singulares características de las salinas, bien diferentes de las que presentan los terrenos ganados al mar en cualquier ciudad costera... los hechos, la realidad física, en este caso, requieren un entendimiento de la norma adecuado a ellos y, por eso, circunscrito al supuesto contemplado». Ciertamente generalizar la doctrina pondría en cuestión porciones importantes de ciudades costeras, admitidas ser intocables por la repercusión social que supondría la aplicación de esa ortodoxa interpretación.

El deslinde en relación con los acantilados ha suscitado controversia, como evidencia la STS de 20 de enero de 2004 y el voto particular del Magistrado Ponente  (69) . El Tribunal, por mayoría, sostiene una «tesis interpretativa» según la cual basándose «en la finalidad protectora del dominio público marítimo-terrestre, los acantilados sensiblemente verticales forman parte de la ribera del mar», en una clara contraposición a lo que dice el art. 3.1 de la LC, que evidencia el voto particular, ya que pertenecen «asimismo al dominio público marítimo-terrestre», según el art. 4.4. Para aquella integración el Tribunal mayoritariamente identifica el acantilado con «un escarpe o talud de fuerte pendiente causado por el oleaje, a pesar de que el acantilado en cuestión no tiene como causa la acción del mar». Como subraya el voto particular con una lógica irreprochable que pone en guardia respecto de amplitud de la función aplicadora del Derecho: «El criterio proteccionista de la ribera del mar como justificación de la ampliación de su superficie no es atendible por ser contraria a las estrictas previsiones legales».

La cuestión tiene relación directa con el entendimiento del deslinde que el art. 23 dispone que se mida «desde el límite interior de la ribera del mar». La consecuencia de la interpretación mayoritaria en la citada sentencia es que la línea de la ribera del mar se encuentra en el punto de coronación del acantilado, de modo que resultan coincidentes en ese caso el límite interior de la ribera del mar con el del dominio público marítimo-terrestre. Pero esa coincidencia sólo existe cuando como se recuerda en el voto particular, «el acantilado está batido por las aguas, que ocurrirá cuando la verticalidad sea de 90 grados sexagesimales, pero las citadas líneas se irán separando a medida de que disminuya la inclinación hasta los 60 grados».

Las características físicas, que no son absolutamente determinantes para considerar un acantilado como bien de dominio público, se fuerzan mediante una interpretación jurídica que, además, identifica lo que es dominio público con la zona de protección del mismo, que no tiene esa naturaleza jurídica. De un modo general podría concluirse que la protección del dominio público no pasa necesariamente por ampliar su ámbito.

Un último apunte en relación con el dominio público de los puertos o instalaciones de titularidad estatal. No es irreal que existan concesiones para ocupación de espacios de dominio público portuario anteriores a la LC de 1988, que con posterioridad esos terrenos se desafectaran del dominio público y pasaran a ser bienes patrimoniales de la Administración del Estado y como tales susceptibles de enajenación, teniendo los titulares de las concesiones derecho preferente a su adquisición (art. 102 y 103 de la ley 33/2003 de 3 de noviembre de Patrimonio de las Administraciones Públicas). Se trata, obviamente, de un dominio público «desnaturalizado».

El deslinde es fundamental para la determinación de lo que es dominio público y, por tanto para elucidar a quién corresponde su titularidad. Pero también, por referencia al dominio público, para elucidar el alcance y contenido de los derechos que tengan los particulares sobre los terrenos que forman parte de la llamada zona de servidumbre de protección: una zona de cien metros, ampliable hasta cien más, medida tierra adentro desde el límite interior de la ribera del mar (art. 23 LC), en la que están prohibidas las edificaciones destinadas a residencia o habitación (art. 25 a) LC) que se encuentra en el meollo de los conflictos.

Dada la eficacia jurídica del deslinde resulta obvio que sea exigible el mayor rigor en el cumplimiento del procedimiento establecido. La cuestión es especialmente delicada en materia de sanciones, sobre todo, en actuaciones llevadas a cabo en la zona de servidumbre.

En la práctica pueden constatarse las consecuencias negativas derivadas de la falta de sincronización del ejercicio de competencias estatales y autonómicas  (70) . Al Estado corresponde establecer los usos permitidos o prohibidos en la zona de servidumbre de protección y a las comunidades autónomas la autorización y consiguientemente la sanción por las infracciones cometidas  (71) . Ocurre que sin estar iniciado el deslinde, con la publicidad y notificaciones correspondientes, se han impuesto sanciones tomando como referencia un borrador que no pasa de ser un documento meramente interno  (72) . En sentencias de Tribunales Superiores de Justicia se observa una línea que reconoce que es correcta la sanción cuando exista un deslinde provisional  (73)  o con mayor precisión desde que se dicta la providencia de incoación del mismo  (74) . Puede eximirse de culpabilidad cuando las obras efectuadas en la zona de servidumbre de protección se realizan sin procedimiento de deslinde en curso, no si realizan una vez iniciado este  (75) .

V.  TÍTULOS JURÍDICOS EN RELACIÓN CON EL LITORAL

1.  Relectura de la Ley de Costas

La LC contempla el litoral predominantemente desde el título jurídico del dominio público que, como se recordó con anterioridad, no lo es para distribuir competencias entre el Estado y las comunidades autónomas. Una primera cuestión a plantear es si el dominio público debe tener ese protagonismo en relación con el litoral y si funciones que la LC le atribuye podrían ser desarrolladas de un modo más adecuado en virtud de otros títulos  (76) .

La zona de servidumbre de protección (ZSP) constituye un escenario propicio para la reflexión. La E.M. de la LC la califica «de especial novedad e interés», que ha reemplazado a la anterior de salvamento, de 20 metros. Las limitaciones a la propiedad de los terrenos de la ZSP, colindantes con el dominio público marítimo-terrestre tienen como finalidad «asegurar la efectividad del derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado». Tienen -sigue diciendo- «el carácter de regulación mínima y complementaria de las que dicten las comunidades autónomas en el ámbito de sus competencias». Y al final del apartado relativo a la ZSP se habla «de medidas adicionales... que promulguen las Comunidades Autónomas en materia de ambiente... y en materia de ordenación del territorio y urbanismo».

Desde esta perspectiva habría que releer la LC. La protección del dominio público marítimo-terrestre no debe impedir el ejercicio real de las competencias autonómicas sobre la ordenación del territorio y del litoral y urbanismo, y ese ejercicio ha de tener en cuenta la naturaleza de las pertenencias del dominio público, sin lo cual éste desaparecería o degradaría  (77) .

La tesis fue adelantada con motivo de la sentencia del Tribunal Constitucional sobre la Ley de Aguas. La legitimidad de las normas del Estado proviene de que determinan «el régimen de protección de los bienes del dominio público hidráulico». La STC. 149/1991 sobre la Ley de Costas reitera que: «La naturaleza demanial no aísla la porción del territorio así caracterizado de su entorno, ni la sustrae de las competencias que sobre este aspecto corresponde a otros entes públicos» que no ostenten la titularidad del dominio público. De otra, parte «de esa titularidad derivan también facultades propias de la Administración y en concreto las necesarias para preservar sus características».

El legislador estatal se encuentra obligado a asegurar el mantenimiento de la integridad física y jurídica del dominio público marítimo-terrestre. Nadie niega esa competencia. Pero lo que puede ser discutible -y es donde se han planteado los problemas- es la competencia del Estado sobre bienes que no son dominio público estatal, sino que forman parte de la llamada zona de servidumbre de protección. La finalidad de esa zona, como la propia expresión manifiesta, es proteger, pero no ordenar urbanísticamente. Se justifica en razón de la protección ¿Qué alcance tiene la protección? Es el meollo del problema.

Como expresa el art. 1, el objeto de la LC es la determinación, protección, utilización y policía del dominio público. Y, por eso, la STC 149/1991 juzga la legitimidad de la ley desde esa autodefinición. Pero, como el propio Tribunal ha reconocido y, a ello obligaron los recurrentes, el asunto no puede desentenderse de las materias del medio ambiente y ordenación del territorio, del litoral y urbanismo en las que las comunidades autónomas tienen reconocidas competencias. Desde esta perspectiva puede revisarse la actual LC.

La citada sentencia, escorada del lado de la titularidad estatal del dominio público marítimo-terrestre, declaró inconstitucionales unos artículos  (78)  y que otros no lo eran si se interpretaban de una determinada manera. El examen de los más significativos de los primeros revela que se refieren a la protección del dominio público, trátese de autorizaciones en la zona de servidumbre (art. 26.1) o normas generales para tramos determinados de costa (art. 34) aunque también de la utilización del dominio público marítimo-terrestre (art. 34, 33.4).

Más allá de debatir la constitucionalidad de lo ya declarado como tal, lo que aquí interesa es razonar si esos preceptos han de ser considerados necesariamente desde la perspectiva del dominio público. Bastarán unas muestras  (79) .

La limitación del título estatal del dominio público se revela, por ejemplo, en la apreciación del Tribunal de los distintos apartados del art. 25 sobre usos prohibidos en la zona de servidumbre de protección. Es claro que se refiere a la protección física la prohibición de actividades que impliquen la destrucción de yacimientos de áridos. En los demás casos el TC ha de justificar la competencia del Estado como protección del medio ambiente, palmaria en la publicidad a través de carteles, vallas o por medios acústicos o audiovisuales, vertidos, tendido aéreo de líneas eléctricas de alta tensión.

La prohibición de edificaciones destinadas a uso residencial o habitación, una de las cuestiones importantes -y conflictivas- podría ser considerada también desde la visión más amplia de la ordenación del litoral, que vinculará al planeamiento urbanístico  (80) .

Parece que es igual a lo que dispone la LC. La diferencia estriba en la competencia que lo justifica: ordenación del territorio y del litoral de la Comunidad autónoma y no dominio público estatal.

Las bases que para protección del medio ambiente aprueba el Estado han de consistir en el mínimo que requiere la heterogeneidad del litoral español. Cien metros no son lo mismo en el Mediterráneo que en el Atlántico, en el Cantábrico o en las Rías bajas de Galicia. Por eso, resulta razonable que las CC.AA. asuman la responsabilidad de determinar lo que sea más adecuado para que el litoral responda a las exigencias del art. 149.1.1 a) de la CE -igualdad en ejercicio de derechos- competencia estatal que la STC 61/1997 utilizó en relación con la competencia autonómica del urbanismo.

Esta perspectiva obligaría a prescindir de la óptica tradicional de las servidumbres. Lo dicho sobre la de servidumbre de protección con mayor razón es aplicable a la zona de influencia: 500 metros a partir del límite interior de la ribera del mar  (81) .

El art. 30.1 b) constituye otro ejemplo. Dispone que: «Se deberá evitar la formación de pantallas arquitectónicas o acumulación de volúmenes sin que, a estos efectos, la densidad de edificación pueda ser superior a la media del suelo urbanizable, programado o apto para programar en el término municipal respectivo».

El Tribunal Constitucional entiende que es correcto imponer a los planes de ordenación territorial determinados criterios como los citados de evitar la formación de pantallas arquitectónicas o acumulación de volúmenes, porque la protección del demanio no es sólo de la de su «integridad física», sino también «la preservación de sus características naturales y en particular la de sus valores paisajísticos». Se trata de unos preceptos sin duda bien intencionados, que encuentran su justificación en abusos fácilmente comprobables, pero que fuerzan la distribución de competencias, ya que pueden ser encuadrables con naturalidad en la materia de urbanismo, cada vez más relacionado con el medio ambiente.

Otra cosa es que los planes urbanísticos, de competencia autonómica, resultasen condicionados por las exigencias derivadas de la naturaleza del dominio público marítimo-terrestre. No se trataría, como dice el Tribunal Constitucional, de «imponer a los planes de ordenación territorial unos determinados criterios», que en realidad son unas concretas soluciones urbanísticas, cuanto de prever que esos planes no establezcan determinaciones incompatibles con la naturaleza del dominio público.

El cauce adecuado para ello es el de los informes a que alude el art. 112 de la Ley, que reconoce a la Administración del Estado la competencia para «emitir informe con carácter preceptivo y vinculante». Ninguna objeción habría que imponer a esta competencia vinculante si versase sobre la estricta finalidad de la protección y uso del dominio público marítimo-terrestre; pero ofrece reservas cuando se amplía aquella protección.

La propia LC reconoce la inexorabilidad del urbanismo de un modo especialmente significativo en la disposición transitoria tercera 3 en relación con los terrenos clasificados como suelo urbano a lo entrada en vigor de la misma. La servidumbre de protección se reduce a 20 metros y, para lo que aquí se trata, «se podrán autorizar nuevos usos y construcciones de conformidad con los planes de ordenación en vigor». Esta disposición ha sido completada por el art. 120.7 de la Ley 53/2002 de 30 de diciembre  (82) . Dentro de esa zona de protección reducida podrán autorizarse de forma excepcional edificaciones destinadas a residencia o habitación previa aprobación del Plan General de ordenación, Normas subsidiarias u otro instrumento específico, en síntesis, para «la homogenización urbanística del tramo de fachada al que pertenezcan»  (83) . La decisión, por tanto, se deja a la competencia municipal  (84) .

El Tribunal Constitucional es consciente, en ocasiones, de la dificultad de distinguir entre la competencia estatal sobre medioambiente y autonómica sobre ordenación del territorio. Así en el análisis de los apartados 2 a 5 del art. 33.

«En estos preceptos se entremezclan, en efecto, de manera muy estrecha enunciados que sin duda son competencia estatal por versar directamente sobre la ocupación de una parte importante del demanio marítimo-terrestre (las playas) con otros que, aunque referidos también a esta ocupación, no regulan directamente el grado de la misma, sino más bien el modo de llevarla a cabo y podrían ser considerados por tanto como normas de ordenación del territorio.»

La cuestión está abierta como reconoce el TC. Estas son sus palabras:

«Tampoco la interpretación sistemática de la Constitución lleva en modo alguno a la conclusión, de que, al afirmar la titularidad estatal del dominio público marítimo-terrestre, el constituyente quería hacer referencia sólo, por así decir, al nudo dominio, dejando la disposición sobre el uso y aprovechamiento de esa zona a las Administraciones territoriales, en la medida en la que sus competencias sectoriales se extendieran sobre ella. Esta técnica no es, desde luego, constitucionalmente imposible...».

Es cuestión y quizá el momento de utilizar esa posibilidad, a los veinte años de vigencia de la LC, para un cambio legislativo. Es la hora de las comunidades autónomas, que también son Estado, para la mejor ordenación del litoral. Hace años aventuré que era un prejuicio sostener que el Estado es mejor protector del concreto litoral que una Comunidad autónoma. En todo caso no parece que éstas se encuentren en peores condiciones que aquel, dada la variedad del litoral.

2.  El litoral como referencia  (85) 

El litoral, como un todo, es objeto de creciente atención. En 1972 la ley federal de gestión de las zonas costeras introduce el concepto de gestión integrada, que ha sido inspirador de otras iniciativas. En el ámbito en que nos situamos, la Carta europea del litoral (Knamia, Creta, 1981) por impulso del Consejo de Europa, constituye un hito. En el marco de la Unión Europea  (86)  otro ha sido el programa de demostración de la Comisión Europea sobre gestión integrada de las zonas costeras (1996-1999). Con la experiencia adquirida se aprobó la Recomendación del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2002 sobre la aplicación de la gestión integrada de las zonas costeras en Europa.

La perspectiva de la Recomendación es mucho más amplia que la del dominio público, por necesario y útil que sea. Las zonas costeras revisten -se dice- gran importancia para Europa desde un punto de vista medioambiental, económico, social, cultural y de recreo, en donde la biodiversidad es única por lo que se refiere a la flora y la fauna. Por todo ello se recomienda la estrategia para un desarrollo sostenible que, entre otros aspectos, ha de basarse en la protección de un medio ambiente costero formulado en términos de ecosistemas.

En esa línea ha de situarse la Directiva 2008/56/CE del Parlamento europeo y del Consejo de 17 de junio de 2008, una Directiva marco sobre la estrategia marina o el Protocolo relativo a la gestión integrada de las zonas costeras del Mediterráneo de 21 de enero de 2008. En la misma onda, iniciativas de las comunidades autónomas, (Andalucía, Asturias, Islas Baleares, Canarias, Murcia, Cantabria, Cataluña, País Vasco, Galicia).

VI.  REFLEXIÓN CONCLUSIVA

Como conclusión de lo expuesto, mi parecer es que sería conveniente una reforma de la Ley de Costas, incluso con cambio del nombre, para referirse al litoral, con lo que se visualizaría más la nueva perspectiva desde la que se están actualmente considerando las zonas costeras.

El dominio público marítimo-terrestre ha de mantenerse porque a ello obliga a la Constitución y no es preciso reformarla por este motivo y romper con una larga tradición. Pero no sería superfluo revisar y mejorar su determinación a la vista de las dificultades y dudas que han planteado los numerosos conflictos jurisdiccionales, aun contando con la presunción de veracidad de la Administración en el trámite fundamental de la prueba. En ese sentido, siendo consecuente con lo que aquí se ha defendido, resulta inevitable sostener que se eliminasen los restos que aún persisten en la ley de concepción del dominio natural que he denominado, por su expresividad, absolutista e intemporal.

Una consecuencia de esa orientación ha sido la pirueta jurídica de convertir propiedades, declaradas así por sentencias firmes, en concesiones, con poco aprecio por la seguridad jurídica y un entendimiento forzado del justiprecio en la expropiación forzosa. Más correcto hubiera sido seguir reconociendo la propiedad y considerarla incompatible con la nueva regulación del dominio público marítimo-terrestre aplicándole un régimen análogo al de las edificaciones fuera de ordenación, permitiendo sólo obras de conservación o mantenimiento del uso preexistente. Las limitaciones de la propiedad serían más apropiadas que la modificación de la ley permitiendo transacciones inter vivos de las concesiones. En todo caso, la ley con apoyo en la Constitución, serviría de declaración de utilidad pública para la expropiación de enclaves y para ejercitarla de un modo puntual, caso por caso. Una solución más costosa pero, desde luego, más auténtica.

La solución actual no deja de ser contradictoria con el idealismo en el que se funda. De facto puede tolerarse una situación durante sesenta años y no resulta claro qué pueda suceder al término de las concesiones, también por consideraciones del pragmatismo político.

La resistencia a esa situación se ha manifestado de varias formas: autorizando la enajenación a los titulares de las concesiones o con iniciativas de las comunidades autónomas  (87) .

Desde la perspectiva de los títulos competenciales relativos al medio ambiente y a la ordenación del territorio y del litoral determinaciones actuales de dominio público marítimo- terrestre, que no se corresponden a características naturales y que figuran dentro de él para su protección, podrían dejar de tener esa condición. La protección del auténtico dominio público marítimo-terrestre puede llevarse a cabo desde los títulos competenciales antes citados, sin ampliar el dominio público. Desde esa misma perspectiva habría que reconsiderar la actual configuración como servidumbre de la zona de protección ajena al dominio público marítimo-terrestre.

La ventaja de esa nueva orientación consiste en hacer más coherente el ejercicio de las competencias estatales y autonómicas que corresponde a un Estado autonómico. La ley, pese a su fecha, es deudora de la tradición anterior. La competencia del Estado en materia de protección del medio ambiente se concreta en la legislación básica que permite a las Comunidades establecer normas adicionales (art. 149.1.23.ª CE). La protección se refuerza. Y por lo que se refiere al urbanismo y ordenación del territorio y del litoral el ejercicio de competencias de las comunidades autónomas ha quedado reconocido por consolidada doctrina del Tribunal Constitucional.
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	A los efectos de lo que se expone en el texto no vale la pena insistir en la diferencia de la regulación sobre islotes e islas. No se distinguen tanto por las características físicas como por su tamaño o dimensión (islote es isla pequeña deshabitada, aunque de posible uso urbanístico). El art. 6.1 del RC redujo la diferencia aplicando a los islotes la referencia a las rías y desembocadura de los ríos hasta donde sean sensibles las mareas, como a las islas. Fue declarado constitucional por STC 198/1991, de 15 de noviembre.
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	Cfr. El entonces magistrado del Tribunal Constitucional, Leguina, J., «La sentencia del Tribunal Constitucional de la Ley de Costas», Ley de Costas..., págs. 178-179.
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	 (34) 

	Meilán, J. L., «El dominio natural...», pág. 45.
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	Un acogimiento Jurisprudencial de su negación, acorde con la doctrina absoluta del dominio natural en la STS de 6 de julio de 1988 que reconoce, en cambio, un derecho de contenido económico. Para la crítica de sus fundamentos históricos, cfr. Meilán Gil, J. L., «El dominio natural», págs. 20-26.
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	Meilán, J. L., «El dominio...», págs. 35-40, Posteriormente García De Enterría, E., «Las expropiaciones legislativas desde la perspectiva constitucional. En particular, el caso de la Ley de Costas», RAP, 141 (1996), «la demanialización de propiedades privadas operada por la ley de Costas es, pues, rotundamente, una expropiación» (pág.144).
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	Ibidem, De naturaleza peculiar, de difícil encaje en el sistema conceptual general y deficiente la califica Desdentado, E., La expropiación de los enclaves privados en el litoral, Thomson-Civitas, Cizur Menor, 2007, págs. 100 y ss.
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	La primera coincidía con lo defendido por Leguina, J. uno de sus magistrados, y la definitiva con la de Sainz Moreno, F. Cfr. Meilán, J. L., El concepto... págs. 369-371, Meilán, J. L., «El dominio...», pág. 36.
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	«La Ley cierra el paréntesis de signo privatizador que inició la ley de Aguas de 1866 con equívoco respeto de los derechos legítimamente adquiridos, que no deberían ser otros que los concesionales.»
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	 (40) 

	Cfr. García De Enterría, E., «Las expropiaciones...», pág. 142.
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	 (41) 

	Una interpretación radical en Leguina, J., La sentencia..., pág. 175 «a la integración en el demanio de todos los enclaves de propiedad privada existentes en el mismo... se produjo el mismo día de entrada en vigor de la constitución».
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	Cfr. crítica en García De Enterría, E., Las expropiaciones..., págs. 146-8, Gómez Díaz-Castroverde, J. M., «Problemas de la ley de Costas desde la perspectiva judicial», Ley de Costas..., págs. 153-154; ¿Qué actos? ¿qué pretensión?
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	Cfr. STS de 21 de mayo de 2008.


	 Ver Texto 




	 (44) 

	STS de 3 de junio de 2004 (civil). En el mismo sentido, STS de 5 de enero de 2004 (civil).


	 Ver Texto 




	 (45) 

	Cfr. el excelente y completo trabajo de García Pérez, M., «El deslinde de costas», Anuario da Facultade de Dereito da Universidade da Coruña, 2008, págs. 391-421. Según información oficial del Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Medio Marino de los 10.099 kilómetros de costa están deslindados 8.254 (Situación a 31/12/2007).
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	 (46) 

	STS 5 de noviembre de 2008, (rec. 263/2006) ad exemplum.
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	 (47) 

	Cfr. Meilán, J. L., El dominio... pág. 44.
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	 (48) 

	En relación con el supuesto del art. 4.5 de la LC es una cuestión fáctica que el terreno estuviese incluido en el deslinde y, por tanto, dominio público. Cuestión jurídica es que el terreno no puede perder su condición demanial concurran o no las características físicas que determinaron su inclusión en el deslinde (SAN de 7 de mayo de 2008).
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	STS de 5 de noviembre de 2008; STS 21 de octubre de 2008 (rec. 5650/2004).
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	STS de 18 de marzo de 2008 (rec. 1348/2004): aunque la banda de dunas remontantes hayan desaparecido con la construcción de un paseo marítimo, siguen siendo dominio público según sentencias citadas (ad exemplum, 21 de junio 2005), pero el Tribunal no puede reconocerlo en ese caso por no haber sido impugnado eso por la Administración.
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	SAN de 3 de septiembre de 2007. No había presentado estudio geomorfológico, que aún no siendo preceptivo «normalmente constituye la prueba más relevante... especialmente cuando sobre los terrenos existen asentamientos urbanos».


	 Ver Texto 




	 (52) 

	STS de 21 de diciembre de 2004 (civil).
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	 (53) 

	STS de 23 de enero de 2007.
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	STS de 20 de octubre de 2000, STS de 9 de diciembre de 2008 (rec. 6819/2004). STS de 12 de febrero 2004. Se había construido sobre dunas. La realidad física no ha de referirse al tiempo de la realización del deslinde. Aquí habían desaparecido artificialmente las dunas.
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	STS de 14 de julio de 2003.
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	Con razón sostiene García Pérez, M., («El deslinde...» pág. 397) el estudio de la Jurisprudencia «arroja datos tranquilizadores unas veces, perturbadores otras».
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	 (57) 

	Inscripciones registrales lo han referido «a América, mar por medio» referido al océano atlántico o «a Inglaterra, mar por medio», en relación con el Cantábrico.


	 Ver Texto 




	 (58) 

	SAN 14 de marzo de 2003 (rec. 582/2008), que falló en contra del Administración por no aportar pruebas.


	 Ver Texto 




	 (59) 

	SAN de 30 de enero de 2008 (rec. 374/2004). Dentro del dominio público, sin embargo, se considera un paseo marítimo por entender que está construido sobre playa antes de 1988. El art. 44 de la LC dispone que los paseos marítimos se localizarán fuera de la ribera del mar.
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	SAN a 10 de octubre de 2007 (rec. 108/2005).
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	SAN de 6 de octubre de 2000 y SAN de 22 de diciembre de 2000, apud M. García Pérez, loc. cit., págs. 397-8. STS de 21 de febrero de 2004.


	 Ver Texto 
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	STS de 13 de julio de 2001.


	 Ver Texto 




	 (63) 

	STS de 18 de junio de 2001. Confirma que se trata de una duna litoral.


	 Ver Texto 
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	Cfr. Morell Ocaña, L., «La concesión de marismas y el art. 126 de la ley de Patrimonio del Estado», RAP, 68/1972. López Ramón, F., «Consideraciones sobre el régimen jurídico de las marismas», RAP, 96 (1981), Quintana T., «La privatización de los terrenos de que ha sido desalojado el mar» RAP, 111 (1986).
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La STS de 8 de julio de 2002 (rec. 5003/1996) reconoce un cambio Jurisprudencial y habla del «complejo panorama normativo» que contiene una clasificación de los distintos supuestos de concesión de marismas, en el primero de los cuales se reconoce que el concesionario devienen propietario, «por conversión o transmutación jurídica del título subsiguiente a la transformación física del terreno» y con la ley de 1918 siempre que el concesionario devolviera al Estado el auxilio económico o subvención que éste le facilitó para llevar a cabo las obras de desecación.

La STS de 18 de abril de 2007 (rec. 605/2004) con cita de otras reconoce la mutación demanial cuando «se ha producido una transformación definitiva e irreversible del área objeto de la concesión...» que en principio puede resultar clara cuando se ha producido la urbanización del terreno».
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	STS de 30 de septiembre de 2008 (rec. 4835/2004).


	 Ver Texto 
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	STS de 9 de diciembre de 2008 (rec. 6819/2004) con cita de otras. STS de 18 de noviembre 2008 (rec. 6505/2004) Salinas de Marchamalo.
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	Cfr. García Pérez, M., «El deslinde...», págs. 399-400.


	 Ver Texto 




	 (69) 

	Cfr. García Pérez, M., «La determinación...», págs. 189 y ss, con estudio muy negativo de la Jurisprudencia allí citada.
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	 (70) 

	La STC 149/1991 declaró inconstitucional el inicial art. 26 de la LC.


	 Ver Texto 




	 (71) 

	Ad exemplum Decreto 158/2005 de 2 de junio, de Galicia.
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	Arts. 12 LC y 22 RC.
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	STSJ de C. A. Illes Balears de 17 de diciembre de 1999.


	 Ver Texto 
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	STSJ de Galicia de 14 de diciembre de 2005.


	 Ver Texto 




	 (75) 

	STSJ de C. A. Illes Balears de 6 de octubre de 2000.


	 Ver Texto 




	 (76) 

	El caso de las marismas es paradigmático. La consideración medio-ambiental es hoy la dominante. Cfr. López Ramón, F., «Consideraciones...» págs. 36-37.
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	Cfr. Meilán Gil, J. L., «La Ley... «cit. págs., 135 y ss.


	 Ver Texto 




	 (78) 

	Entre los más destacados, el 26.1 y sus consecuencias, el inciso final del 3.,4, el 34 y sus consecuencias sobre cuya posible inconstitucionalidad me había pronunciado (Cfr. Meilán Gil, J. L., «comunidades autónomas y dominio público marítimo-terrestre. El proyecto de ley de Costas», RDU, 108 (1988) págs. 28 y ss.
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	Con detalle en Sanz Larruga, J., «La protección ambiental del litoral» en Ordenación del litoral, EGAP, Santiago de Compostela, 2001, págs. 179 y ss.


	 Ver Texto 




	 (80) 

	Desde esta perspectiva resulta coherente que la Ley 9/2002 de 30 de diciembre de ordenación urbanística y de protección de medio rural de Galicia regule lo que ahora todavía se denomina suelo rústico de protección de costas: los terrenos situados fuera de los núcleos rurales y del suelo urbano y se encuentren a una distancia inferior a 200 metros del límite interior de la ribera del mar, reducibles a 100 «por razones cumplidamente justificadas».


	 Ver Texto 




	 (81) 

	El art. 85.7 d) de la LOUGA declara que la ordenación urbanística de los terrenos situados en esa franja «afecta a los intereses autonómicos».


	 Ver Texto 




	 (82) 

	En la línea de la disposición transitoria novena del RC.


	 Ver Texto 




	 (83) 

	En el apartado 3.2 se especifican los requisitos que se declaran indispensables para el otorgamiento de la autorización.
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	 (84) 

	La LC, al aludir a la clasificación del suelo y a los instrumentos urbanísticos está reconociendo la competencia de las comunidades autónomas ex texto refundido de la ley de suelo, aprobado por Real decreto legislativo 2/2008 de 20 de junio.
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	 (85) 

	Sobre la sustantividad de la ordenación del litoral como título competencial, Cfr. Meilán, J. L., «La ley de Costas...» págs. 131-135. Una exposición de conjunto en Aguirrre I Font, J. M., L´ordenació del litoral catalá y els plans directors urbanistics del sistema costaner, Ateliers, Barcelona, 2007.
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	 (86) 

	Cfr. Aguirre, J. M., «L´ordenació...», Sanz Larruga, J., «Bases doctrinales y jurídicas para un modelo de gestión integrada y sostenible del litoral de Galicia», Xunta de Galicia, Santiago de Compostela, 2003.
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La disposición adicional segunda de la ley 18/2008 de 29 de diciembre de vivienda de Galicia aplica a núcleos rurales preexistentes de la ley 11/1985 la anchura de veinte metros para la servidumbre de protección.

En la Comunidad autónoma de Canarias se aprobó la Ley 7/2009 de 6 de mayo para evitar demoliciones de casas construidas en dominio público, por el valor etnográfico que tienen pueblos de pescadores.
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I.  PLANTEAMIENTO GENERAL DE LA CUESTIÓN

Plantearse en el año 2009 el problema de la distribución de competencias en el dominio público marítimo terrestre no puede consistir en hacer un revival de problemas solucionados en el Tribunal Constitucional en la sentencia 149/1991, que marca las líneas básicas de los poderes de Estado, comunidades autónomas y Corporaciones Locales en esta materia y por tanto, recuperar, con palabras diferentes, lo ya señalado entonces  (1) . Al contrario, en nuestra opinión, es se trata, en estos momentos, de plantear una cuestión que trasciende lo señalado en la Jurisprudencia constitucional en la medida en que, por un lado, algunas comunidades autónomas han variado la norma básica de atribución de competencias en esta materia, sus Estatutos de autonomía, todas ellas con litoral, Cataluña, la Comunidad valenciana, Andalucía y las Islas Baleares. En segundo lugar, el aumento espectacular de la ocupación de la franja costera, el desarrollo sin límites del urbanismo y el planteamiento de nuevas formas de explotación de los recursos naturales hace que hayamos de examinar, por un lado, qué problemas competenciales han conducido a la mala situación actual y cómo han de configurarse los mecanismos organizativos.

En el fondo, a los dos nos late la idea de que el dominio público marítimo-terrestre ha sido un ejemplo claro de la descoordinación de las Administraciones públicas, lo que ha permitido que cada una de ellas haya ido por libre y, especialmente, los que están más cerca del litoral, esto es, los ayuntamientos, y, en segundo lugar, las comunidades autónomas, que han olvidado los principios básicos que impulsaron la existencia del art. 132 de la Constitución y han estimulado y/o avalado un desarrollo insostenible desde todo punto de vista. Paralelamente, el que nos ocupa, es un ejemplo de cómo una ley que en su articulado es una buena norma, la Ley 22/1988, de 28 de julio, de costas, (LC, en adelante) ha resultado un fracaso en su objetivo primordial, cuál era la protección del demanio y su área colindante. Este fracaso es posiblemente el fruto de un régimen transitorio que plantea diversos problemas derivados, entre otros, del lapso temporal entre el momento de la entrada en vigor y el de la presentación del proyecto de ley, que permitió numerosos cambios de planes urbanísticos- y al que dio la puntilla las sucesivas reformas del régimen urbanístico impulsado por el Partido Popular desde 1996. En todo caso, sin la acción de ayuntamientos y comunidades autónomas y sin la lentitud del Estado en la ejecución de algunas de sus potestades básicas -el deslinde, especialmente- la mala situación de las playas no hubiera resultado posible. En todo caso, la tensión entre el desarrollo de la acción urbanizadora y la protección del demanio ha estado presente durante los más de 20 años de vigencia de la ley y hoy es el punto mayor de discrepancia entre el Estado y las Comunidades Autónomas, como han demostrado los casos de los requerimientos del Estado a las comunidades autónomas de Galicia y Canarias  (2) .

En estos años han surgido, además, problemas peculiares en algunos ámbitos. La protección del patrimonio arqueológico, por ejemplo, produjo una de las mayores discrepancias puntuales entre el Estado y la Comunidad autónoma. Hoy el problema se reproduce en otros ámbitos, presentando incluso nuevas dimensiones, como es el aprovechamiento del mar: es el caso de las energías renovables, ya que la fuerza del viento en el interior del mar está propiciando la instalación de parques eólicos marinos. Es, en definitiva, una rueda que no parará dado que las posibilidades de utilización de los recursos marítimo-terrestres no dejará de crecer.

II.  UNA CUESTIÓN PREVIA: LA EXTENSIÓN TERRITORIAL DE LAS COMPETENCIAS QUE SE HAN DE EJERCITAR SOBRE EL DOMINIO PÚBLICO MARÍTIMO-TERRESTRE

1.  Planteamiento de la cuestión

La cuestión de las competencias que se han de ejercer en el dominio público marítimo-terrestre plantea el problema de los límites territoriales de dicha competencia, en la medida en que, estando claro que abarca toda la parte terrestre del demanio -tal como se ha reconocido de forma explícita desde 1952  (3)  en relación con los ayuntamientos  (4)  y, por extensión a las comunidades autónomas  (5) -, los límites de la parte marina dejan de estar claros  (6) ; a pesar de que el art. 137 de la Constitución considera que todo el territorio nacional está dividido en entidades locales y autonómicas  (7) .

El problema procede del modo en que están definidos territorialmente los entes territoriales de ámbito inferior al estatal. Examinando los Estatutos de autonomía, se puede apreciar que los límites no están determinados con precisión; en la medida en que se suelen plantear por referencias a Administraciones públicas preconstitucionales  (8) . La fórmula, convencional, podría resultar de utilidad en momentos en los cuales el grado de utilización del mar no resultaba especialmente significativo. No obstante, en un contexto actual no proporciona demasiados elementos de solución al problema de la extensión territorial de las competencias ya que, como señaló hace años Muñoz Machado, parte de «una concepción plana del territorio (no se refiere al espacio aéreo y el subsuelo) y de la exclusión que en la misma parece hacerse de cualquier porción marítima, lo cual plantea el problema de saber si el territorio de las comunidades autónomas (...) comprende o no alguna porción marítima»  (9) .

A estas reglas sobre los territorios peninsulares, habría que añadir las reglas que existen sobre los insulares, en donde hay un mayor grado de concreción debido a la incorporación de normas de Derecho internacional. Por un lado, la solución no es uniforme, ya que el Estatuto de autonomía para las Islas Baleares hace referencia a las islas como ámbito territorial de la referida Comunidad autónoma, mientras que el Estatuto de autonomía para Canarias concreta su territorio en el del «archipiélago canario»  (10) . Este último caso puede ser importante, dado que el concepto de archipiélago ha experimentado una modificación por aplicación de la integración de las normas internacionales del Derecho del mar en el ordenamiento español. En efecto, debe recordarse aquí que el art. 1.1 de la Ley de 20 de febrero de 1978 determina el modo en que se ha de determinar las extensiones territoriales españoles en el mar, señalando que en «el caso de los archipiélagos, el límite exterior de la zona económica se medirá a partir de las líneas de base rectas que unan los extremos de las islas e islotes que los componen», (...)», con lo que parece admisible mantener que para esta Ley «las aguas archipielágicas canarias determinadas como se hacen en el precepto son inequívocamente territorio canario a la par que español, obviamente».

Fuera de este supuesto peculiar, hay que partir de que el criterio provincial es el preponderante, ya sea directa, ya indirectamente, nos encontramos con que los límites territoriales de la provincia están marcados de forma imprecisa. A lo más que se llega en el Real Decreto de 30 de noviembre de 1833, mandando hacer la división territorial de provincias, del modo que se contiene en seguida; es afirmar que la provincia en cuestión limita con el «mar/océano x». La cuestión radica en cómo se armoniza esta imprecisión con la determinación constitucional de que: «El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las comunidades autónomas que se constituyan» (art. 137), sin establecer ningún tipo de distinción entre ellas sobre los límites territoriales de su competencia.

2.  Algunas conclusiones derivadas de la consideración de las aguas marinas en el Derecho internacional

La resolución del problema ha de tener como punto de referencia que no todas las aguas circundantes al territorio español tienen la misma consideración de acuerdo con las normas de Derecho internacional público. De acuerdo con ellas, los Estados disponen de ciertos grados de soberanía -con poderes diferentes- sobre las aguas interiores, el mar territorial, que en nuestro caso tiene una extensión de 12 millas náuticas (art. 3 de la Ley 10/1977, de 4 de enero, sobre el mar territorial)  (11) , y sobre la plataforma continental, que se extiende a las 188 millas siguientes, hasta alcanzar las 200 millas.

El mar territorial es, de acuerdo con lo señalado por la mejor doctrina internacionalista  (12) , «un espacio adyacente a las costas del Estado o a sus aguas interiores, sobre el que ejerce poderes soberanos de acuerdo con el Derecho internacional». Con ello, lo que se está equiparando es este territorio al terrestre, permitiendo la aplicación de la normativa nacional; con las limitaciones derivadas del denominado derecho de paso inocente que poseen los buques extranjeros para navegar por dichas aguas. Por otra parte, tal como se indica en el art. 2 de la Convención sobre el Derecho del mar de 10 de diciembre de 1982, esta soberanía se ejerce sobre la columna de agua, el lecho y subsuelo, así como los recursos naturales existentes y el espacio aéreo suprayacente.

De lo anterior se puede extraer ya una primera consecuencia. Teniendo presente que la soberanía de los Estados sobre el mar territorial es equivalente a la que disponen sobre el territorio terrestre, son las reglas internas las que determinan qué entidad es la que ha de actuar en cada supuesto, en función de la competencia previa de que se disponga. Competencia que, en el caso de la distribución de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas tendrá como punto de referencia a los Estatutos de autonomía, lo cual ha motivado, como veremos con posterioridad, algún pronunciamiento dispar por parte del Tribunal Constitucional.

La situación es diferente en la zona económica, en donde el Derecho internacional restringe los poderes que tiene el Estado. En efecto, el art. 56 de la Convención sobre el Derecho del mar divide las potestades estatales en soberanía y jurisdicción, de forma que la soberanía reconocida está limitada «para los fines de explotación y explotación, conservación y ordenación de los recursos naturales, tanto vivos como no vivos, del lecho y el subsuelo del mar y de las aguas suprayacentes». Este principio está, de igual manera, contemplado en la Ley española de 20 de febrero de 1978 (que, por la fecha de su promulgación no sirve como criterio para distribuir competencias entre el Estado y las comunidades autónomas): «El Estado español tiene derechos soberanos a los efectos de la exploración y explotación de los recursos naturales del lecho y del subsuelo marinos y de las aguas suprayacentes; que se concretan en la potestad reglamentaria sobre recursos naturales y en relación a la preservación del medio marino, así como a la potestad sancionadora para hacer cumplir lo anterior».

De igual forma, con lo anterior se puede concluir que las potestades «son del Estado en la medida que ejerce sobre los mismos un conjunto de poderes, con exclusión de cualquier otro Estado; pero no pueden estar asimilados totalmente a la categoría territorio estatal por estar abiertos a los demás países respecto a determinadas utilizaciones»  (13) . Supondría, en definitiva, que no se aplica de forma indiscriminada la legislación nacional sino sólo aquella que así se haya determinado y por las autoridades que en cada caso se concrete. El marco genérico del poder que recae en autoridades no estatales es, como se puede apreciar, limitadísimo.

Por último, sobre los recursos de la plataforma continental, el régimen del Derecho del mar también conduce a una soberanía limitada «a los efectos de su exploración y la explotación de sus recursos naturales» (art. 77). Ha de tenerse en cuenta que: «Esta categoría afecta exclusivamente al lecho y subsuelo marinos y no al régimen jurídico de las aguas supraadyacentes»  (14) . Es este dato el que justifica que exista libertad de navegación, sobrevuelo, tendido de cables y tuberías, pesca para terceros Estados sobre estas aguas.

3.  Un paseo por la Jurisprudencia constitucional en esta materia

La conclusión de la que partimos, según la cual el mar territorial forma parte del territorio autonómico a los efectos del ejercicio de las competencias por parte de autoridades diferentes al Estado, ha de ser contrastada con la Jurisprudencia constitucional, que a lo largo de unas pocas resoluciones ha resuelto algunos conflictos de competencias sobre la utilización de los espacios marinos por parte de las comunidades autónomas para el ejercicio de competencias que tenían atribuidas, expresa o implícitamente.

La realidad es que el Tribunal ha adoptado una postura un tanto formalista, al declarar, por un lado, que el mar no forma parte del territorio autonómico -imaginamos que como derivación de una idea tradicional de la soberanía sobre los territorios marinos que se había de retener necesariamente en manos de las autoridades centrales por razones de defensa y relaciones internacionales- y, al mismo tiempo, ha reconocido que en determinadas ocasiones se pueden ejercer competencias cuando sea necesario. Eclecticismo que no parece razonable.

El caso en el que más claramente se ha pronunciado sobre esta cuestión es la sentencia 32/2002, relativa al Parque natural del Cabo de Gata  (15) . Sentencia en la que se contiene la paradójica conclusión de que el mar no puede entrar en el territorio autonómico por la esencial movilidad de las aguas  (16) . Lo cual es aún más paradójico si tenemos en cuenta que la ordenación del parque ha de ser completa, incluyendo territorio marino y terrestre, para que los objetivos propuestos se puedan conseguir  (17) .

Pero más allá de esta declaración, resulta contradictorio el planteamiento del problema sobre el ejercicio competencial. Y es que, de acuerdo con la STC 32/2002 «En el mar territorial excepcionalmente pueden llegar a ejercerse competencias autonómicas, eventualidad ésta que dependerá, bien de un explícito reconocimiento estatutario (vertidos industriales o contaminantes en aguas territoriales, salvamento marítimo: arts. 17.6 y 11 EAAnd) bien de la naturaleza de la competencia tal como resulta de la interpretación del bloque de la constitucionalidad (acuicultura: STC 103/1989, de 8 de junio; ordenación del sector pesquero: STC 158/1986, de 11 de diciembre; marisqueo: STC 9/2001, de 18 de enero)». Dicho de otro modo, no se acepta expresamente que el mar entre en el territorio autonómico pero, siguiendo su razonamiento, extraterritorialmente se pueden ejercitar ya sea porque sea un reconocimiento explícito del Estatuto o bien porque de acuerdo con las teorías clásicas de los poderes implícitos -esto es, atribución de competencias de acuerdo con la naturaleza de las cosas o de forma aneja a la competencia expresa, lo cuales tampoco reconocidos explícitamente como criterio de atribución de competencias en el TC- se pueden ejercitar.

En el ámbito de las relaciones internacionales, el principio de territorialidad debe ser reconsiderado, tal como ya ha señalado uno de nosotros. Pero lo que parece claro es que, al mismo tiempo, en el ámbito de las relaciones internas no se puede hacer un deslinde tan formal del territorio cuando, por un lado, no hay ninguna norma interna explícita que reconsidere éste sólo al terrestre. Además, no hacía falta para llegar a ninguna conclusión, tal como se había señalado en casos anteriores, como el de la STC 102/1995 (18) , en donde se aborda el problema en relación con competencias ejercitables en tierra y mar.

Pero llama especialmente la atención cuando en otras ocasiones, en donde lo que se analizaba era una norma sobre competencias pesqueras. La STC 103/1989, por la que se resuelven los conflictos planteados por la Ley 23/1984, de cultivos marinos, en donde el Tribunal realiza una afirmación tajante de extensión de la competencia más allá de las aguas interiores: «Las competencias plenas (en la normación y en la ejecución) que así asumió la Comunidad Autónoma de Galicia deben entenderse comprensivas de la "maricultura" o "cultivos marinos" en las aguas del litoral gallego, pues ni la Constitución (art. 148.1.11) ni el Estatuto de Autonomía (art. 27.15) restringen la competencia autonómica en este ámbito a las "aguas interiores" (...)»,

Nótese que no es sólo que el Tribunal Constitucional afirme con claridad que la Comunidad autónoma puede tener competencias sobre el mar territorial, habida cuenta de que el Estatuto de autonomía no incluye ninguna restricción; sino que de igual manera incluye una precisión importante teniendo en cuenta que se trata de bienes del dominio público estatal, precisión que va en la misma línea de eliminar cualquier relación entre la titularidad demanial y la asunción de nuevas competencias, aunque sean sobre parcelas lejanas al territorio terrestre. Concretamente, se afirma que: «Estima, en efecto, el representante del Gobierno que (...) la competencia de Galicia se extiende sólo a sus aguas interiores y que, por otro lado, los espacios físicos designados (mar territorial y zona económica) son bienes de dominio público. Estos argumentos no pueden ser acogidos en lo que tienen, uno y otro, de limitación de la competencia autonómica (...) y de afirmación competencial del Estado».

La conclusión final que se puede extraer es que se quieren establecer unas cautelas especiales sobre el despliegue de las competencias autonómicas, cuando jurídicamente no hay motivo alguno para que se haga así. Lo relevante es la competencia, la función que realmente se haya atribuido con carácter previo. Idea que ha sido reiterada por el Tribunal Constitucional, que ha llegado a declarar en la STC 40/1998 que: «No puede, en efecto, aceptarse que el hecho de que estemos ante el medio ambiente del mar cambien la naturaleza de la competencia controvertida».

4.  Consideraciones finales sobre el mar como territorio para el ejercicio de las competencias autonómicas

La problemática que afecta al mar, en cuanto espacio demanializado, no es distinta de la que se analizará seguidamente en torno a la compatibilidad de la titularidad demonial con la de las competencias sectoriales. Partimos de la premisa de que el mar es parte del territorio español  (19) , tal como se ha defendido por parte de algunos autores  (20) . Y esta consideración no constituye un límite, per se y salvo que del bloque de la constitucionalidad así se desprenda, para que las Comunidades Autónomas desarrollen sus competencias materiales -tal como es el caso, de la pesca marítima en relación a la cual las competencias se distribuyen en función del territorio, correspondiendo al Estado en el mar territorial y a las Comunidades Autónomas en las aguas interiores  (21) -. Es en este sentido determinante el pronunciamiento contenido en la STC 149/1991, de 4 de julio, que resolvió los recursos de inconstitucionalidad planteados contra la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, respecto de la competencia autonómica en materia de vertidos de tierra al mar y basándose en la cual, el destino del vertido (sea la propia zona marítimo-terrestre, las aguas interiores o el mar territorial) no es el criterio que determina la competencia autonómica que se sustenta, por el contrario y como cabe deducir del tenor de la Sentencia, en un criterio material  (22) .

Por ello no compartimos los argumentos, a nuestro modo de ver forzados, en los que se basa la STC 32/2002 en el intento de excluir el concepto de territorio al mar territorial. Entendemos este un intento de escasa utilidad, pues sea o no territorio, en el mar territorial pueden desarrollar sus competencias, como se ha dicho, las Comunidades Autónomas. Por otra parte, existiría una contradicción implícita considerar que, por no tener carácter de territorio, el mar constituye un límite de las competencias autonómicas y, por otro lado, admitir competencias autonómicas en aguas interiores que, como se ha señalado, son parte del mar y, siguiendo aquella argumentación, tampoco serían territorio.

Si el mar es parte del territorio, sobre dicho territorio, y sin perjuicio de la titularidad estatal del dominio público marítimo, las Comunidades Autónomas pueden desarrollar sus competencias estatutariamente asumidas, siempre y cuando del bloque de la constitucional no se desprenda una limitación por razón justamente del territorio o espacio marítimo del que se trate. En este sentido, utilizando los propios argumentos ofrecidos por la STC 38/2002, el territorio se configura como elemento definidor de las competencias de los poderes públicos territoriales...  (23) , de modo que las competencias de las Comunidades se circunscriben a su ámbito territorial, si bien ello no impide que el ejercicio de las competencias de una Comunidad pueda tener repercusiones de hecho fuera de la misma  (24)  y si no se respetara tal ámbito competencial podría invadirse indebidamente el de otra Comunidad con olvido de lo que el propio Tribunal Constitucional ha dado en llamar la territorialidad de las competencias autonómicas  (25) .

Siendo esto así, el límite de las competencias autonómicas viene dado por su ámbito territorial (o espacial, si se quiere), en el que debe entenderse comprendido si en el bloque de la constitucionalidad no se excluye, el mar, en el que las competencias se ejercerán según un criterio material, desplegando así el Estado o la Comunidad Autónomas todas las potestades estatales -entendiendo aquí la referencia realizada al Estado como sujeto de Derecho Internacional- en toda su extensión en lo que respecta a las aguas interiores y al mar territorial y de manera limitada, según vimos más atrás, en relación a los recursos económicos de la zona económica y de la plataforma continental.

Y a ello no es óbice que el mar se integre en el dominio público de titularidad estatal, pues como, veremos inmediatamente, el título demanial no permite aislar a un territorio y considerarlo como una zona exenta de la competencia de otros entes públicos. Y a ello no es óbice que el mar se integre en el dominio público de titularidad estatal, pues como es sabido y se ha señalado ya, el título demanial no permite aislar a un territorio y considerarlo como una zona exenta de la competencia de otros entes públicos. De ahí que sobre un mismo espacio físico puedan intervenir todos aquellos entes territoriales que tengan atribuida competencias  (26) , siempre que dichas competencias tenga distinto objeto jurídico  (27) . El requisito de la existencia de objetos jurídicos distintos es, pues, determinante para admitir la compatibilidad de diversas competencias materiales y así cabe concluirlo de la doctrina constitucional. En este sentido, en materia de puertos, se ha dejado sentado que sobre la misma realidad física e incluso sobre la actividad en ella desarrollada pueden incidir distintos títulos competenciales, configurándose así el título competencial en el criterio determinante de la existencia de objetos jurídicos diferenciados, pues como se añade por la doctrina constitucional señalada, «lo que no es posible es la concurrencia del mismo título competencial, pues entonces... se produce la identidad tanto del objeto físico como del jurídico»  (28) .

Tampoco entendemos que suponga un obstáculo la doctrina del Tribunal Supremo, representada principalmente por la STS 19 de junio de 1987  (29) , que negara la competencia municipal para exigir licencia urbanística en los casos de terrenos a ganar al mar antes de que este sea transformado físicamente. Porque la competencia municipal en relación tanto al planeamiento como a la ejecución de éste y al otorgamiento de licencias de edificación, se niega por ir referida a la edificación y uso del suelo. Y es claro que el mar litoral no es suelo antes de ser transformado físicamente, de ahí que puedan negarse las competencias municipales referidas a los actos de edificación y uso del suelo, cuando éste no existe. Esta argumentación resultaría suficiente para negar la competencia municipal, sin que hubiera sido necesario acudir a la doctrina en virtud de la cual todo el territorio nacional se divide en términos municipales, de forma que no pueden quedar espacios territoriales excluidos de ellos  (30) .

Cuestión distinta es que la competencia, del bloque de la constitucional, resulte limitada a un espacio físico concreto, v.gr., pesca en aguas interiores, en cuyo caso el territorio opera como límite conscientemente querido. Pero si no es así, no hay razón para entenderlo como tal, tal como ha mantenido la STC 149/1991. Por ello tampoco compartimos el carácter excepcional que el Tribunal Constitucional atribuye a esta posibilidad. Porque lo que es determinante, como por otra parte el propio Tribunal detenidamente analiza, son los títulos competenciales en juego (en el caso la pesca marítima y los espacios naturales protegidos, manteniendo el Estado que la ordenación que realiza la Comunidad Autónoma andaluza afecta a la pesca marítima y la Junta de Andalucía que versa sobre espacios naturales protegidos).

Por último conviene recalcar el mayor valor que, en nuestra opinión, la Sentencia aporta, el del razonamiento empleado para llegar al resultado final, analizando, en último término, cuáles son los títulos competenciales en juego y utilizando, por ello, el criterio material. Este criterio, combinado con el del alcance de las potestades del Estado según el espacio marítimo de que se trate, ha de emplearse en cada caso, de modo que se respeten las competencias de las distintas entidades llamadas a ejercitar funciones públicas en el mar. Tal respeto pasa, necesariamente, por las técnicas de coordinación interadministrativa, orgánicas -creación de órganos ad hoc- o funcionales -informes, v.gr., vinculantes o no- y, sólo en el caso de que estas fueran insuficientes, cabría acudir a la técnica de la prevalencia, de modo que una competencia pueda llegar a desplazar a otra  (31) .

Las competencias sectoriales que han asumido las Comunidades Autónomas y que han de desarrollarse en el mar han merecido una consideración diversa por parte del titular del dominio público marítimo-terrestre. En unos casos, se ha articulado su ejercicio con el de las potestades inherentes a la titularidad demanial (vertidos, marisqueo y acuicultura, señalización marítima). En otros supuestos, sin embargo, no se han diseñado por el ordenamiento jurídico mecanismos de integración, ni siquiera se ha considerado la necesidad de título habilitante para la utilización del demanio marítimo (pesca marítima en aguas interiores, transporte marítimo que se desarrolle en la Comunidad Autónoma, salvamento marítimo), obviándose, por tanto, la utilización del dominio público marítimo-terrestre que el desarrollo de estas actividades suponen. En otros casos, en fin, la articulación de competencias, pura y simplemente se elude por entender, a nuestro modo de ver erróneamente, que la competencia es, en todo caso, estatal (instalaciones eólicas marinas).

Las cuestiones ahora apuntadas, se desarrollan en las páginas que siguen.

III.  UN PRESUPUESTO VIRTUAL: LA TITULARIDAD ESTATAL DEL DOMINIO PÚBLICO MARÍTIMO-TERRESTRE

El análisis de la distribución de competencias en el dominio público marítimo-terrestre ha de partir, necesariamente, del art. 132 de la Constitución, que dispone lo siguiente: «son bienes de dominio público estatal los que determine la Ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental». Con ello, el texto constitucional incorpora una figura de contornos discutibles, cuál es la del titular del dominio público, en consonancia con lo que el ordenamiento jurídico recoge para los titulares de los derechos.

La incorporación de la figura del titular del dominio público es una derivación necesaria de la incorporación de la concepción patrimonialista del dominio público de Hauriou y que incorporó a nuestra doctrina Fernández De Velasco en los años veinte del siglo pasado. Con anterioridad, no resultaba un elemento necesario de la teoría general del dominio público, ya que, como se recoge en la Ley de aguas de 1866, forma parte del patrimonio de la Nación  (32) . La existencia o inexistencia del titular, en consecuencia, reposa sobre qué concepción se tenga del demanio.

Ésta es una de las cuestiones más antiguas de la tradición jurídica europea. Posiblemente el problema al que hemos de hacer frente en el ordenamiento jurídico español es el de la esencial heterogeneidad del dominio público. El resultado de la extraña evolución que hubo entre 1866 y 1889, esto es entre la claridad de la Ley de Aguas y la oscuridad del Código civil, ha conducido a que en la actualidad es imposible proporcionar una respuesta uniforme para todos los bienes del dominio público. Se puede afirmar, en este sentido, que los argumentos que justifican una respuesta para unos bienes -los del art. 339.1- no sirven para los restantes -los del art. 339.2- y al contrario.

Para el dominio público marítimo-terrestre, la solución ha de buscarse a partir por de la inaplicación de la concepción patrimonialista. Los elementos básicos del derecho de propiedad no son aplicables en bienes que son esencialmente indisponibles mientras que mantengan sus condiciones naturales. Son bienes que, como ha señalado la Jurisprudencia constitucional reiteradamente, están fuera del comercio, y la propiedad requiere la comerciabilidad de estos bienes. Se trata de bienes que pertenecen a la comunidad en su conjunto y que, en consecuencia, lo único que tienen ostentan los poderes públicos son potestades de gestión y administración para garantizar la función pública que se ha de ejercer con ella, que no permite, precisamente, que se pueda apropiar por nadie, ni siquiera por el Estado u otra persona pública  (33) . La inaplicación del derecho de propiedad deriva de que, como señaló en su momento Rodotá, el problema esencial que aconseja un replanteamiento del derecho de bienes radica en que: «Las mismas características físicas de los recursos en cuestión ponen unos límites insuperables a su fragmentación y proporcionan una base material indiscutible para la subsistencia del carácter colectivo de los intereses que tienen en ellos su punto de referencia»  (34) .

Las técnicas del derecho de propiedad se utilizan, pues, de forma dialéctica y a los meros efectos de eliminar cualquier vestigio de propiedad privada, tal como recoge el art. 13 de la LC referida a la inscripción registral, por ejemplo. Se trata, en definitiva, de una diferente forma de ordenación de los bienes, que no ha de pasar en todo caso a través de los cauces del derecho de propiedad o de los distintos derechos reales. Es una cuestión sobre la que uno de nosotros se ha referido en reiteradas ocasiones y que, en consecuencia, a la pormenorizada explicación nos remitimos  (35) .

Partiendo de este presupuesto, hay que analizar cómo se manifiesta la titularidad del dominio público que el art. 132 de la Constitución atribuye al Estado. Como señaló De Castro hace años, la titularidad «ofrece la ventaja de mostrar la íntima relación entre el porqué del poder (título) y éste mismo. Pudiendo entenderse por titularidad a la "cualidad jurídica que le confiere a una persona el estar en una relación jurídica, en cuanto determinante de las facultades que por ella se le atribuyen"» (127). El problema radica en que aquí no tenemos un «derecho real de dominio público». El marco para entender en qué consista la relación de dominio público deriva de cómo se atribuyen las facultades de hacer en el derecho público, que procede de la idea de competencia. Por ello, la titularidad que no es de un derecho real es de una potestad; la cual es un elemento previo al demanio.

En efecto, el presupuesto para poder actuar es disponer de potestad. La STC 227/1988 lo afirmó con nitidez cuando señaló que: «La titularidad estatal del dominio público hidráulico no predetermina, como se ha dicho, las competencias que el Estado y las Comunidades Autónomas tienen atribuidas en relación con el mismo». Esto es, en el demanio, y por tanto también en el dominio público marítimo-terrestre, se ejercen las competencias que se tienen con carácter previo. El dominio público no aísla ninguna porción del territorio nacional de las competencias de ningún ente público. Las reglas de organización existen con carácter previo y se aplican en todo su ámbito de desenvolvimiento, sea bien demanial, bien patrimonial público o bien patrimonial privado. Esta idea ha sido también recalcada por la Jurisprudencia constitucional, desde la vieja sentencia de 1984 sobre el puerto de Bilbao  (36) .

Todas estas ideas, constantes en la Jurisprudencia constitucional, se han reiterado recientemente en la STC 204/2007, de 12 de diciembre, relativa al Estatuto de autonomía para la Comunidad valenciana. Uno de los problemas era la articulación de la titularidad del Estado de las aguas y la titularidad competencial de la Comunidad en otros ámbitos. En dicha resolución, se afirma, recogiendo Jurisprudencia antigua, lo siguiente:


«En todo caso, deberá tenerse en cuenta que la declaración de demanialidad de las aguas continentales no las convierte en espacio físico ajeno al ejercicio de las competencias de los diferentes entes territoriales, pues según «una doctrina que muy reiteradamente hemos sostenido [SSTC 77/1984, FJ 3; 227/1988, FJ 14, y 103/1989, FJ 6 a)], la titularidad del dominio público no es, en sí misma, un criterio de delimitación competencial y que, en consecuencia, la naturaleza demanial no aísla a la porción del territorio así caracterizado de su entorno, ni la sustrae de las competencias que sobre ese espacio corresponden a otros entes públicos que no ostentan esa titularidad [STC 149/1991, FJ 1 c)]» (STC 9/2001, de 18 de enero, FJ 16).

Esta constatación abunda en la consideración de la constitucionalidad del art. 17.1 EAV en este punto, pues la demanialidad de las aguas continentales no impide a la Comunidad Valenciana el ejercicio sobre las mismas de las competencias que estatutariamente tenga atribuidas».



La cuestión, por tanto, no consiste en ser o no titular de una parcela demanial sino determinar con carácter previo qué potestades se tienen sobre estos bienes; partiendo del hecho de que, por un lado, siempre habrá competencias concurrentes sobre ellos: lo que nos lleva a la articulación de mecanismos de cooperación y colaboración interadministrativa y, por el otro, que unas y otras (potestades y competencias) habrán de ser ejercidas de manera que se pueda cumplir con las finalidades que motivaron la salida de estos bienes del tráfico privado y su entrada en el demanio.

Desde la perspectiva competencial que estamos analizando en este artículo, la conclusión parece clara: de lo que se trata es de analizar las competencias que tenga cada uno de los entes públicos en un doble escalón, legislativo y administrativo. Conviene tener presente, en este sentido, que cuando se está abordando el problema de las competencias sobre el litoral hemos de tener muy presente la actividad que ejercitan las Corporaciones Locales. No obstante, esas competencias se habrán de armonizar con las de otros entes públicos y, por ello, antes de un estudio pormenorizado de aquéllas corresponde el análisis de estos mecanismos de cooperación.

IV.  UN PRESUPUESTO INELUDIBLE DE UNA ADECUADA GESTIÓN PÚBLICA DEL LITORAL: LA COOPERACIÓN Y COLABORACIÓN INTERADMINISTRATIVA

La constatación de que la titularidad del dominio público no es un título de atribución de competencias y que las potestades que se podrán ejercer en el demanio serán las que previamente se ostenten nos conduce necesariamente a que los espacios marítimo-terrestres son un territorio abonado al ejercicio de competencias por parte de todos los entes públicos. Siendo un recurso escaso, siendo un recurso de amplio atractivo, el problema central es cómo se articulan las actuaciones de todos los entes públicos.

De entrada, el principio del que hemos de partir ha sido reiterado por la Jurisprudencia constitucional es el de la necesaria coordinación interadministrativa como mecanismo para evitar el conflicto. Es algo que está presente de una u otra forma en toda la Jurisprudencia en la que se han abordado problemas de distribución competencial, en la medida en que hay títulos que son limítrofes, unos que son específicos y que han de permitir el ejercicio de las competencias genéricas; en definitiva, las posibilidades de colisión son múltiples.

La cooperación es el mecanismo, ha señalado el propio Tribunal Constitucional, más adecuado para la resolución de las situaciones dificultosas. En la primera de las resoluciones que se plantearon estos problemas, la STC 77/1984, se señaló que: «No se oculta a este Tribunal que esta concurrencia sobre el mismo espacio físico puede plantar dificultades en casos concretos, pero tales dificultades no obstan al principio de que la concurrencia sea posible, sin que existan espacios exentos dentro del territorio de una Comunidad autónoma. Lo que sí parece aconsejable es que se busquen soluciones de cooperación dentro del respeto a las competencias, aunque es evidente que la decisión final corresponderá al titular de la competencia prevalente». Coordinación, que resultará un instrumento eficaz si se ejercita adecuadamente para que los principios generales que recoge el art. 2 de la Ley de Costas, y que son estructurales a cualquier actuación en materia de costas se puedan cumplir.

Coordinación que habrá de ser ejercida por aquella entidad que tenga atribuida la competencia prevalente. Ello puede proporcionar un instrumento de especial importancia a las comunidades autónomas en virtud de las competencias en materia de ordenación territorial, de protección del medio ambiente y de urbanismo para determinar cómo se ordena y utiliza el dominio público marítimo-terrestre y sus zonas colindantes. Competencias que serán prevalentes pero que no podrán suponer el menoscabo de los poderes de los restantes entes públicos, sino que, por el contrario «persigue la integración de la diversidad de las partes o subsistemas en el conjunto o sistema, evitando contradicciones o reduciendo disfunciones que, de subsistir, impedirían o dificultarían, respectivamente la realidad misma del sistema y que, por lo misma, debe ser entidad como fijación de medios y sistemas de relación que hagan posible la información recíproca, la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la acción conjunta de las autoridades estatales y comunitarias en el ejercicio de sus respectivas competencias» (STC 227/1988).

Ahora bien, ha de tenerse presente que el establecimiento de estas técnicas de cooperación no son un desiderátum sino una obligación por parte de los poderes públicos. Como ha señalado la STC 47/2007, «de esta forma resultará imprescindible el establecimiento de mecanismos de colaboración que permitan la necesaria coordinación y cooperación entre las Administraciones públicas implicadas en la búsqueda de aquellas soluciones con las que se consiga optimizar el ejercicio de las competencias estatales y autonómicas, pudiendo elegirse en cada caso las técnicas que se estimen más adecuadas. En definitiva, la concurrencia competencial no puede resolverse en términos de exclusión, sino que ha de acudirse a un expediente de acomodación e integración de los títulos competenciales -estatal y autonómico- que convergen sobre un mismo espacio físico y que, por eso mismo, están llamados a cohonestarse». Sin el establecimiento de estos elementos y sin la configuración, al mismo tiempo, de cuál sea -título a título- el que tiene prevalencia, se vulneraría el canon básico de constitucionalidad  (37) .

Tan importante como determinar elementos de cooperación y colaboración es el ejercicio de los mismos que han de permitir razonablemente llegar a acuerdos. Sólo en el caso se estaría superando los requisitos que ha marcado el Tribunal constitucional.

La solución de los mecanismos previos de concertación resulta la más eficaz para un ejercicio más adecuado de las competencias. Los mecanismos son variados, ocupando un papel relevante dos técnicas diferentes: el informe y el plan.

El informe no vinculante plantea pocos problemas en cuanto a su ejercicio y a las consecuencias que tenga su incumplimiento, respetando siempre el marco del art. 54 de la Ley 30/1992; esto es, la exigencia de motivación en el momento en que se separen del parecer del informante.

Frente a ello, sí puede resultar más complejo el uso de los informes vinculantes, ya que, como ha demostrado la práctica, pueden constituir un mecanismo para eliminar la competencia por parte de la otra entidad implicada. Es preciso tener muy presente el riesgo que tiene su utilización en los instrumentos de ordenación territorial, ya que con ello se puede estar cuestionando la propia competencia del Estado en relación con las infraestructuras de interés general, tal como reconoció la STC 40/1998 (38)  y, más recientemente, la STC 46/2007, en la que se afirmó que: «Supone una limitación de las competencias estatales que va más allá del derecho que asiste a la Comunidad Autónoma a intervenir o participar en la elaboración de los proyectos o planes estatales y no encuentra amparo en la competencia exclusiva autonómica sobre ordenación del territorio y del litoral». Más aún, en los casos en los que sea constitucionalmente factible, por el dato de que al final acaban componiendo una suerte de codecisión, resulta relevante que el ejercicio resulte ponderado y adecuado a las competencias que realmente se poseen.

Más allá de la técnica del informe, posiblemente la planificación y el establecimiento de órganos comunes resulten el mecanismo más adecuado para la satisfacción de todas las competencias en presencia.

Es en este ámbito de los mecanismos de cooperación interadministrativa donde han de ubicarse, por ejemplo, tanto instrumentos generales, como podrían ser las Directrices subregionales de ordenación del territorio para la franja costera del Principado de Asturias u otros instrumentos complementarios; como planes más minuciosos, como podría ser el Decreto 43/2007, de 13 de marzo, por el que se aprueba definitivamente el Plan Territorial Sectorial de Protección y Ordenación del Litoral de la Comunidad Autónoma del País Vasco o de áreas más concretas, como el Decreto 79/2004, de 24 de febrero, por el que se aprueban el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales y el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural Bahía de Cádiz. Tendremos ocasión de volver sobre ellos en el momento en que se aborden los problemas concretos en cada uno de los títulos específicos afectados.

Como expondremos con posterioridad, la Ley de Costas ha previsto una técnica de coordinación que, a nuestro modo de ver, se encuentra desaprovechada. Se trata de la adscripción del dominio público marítimo-terrestre en favor de las Comunidades Autónomas, a través de la cual, el Estado pone a disposición de estas los espacios demaniales necesarios para el ejercicio de sus competencias en materia de puertos y vías de transporte. Se trata, como veremos, de una técnica bien diseñada, por lo que entendemos que cabría plantearse la superación de sus limitaciones actuales, tanto desde un punto de vista material (por lo que podría extenderse pues a otros sectores de competencia autonómica) como subjetivo, de modo que también pudiera considerarse para poner a disposición de las Corporaciones locales el demanio marítimo para el ejercicio de sus competencias propias.

V.  COMPETENCIAS LEGISLATIVAS ESTATALES EN MATERIA DE DOMINIO PÚBLICO MARÍTIMO-TERRESTRE

1.  Competencias para la demanialización y establecimiento de un régimen jurídico esencial

En el desarrollo de las competencias que afectan al dominio público marítimo-terrestre un primer nivel está configurado por las competencias estatales de legislación general en esta materia. Competencias que constituyen el primer paso para que se pueda estructurar un régimen jurídico que resulte conforme con lo enunciado en el art. 132 de la Constitución, que incorpora un mandato de protección de las áreas allá enunciadas.

La competencia estatal para demanializar categorías de bienes es totalmente independiente de la titularidad; aunque ésta sea una figura casi virtual, como se ha visto con anterioridad. En efecto, la competencia estatal que se examina en este momento resulta de una pluralidad de títulos competencias cuya virtualidad radica en mantener un mínimo común denominador de régimen jurídico en cuanto a los derechos y libertades de los ciudadanos y, al mismo tiempo, para mantener unas bases comunes en ciertos aspectos del régimen jurídico de las administraciones públicas, como la contratación administrativa.

La segunda nota que caracteriza esta competencia estatal es que obliga a la conformación de un régimen jurídico que cubra todos los aspectos de la regulación del dominio público marítimo-terrestre; cuestión que está en este momento adecuadamente cubierto en lo referente a la parte terrestre pero que presenta carencias en lo tocante a la parte marítima. Demanializar sin configurar un régimen jurídico adecuado es inútil y, al mismo tiempo, contrariaría el mandato constitucional del art. 132, que impone implícitamente un mandato de regulación. La intensidad de la regulación derivará de las potestades que en cada aspecto concreto disponga el Estado, que queda limitado por las competencias autonómicas -que, a su vez, han de adaptarse a aquellas potestades estatales, sin que utilizando otros títulos competenciales se pueda proceder a vaciar de contenido el mínimo común denominador de régimen jurídico aprobado por el Estado-  (39) .

Y, en tercer lugar, teniendo en cuenta las finalidades que se contemplan en la Ley de Costas, la competencia para demanializar obliga a que, caso de resultar necesario -como indudablemente así es-, el legislador estatal sea el competente para establecer la ordenación de las áreas colindantes con el demanio.

Que la competencia para demanializar haya de recaer en el Estado parece una consecuencia necesaria del propio contenido del art. 132 de la Constitución (40)  en conexión con las competencias que tiene en virtud del art. 149, concretamente, la competencia sobre la legislación civil (art. 149.1.8.ª -SSTC 58/1982 y 85/1984-), así como la competencia que le atribuye el art. 149.1.1.ª sobre la «regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales». En este sentido, es clara STC 149/91 (41) , cuando afirma: «En primer lugar para asegurar una igualdad básica en el ejercicio del derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado al desarrollo de la persona (art. 45 CE) (...) No es ya la titularidad demanial, sino la competencia que le atribuye el citado art. 149.1.1.ª la que fundamenta la legitimidad de todas aquellas normas destinadas a garantizar, en condiciones básicamente iguales, la utilización pública, libre y gratuita del demanio para los usos comunes y a establecer, correlativamente el régimen jurídico de aquellos usos u ocupaciones que no lo son. De otro lado, tanto para asegurar la integridad física y las características propias de la zona marítimo-terrestre como para garantizar su accesibilidad es imprescindible imponer servidumbres sobre los terrenos colindantes y limitar las facultades dominicales de sus propietarios, afectando así, de manera importante, el derecho que garantiza el art. 33.1. y 2 CE La necesidad de asegurar la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de este derecho no quedaría asegurada si el Estado, en uso de la competencia exclusiva que le otorga el art. 149.1.1 no regulase las condiciones básicas de la propiedad sobre los terrenos colindantes de la zona marítimo-terrestre (...)».

Ahora bien, teniendo en cuenta las consecuencias de la demanialización y los objetivos que debe perseguir, la ley demanializadora ha de proceder no sólo a su separación del régimen general de comercio sino que ha de proporcionar a la categoría de bienes un régimen jurídico adaptado a esas necesidades que se proponen conseguir. Régimen que debe suponer la adaptación de los principios inspiradores del régimen demanial a esa categoría de bienes. Sobre ello, también se ha reconocido la competencia del Estado para proceder a su regulación, tal como se ha definido en la STC 46/2007, de 1 de marzo, en la que se afirma: «Cabe concluir que, aun cuando la titularidad el dominio público no es un criterio válido para delimitar competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, sin embargo le corresponde al Estado definir legislativamente el dominio público estatal y establecer el régimen jurídico de los bienes que lo integran, así como adoptar las medidas precisas para proteger la integridad del demanio, preservar sus características naturales y su libre utilización».

En una línea similar, dentro de este poder estatal nos encontraríamos con las potestades tributarias, en cuanto a la utilización de los bienes del dominio público marítimo-terrestre, que son potestades insitas al propio poder de demanializar, como una competencia aneja a la de establecimiento del régimen de utilización de los bienes.

2.  Competencias en relación con la utilización del dominio público y, en especial, con las concesiones administrativas

Uno de los elementos básicos que componen el régimen demonial, sobre el cual el Estado dispone de competencia legislativa es el relativo a la utilización y, en particular, a las concesiones de dominio público marítimo-terrestre. Esta regulación de las concesiones de dominio público se ha de efectuar dentro del régimen general de distribución de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas, tal como está recogido en el bloque de la constitucionalidad, que tiene notas peculiares.

La distribución de competencias parte del hecho de que la regulación general de las concesiones demaniales es un aspecto central del régimen de los bienes públicos, tal como señaló la STC 227/88 (42) . Desde este punto de vista, en la regulación general de los bienes públicos, que ha de efectuar el Estado, en virtud de la competencia recogida en el art. 149.1.8.ª, se ha de englobar asimismo la regulación de los mecanismos de utilización de los bienes, dentro e los cuales se halla el régimen de las concesiones demaniales. A ello se añadiría el hecho de que el acceso a la utilización de los bienes públicas se vincule a la competencia estatal para la «regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales», añade un plus a la competencia del Estado en esta materia  (43) . De este modo, en la competencia de demanializar se encuentra aneja/implícita la competencia para la ordenación del régimen de utilización de los bienes públicos y, por consiguiente, el régimen básico de las concesiones de dominio público; ya que sin este último aspecto, la demanialización sería una operación incompleta.

Pero hay que recordar, asimismo, que las concesiones administrativas, y por consiguiente las demaniales, tienen una regla específica en el art. 149.1.18.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia relativa a la «legislación básica sobre contratos o concesiones administrativas», que complementa lo indicado con anterioridad. Como se verá con posterioridad en relación con la duración de las concesiones, esta competencia básica del Estado tiene el efecto de que desplaza la normativa autonómica contraria a ella y que deroga la normativa aprobada por el Estado en dichas materias. Obviamente, no tiene efecto sobre los títulos habilitantes otorgados en aplicación de dicha normativa ahora superada, como ocurre muy específicamente con el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales. La conclusión anterior habría que matizarla en un extremo: la Ley 3/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones públicas, como norma general reguladora del régimen de los bienes públicos tiene una pretensión de supletoriedad con respecto a los distintos sectores demaniales, cuyas especialidades prevalecen sobre el régimen general.

La somera explicación que se acaba de proporcionar no estaría completa sin indicar que las comunidades autónomas, en el marco de las competencias específicas que tengan en cada uno de los sectores demaniales, disponen de capacidad suficiente para el desarrollo de la normativa aprobada por el Estado que, al mismo tiempo, es parámetro de referencia en cuanto a los fines que motivaron la incorporación de unos bienes concretos al dominio público. Hay que señalar, en este sentido, que las comunidades autónomas han desarrollado y adaptado a sus especialidades las normas de la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas referidas a las concesiones demaniales.

3.  Competencias en materia de protección del medio ambiente

El tercero de los títulos que corresponde recordar en este momento, es el relativo a la protección del medio ambiente porque, de acuerdo con la STC 149/1991, la protección de las costas es, en esencia, protección del ambiente. En relación a este título, la competencia entre el Estado y las comunidades autónomas está compartida, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 149.1.23.ª CE.

En efecto, en dicho precepto se atribuyen al Estado la competencia para dictar la legislación básica en materia de protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades que tienen las comunidades autónomas de establecer normas adicionales de protección, tal como se recoge en el art. 149.1.23.ª. Esta competencia compartida «lleva naturalmente a la conclusión de que el constituyente no ha pretendido reservar a la competencia legislativa del Estado sólo el establecimiento de preceptos básicos necesitados de ulterior desarrollo, sino que, por el contrario, ha entendido que había de ser el Estado el que estableciese toda la normativa que considerase indispensable para la protección del medio ambiente (sin perjuicio, claro está, de que este standard proteccionista común fuese mejorado, por así decir, por las Comunidades Autónomas) y aunque, efectivamente algunos Estatutos de Autonomía se ajustan precisamente a este entendimiento (así EA Galicia, art. 27.30.º; EA Valencia, art. 32.6.º; EA Baleares, art. 11.5.º, por ceñimos a las Comunidades Autónomas actoras en los presentes recursos que han asumido competencias normativas), hay otros Estatutos de Autonomía [así EA País Vasco, art. 11.1.º a); EA Cataluña, art. 10.6.º, y EA Andalucía, art. 15.1.7.ª] que atribuyen a la correspondiente Comunidad Autónoma competencia para desarrollar la legislación básica del Estado sobre medio ambiente» (STC 149/1991).

La virtualidad de este título competencial procede no sólo de la habilitación al Estado para regular los aspectos generales de protección del medio ambiente en el dominio público marítimo-terrestre sino también para incorporar medidas de protección indirecta, como ocurre con las servidumbres de protección y la zona de influencia; que, no lo olvidemos, cumplen la función de proteger la zona estricta de dominio público  (44) . Que exista una relación directa entre la protección medioambiental y las zonas de protección del demanio tiene una gran importancia en las circunstancias en las cuales se quieren eliminar estas últimas utilizando legislación de otros ámbitos en los cuales la Comunidad autónoma dispone de competencias exclusivas, como ocurre con la vivienda o el urbanismo. Es lo que ocurre, por ejemplo con la Disposición Adicional Segunda de la Ley de la Comunidad Autónoma de Galicia 18/2008, de 29 de diciembre, de Vivienda en la medida en que elimina la ordenación estatal y la sustituye para determinados municipios por otra que es claramente menos protectora del dominio público.

Por último, conviene recordar que, tal como ha afirmado la Jurisprudencia constitucional, la protección del medio ambiente está directamente vinculada, asimismo, con el establecimiento de las servidumbres de paso para la utilización del dominio público  (45) .

Con todo ello, lo que se está haciendo es incluir un criterio de prioridad entre este título competencial y las competencias que tienen las comunidades autónomas en materia de ordenación del territorio y el urbanismo. Dicho de otra forma, lo que se obliga con ello es a que las comunidades autónomas incorporen a su ordenación los principios de regulación de las costas.

VI.  COMPETENCIAS DEL ESTADO PARA LA PROTECCIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO

A lo largo del articulado de la Ley de costas se recoge un conjunto amplio de potestades que se atribuyen al Estado en aras de la protección del dominio público marítimo-terrestre, cuya finalidad es la garantía del carácter demanial de los bienes -en su doble vertiente de definición de las parcelas que reúnen las características predeterminadas en la Ley y protección cuantitativa y cualitativa-; así como el aseguramiento del uso público del mar y su ribera. Estas potestades se vinculan básicamente a las competencias que tiene atribuidas el Estado en función de las reglas contenidas en el art. 149.1.1 y 149.1.23 de la Constitución.

De este modo, en el art. 110 de la Ley de costas se contienen las siguientes potestades del estado: i) El deslinde de los bienes de dominio público marítimo-terrestre, así como su afectación y desafectación, y la adquisición y expropiación de terrenos para su incorporación a dicho dominio; ii) La gestión del dominio público marítimo-terrestre, incluyendo el otorgamiento de adscripciones, concesiones y autorizaciones para su ocupación y aprovechamiento, la declaración de zonas de reserva, las autorizaciones en las zonas de servidumbre y, en todo caso, las concesiones de obras fijas en el mar, así como las de instalaciones marítimas menores, tales como embarcaderos, pantalanes, varaderos y otras análogas que no formen parte de un puerto o estén adscritas al mismo; iii) La tutela y policía del dominio público marítimo-terrestre y de sus servidumbres, así como la vigilancia del cumplimiento de las condiciones con arreglo a las cuales hayan sido otorgadas las concesiones y autorizaciones correspondientes; iv) El ejercicio de los derechos de tanteo y retracto en las transmisiones de los yacimientos de áridos y, en su caso, la expropiación de los mismos; v) La realización de mediciones y aforos, estudios de hidráulica marítima e información sobre el clima marítimo; vi) La aprobación de las normas elaboradas conforme a lo establecido en los arts. 22 y 34 de la presente Ley; vii) Las obras y actuaciones de interés general o las que afecten a más de una Comunidad Autónoma; aspecto éste sobre el que tendremos ocasión de volver más adelante; viii) La autorización de vertidos, salvo los industriales y contaminantes desde tierra al mar; ix) La elaboración y aprobación de las disposiciones sobre vertidos, seguridad humana en lugares de baño y salvamento marítimo; x) La iluminación de costas y señales marítimas; xi) La prestación de toda clase de servicios técnicos relacionados con el ejercicio de las competencias anteriores y el asesoramiento a las Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales y demás Entidades públicas o privadas y a los particulares que lo soliciten; xii) La ejecución de los acuerdos y convenios internacionales en las materias de su competencia, pudiendo adoptar, si procede, las medidas adecuadas para su observancia; xiii) La implantación de un Banco de Datos Oceanográfico que sirva para definir las condiciones de clima marítimo en la costa española, para lo cual las distintas Administraciones Públicas deberán suministrar la información que se les recabe.

Complementariamente, hay una serie de potestades menores pero que también resultan muy necesarias para una adecuada protección del dominio público y que están recogidas en el art. 112 LC: Corresponde también a la Administración del Estado emitir informe, con carácter preceptivo y vinculante, en los siguientes supuestos: i) Planes y normas de ordenación territorial o urbanística y su modificación o revisión, en cuanto al cumplimiento de las disposiciones de esta Ley y de las normas que se dicten para su desarrollo y aplicación; ii) Planes y autorizaciones de vertidos industriales y contaminantes al mar desde tierra, a efectos del cumplimiento de la legislación estatal y de la ocupación del dominio público marítimo-terrestre; iii) Proyectos de construcción de nuevos puertos y vías de transporte de competencia de las Comunidades Autónomas, ampliación de los existentes o de su zona de servicio, y modificación de su configuración exterior, conforme a lo previsto en el art. 49 y iv) Declaraciones de zonas de interés para cultivos marinos, concesiones y autorizaciones, de acuerdo con la legislación específica.

VII.  LOS NUEVOS ESTATUTOS DE AUTONOMÍA Y LA GESTIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MARÍTIMO-TERRESTRE O LA PROGRESIVA INCORPORACIÓN DE LAS COMPETENCIAS DE GESTIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO EN LA ORDENACIÓN DEL LITORAL

En los últimos años se ha producido, sin embargo, un cambio considerable que, sin duda, afectará a la gestión del litoral, que consiste en la promulgación de nuevos/reformados Estatutos de autonomía en Andalucía, Cataluña  (46) , Comunidad Valenciana y las Islas Baleares  (47) . Comunidades todas ellas costeras y que, en función de la vis expansiva que han tenido todos los Estatutos mencionados, han incluido nuevas reglas de distribución de competencias sobre la gestión del litoral que afectan a las competencias de gestión del dominio público. El debate que se plantea es el de un adecuado encuadramiento de estas competencias: si se encuentran vinculadas, como han hecho con mayor o menor extensión todos los Estatutos de autonomía, a las competencias de naturaleza urbanística y de ordenación territorial -en sentido amplio- o si, por el contrario tienen una función propia y característica, como se recordó en la STC 149/1991.

Vamos a traer un ejemplo de los cuatro estatutos, que nos sirve para la argumentación por todos ellos, ya que los otros tienen una orientación similar. El art. 56 del Estatuto de autonomía de Andalucía dispone lo siguiente: «Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de ordenación del litoral, respetando el régimen general del dominio público, la competencia exclusiva, que incluye en todo caso: el establecimiento y la regulación de los planes territoriales de ordenación y uso del litoral y de las playas, así como la regulación del procedimiento de tramitación y aprobación de estos instrumentos y planes; la gestión de los títulos de ocupación y uso del dominio público marítimo-terrestre, especialmente el otorgamiento de autorizaciones y concesiones y, en todo caso, las concesiones de obras fijas en el mar, respetando las excepciones que puedan establecerse por motivos medioambientales en las aguas costeras interiores y de transición; la regulación y la gestión del régimen económico-financiero del dominio público marítimo-terrestre en los términos previstos por la legislación general; la ejecución de obras y actuaciones en el litoral andaluz cuando no sean de interés general. Corresponde también a la Comunidad Autónoma la ejecución y la gestión de las obras de interés general situadas en el litoral andaluz, de acuerdo con lo establecido en el apartado 8 del presente artículo». Se trata de un planteamiento que, por otra parte, no resulta tan novedoso, en la medida en que hace años ya tuvo que pronunciarse el Parlamento sobre una Proposición de Ley que tenía una orientación similar  (48) .

Planteada la cuestión de otro modo, se redefine la competencia de ordenación del litoral para incluir en ella las competencias ejecutivas en materia de dominio público y la ordenación de los espacios litorales. Vayamos por partes, comenzando por las competencias ejecutivas, que afectan al otorgamiento de títulos habilitantes que se vinculan a las competencias de ordenación territorial. A nuestro juicio este hecho plantea un problema conceptual que afecta a la propia existencia de los títulos habilitantes para el ejercicio de actividades en el dominio público.

Como uno de nosotros señaló en su momento, referido a las concesiones en el dominio público local  (49) , la duplicidad de títulos habilitantes -licencia de obras y concesión demanial- es un aspecto que podría ser puesto en discusión ya que ambas afectan a elementos de ocupación del territorio en los cuales sin la concurrencia de la aquiescencia de ambos órganos no hay título posible. De hecho, hay elementos que resultan comunes en la ponderación que ha de hacer el órgano administrativo con lo cual el análisis puede ser reduplicativo al ser tramitado por Administraciones distintas que, en muchas ocasiones, están de espaldas. Pero una cosa es eso y otra que la competencia para realizar cualquier acto de gestión del dominio público resulte exclusiva de la Comunidad autónoma; porque, en el fondo con esta exclusividad que se reclama estamos cuestionando el ámbito de intereses tanto del Estado como de las Corporaciones Locales

Dicho de otro modo, es posible que el problema radique en que el procedimiento esté mal estructurado para que resulte eficaz para una adecuada gestión de los intereses públicos, ya que se siguen viendo como compartimentos estancos a pesar de la esencial relación que existe -y que es innegable- entre la ordenación y gestión del suelo y la ordenación y gestión del dominio público marítimo-terrestre. Por ello, la articulación de mecanismos de cooperación interadministrativa resultaría más razonable cuando caer en uno u otro lado de la línea competencial es tan compleja.

Al mismo tiempo, desde una perspectiva general de simplificación de procedimientos administrativos puede resultar adecuado que se unifique el procedimiento de construcción de una instalación fija en el litoral en un único acto complejo (como pudiera ser el que implica la técnica de la adscripción, que posteriormente analizaremos); en la línea de las últimas disposiciones que se están tramitando al amparo de la transposición de la Directiva de servicios. Pero todo lo anterior es una cosa y otra bien diferente que se asuman de forma unilateral las competencias de gestión del dominio público por parte de las comunidades autónomas, para lo cual, en nuestra opinión, no existe base constitucional suficiente.

De entrada hay algunos supuestos de los recogidos en el precepto que se comenta que caen, obviamente, fuera de la competencia de ordenación territorial. Las obras en el mar, por ejemplo  (50) . Pero en los casos en los que podríamos plantearnos que acaso hubiera esta identificación, hemos de partir del hecho de que las competencias son distintas, porque diferentes son las finalidades afectadas por una y por otra; algo, por cierto, que la STC 149/1991 ya afirmó de forma clara  (51) . Concretamente, el Estado, en ejercicio de las competencias que se vieron en el epígrafe anterior, ha de salvaguardar «los fines públicos que justifican la existencia del dominio público, esto es, para asegurar la protección de la integridad del demanio, la preservación de sus características naturales y la libre utilización pública y gratuita, no para condicionar abusivamente la utilización de competencias ajenas y en lo que aquí más directamente nos ocupa, de la competencia autonómica para la ordenación territorial». Y si esto es así, evidentemente, tampoco podemos caer en la situación inversa, esto es, con base en competencias de ordenación territorial, negar las competencias que el Estado tiene atribuidas como propias.

De hecho, cuando se plantearon los conflictos de constitucionalidad en relación con la Ley de costas, basados esencialmente en problemas de distribución de competencias, fue, la señalada, una de las cuestiones que se suscitaron, en concreto qué capacidad tenía el Estado de denegar un título de ocupación que encontraba cobijo en el planeamiento urbanístico. La respuesta del Tribunal fue clara: depende de cuál sea el motivo. Y, en este sentido afirmó: «Que la Administración del Estado deniegue una solicitud, para realizar una obra u otra utilización del demanio costero que se ajusta a planeamiento, por razones de interés público debidamente motivadas es perfectamente constitucional, siempre que los intereses públicos hechos valer por el Estado correspondan al ámbito de sus competencias sectoriales, o se cifren en la integridad física o jurídica del dominio del que el Estado es titular, por conllevar una degradación del bien costero o un atentado a su condición demanial».

Dicho de otro modo, no toda competencia de gestión del dominio público se ha de incluir en las competencias de ordenación del litoral. Porque ésta competencia aísla de la acción del Estado un conjunto de posibilidades de actuar porque entran en las competencias de ordenación territorial: «La denegación por razones de oportunidad distinta de las que acaban de indicarse más arriba conlleva una vulneración de las competencias sobre urbanismo y ordenación territorial de la Comunidad Autónoma litoral, puesto que es a ella a quien corresponde apreciar la oportunidad de las distintas distribuciones de usos sobre su territorio, y sin que las facultades estatales de preservación del dominio público requieran esta facultad de denegación libérrima y discrecional, añadida a una facultad de denegar por motivos de interés público».

Nótese que no se plantea sólo el supuesto en relación con las competencias resolutorias sino también con las de emisión de informes -tanto vinculantes como que no lo sean  (52) - dentro del procedimiento, tal como lo requiere en la actualidad el art. 117 de la Ley de Costas y cuya omisión supone la anulación de las normas urbanísticas correspondientes. Y ello porque urbanismo y gestión del demanio son cuestiones parecidas pero no iguales.

Pues bien, esta separación entre competencias estatales y autonómicas deslindando los ámbitos a los que han de ser adscritos que quedaba claro tras la STC 149/1991, es lo que se ha eliminado en los Estatutos de autonomía de nuevo cuño, en los que se asumen como contenido propio de la competencia de ordenación territorial las relativas a la gestión del dominio público a pesar de que responden a problemáticas diferentes y se han de adscribir a títulos distintos  (53) . El problema de conexión que sin duda existe se podría subsanar de otra forma, ya sea por la vía actual -la duplicidad de los títulos habilitantes, con los correspondientes informes- o bien a través de un procedimiento conjunto de codecisión que parece más eficaz y razonable para que todos los intereses en presencia tengan oportunidad de resultar satisfactoriamente representados.

VIII.  ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, URBANISMO Y DOMINIO PÚBLICO MARÍTIMO-TERRESTRE

1.  Cuestiones generales

El planteamiento que late en los últimos Estatutos de autonomía de desapoderar casi por completo a la Administración general del Estado de competencias en relación con la gestión del dominio público y su incardinación en la ordenación del litoral parte de una vis expansiva de la competencia urbanística que unifique todas las competencias de gestión del territorio, aún reconociendo, como no puede ser de otro modo, que las competencias de ordenación territorial han de incluir, necesariamente las competencias de ordenación del litoral  (54) . Planteamiento que, sin embargo, puede generar problemas en la gestión de los espacios demaniales y que, en nuestra opinión, confunde las perspectivas de análisis de ambos poderes  (55) ; cuando de lo que se trata es de compatibilizar el ejercicio de dos potestades complementarias para la ordenación del litoral, que han de tener como punto de referencia la Ley de costas; lo que en muchos casos es un dato olvidado.

En efecto, en ambos supuestos nos encontramos ante actos de gestión del territorio. Actos de gestión del territorio en donde la perspectiva general -la urbanística- se ha de unir a los elementos de protección del dominio público marítimo-terrestre, que componen un subsistema más específico, con reglas propias de distribución del poder y con principios comunes de actuación  (56) , que en todo caso ambas Administraciones públicas han de asumir en su ordenación y gestión. Ámbitos de poder que, además, afectan muy especialmente también a las Corporaciones locales, con capacidad de actuar en asuntos que, recogiendo lo dispuesto en el art. 2.1. de la Ley de Bases de Régimen Local, «afectan directamente al círculo de sus intereses»; lo que obliga a atribuirles «las competencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de que se trate». Es ésta, sin duda, una cuestión de extrema complejidad y a la que únicamente puede darse adecuada solución si los instrumentos de cooperación interadministrativa funcionan adecuadamente para dar respuesta común a todos los intereses que las tres Administraciones públicas representan.

En este sentido, la gestión del dominio público no es sólo un acto de control del uso del suelo, entendido como aquél que contrasta el planeamiento urbanístico con la utilización que se pretende. Es una potestad dirigida a garantizar la protección de este tipo de bien público -que, por esa necesidad de protección es de dominio público- y a garantizar el uso público  (57) . Con base en estos dos elementos -y por la garantía de la igualdad en el ejercicio de derechos en todo el Estado, que aquí se configura como una política común- se atribuyen las facultades al Estado, las necesarias para garantizar el ámbito de poder propio  (58) . Y por ello precisamente es por lo que el urbanismo es una potestad que ha de tomar como referencia las disposiciones del dominio público, las derivadas de la protección ambiental, pero cuya finalidad es distinta de las otras dos, posiblemente menos protectora del litoral. De hecho, este planteamiento apareció reseñado con particular claridad en la STC 77/1984, en donde se señaló:


«La atribución de una competencia sobre un espacio físico determinado no impide necesariamente que se ejerzan otras competencias en ese espacio, como ya ha declarado este Tribunal. Esa concurrencia es posible cuando recayendo sobre el mismo espacio físico las competencias concurrentes tienen distinto objeto jurídico. Así, en el presente caso, la competencia exclusiva del Estado sobre puertos de interés general tiene por objeto la propia realidad del puerto y la actividad relativa al mismo, pero no cualquier tipo de actividad que afecte al espacio físico que abarca un puerto. La competencia de ordenación del territorio y urbanismo tiene por objeto la actividad consistente en la delimitación de los diversos usos a que puede destinarse el suelo o espacio físico territorial.

No cabe excluir, por tanto que en un caso concreto puedan concurrir en el espacio físico de un puerto de interés general, el ejercicio de la competencia del Estado en materia de puertos y el de la Comunidad Autónoma en materia urbanística. Pero esta concurrencia sólo será posible cuando el ejercicio de la competencia de la Comunidad Autónoma no interfiera en el ejercicio de la competencia estatal ni la perturbe».



2.  Un ejemplo de evolución hacia la compatibilización de potestades demaniales y competencias urbanísticas: el supuesto de los puertos deportivos

Los espacios portuarios son, y así se puede afirmar tras una larga evolución de nuestra Jurisprudencia, parte del territorio y del término municipal. Correspondiendo las competentes en materia de puertos a las Comunidades Autónomas o el Estado -según de que tipo de instalación se trate, como posteriormente se expondrá-, se hace necesario un entendimiento con las entidades competentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo (Comunidades Autónomas y Municipios) que, en nuestro entorno, ha encontrado serias dificultades en muy diversas ocasiones. La problemática se he generado por un doble debate: la necesidad, o no, de adecuación al planeamiento urbanístico de los puertos -resultando de especial interés la problemática generada en relación a los deportivos- y la sujeción, o no, a licencia urbanísticas de los usos portuarios. Los argumentos para negar la competencia municipal, actualmente superados, se basaban en el carácter demanial del puerto, considerándose un espacio exento de las competencias municipales. Sin embargo es otra la concepción actual: los puertos, aún siendo bienes de dominio público, son parte del término municipal, pues se entiende que el título demanial no permite aislar a un territorio y considerarlo como una zona exenta de la competencia de otros entes públicos. De ahí que sobre un mismo espacio físico puedan intervenir todos aquellos entes territoriales que tengan atribuida competencias  (59) , siempre que dichas competencias tenga distinto objeto jurídico  (60) .

Abordaremos, de forma separada, ambas cuestiones, exponiendo las conclusiones a las que cabe llegar tras el examen del ordenamiento jurídico positivo, la Jurisprudencia y la doctrina recaídas en esta materia  (61) .

2.1.  La adecuación al planeamiento urbanístico de los proyectos de creación o modificación de puertos deportivos

En la resolución de este conflicto tradicional en las costas españolas entre Estado -y posteriormente, con la instauración del Estado autonómico, Comunidades Autónomas- y municipios, debe partirse de la idea central, ya comúnmente admitida, de que las competencias urbanísticas no pueden limitar las competencias sectoriales en materia de puertos. Esta idea, sin embargo, debe compatibilizarse con aquella otra, expresamente recogida en el ordenamiento, de que el término municipal comprende las zonas portuarias, sin perjuicio de las competencias estatales o autonómicas  (62) .

En este sentido, en la legislación sectorial, se parte del principio de que la compatibilidad con el planeamiento es requisito para la concesión del puerto deportivo, de modo que el proyecto conllevará la apertura del procedimiento de adecuación  (63) . Pero existen mecanismos previos que permiten la coordinación interadministrativa entre las entidades competentes. En este sentido, resulta de especial interés la necesidad de informe municipal sobre el proyecto en el procedimiento de adscripción del dominio público marítimo-terrestre previsto en el art. 115 LC, cuyo alcance consiste, justamente, en la comprobación de la adecuación del proyecto al planeamiento urbanístico. El informe, no obstante, no es vinculante.

En el caso de las zonas deportivas (esto es, de los espacios náutico-deportivos incardinados en puertos de interés general) ha de estarse a lo establecido en la Ley 27/1992, de 24 e noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante (en adelante LPEMM). En este sentido, el art. 18 LPEMM, dando una clara prevalencia a la competencia sectorial, establece que la ordenación del puerto tendrá lugar mediante una plan especial que formula la Autoridad portuaria, correspondiendo la tramitación y la aprobación provisional a la autoridad urbanística, tras de lo cual, ha de darse traslado a la Autoridad portuaria para que esta, en el plazo máximo de un mes, se pronuncie con carácter previo a la aprobación definitiva. Y en caso de silencio o pronunciamiento desfavorable, se abre un período de consulta de seis meses. De no producirse el acuerdo en este plazo, el Consejo de Ministros emitirá informe, en este caso con carácter vinculante.

2.2.  La exigibilidad de licencia urbanística

Ha sido este otro de los conflictos tradicionales que se han producido en los puertos, en general, y en los deportivos, en particular. La cuestión, a la vista de los avances de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, de la legislación estatal de puertos y de la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional, puede considerarse resuelta como sigue:

En la primera fase de ejecución del proyecto, consistente en la transformación física del mar para la creación de nuevo suelo, no es necesaria la licencia urbanística municipal. A tal conclusión se llega a partir de la doctrina sentada por el Tribunal Supremo, representada principalmente por la STS 19 de junio de 1987  (64) , que negara la competencia municipal para exigir licencia urbanística en los casos de terrenos a ganar al mar antes de que este sea transformado físicamente. Porque la competencia municipal en relación tanto al planeamiento como a la ejecución de este y al otorgamiento de licencias de edificación, se niega por ir referida a la edificación y uso del suelo. Y es claro que el mar litoral no es suelo antes de ser transformado físicamente, de ahí que puedan negarse las competencias municipales referidas a los actos de edificación y uso del suelo, cuando éste no existe.

Ahora bien, en presencia de suelo ya creado, la cuestión debe resolverse en otro sentido que armonice aquella premisa de partida de que las competencias urbanísticas municipales no pueden mermar las competencias sectoriales, estatales o autonómicas, en materia de puertos, con la sujeción a licencia municipal de los actos de usos y edificación del suelo aunque tengan lugar en dominio público  (65) . Y en esta ocasión, la solución la aportará el Tribunal Constitucional, en su Sentencia 40/1998, que resolviera los recursos de inconstitucionalidad planteados contra la LPEMM en cuyo art. 19.3 LPEMM se exime de licencia municipal a las obras de nueva construcción, reparación y conservación que se realicen en Dominio Público Portuario por las Autoridades Portuarias...por constituir obras públicas de interés general. El Tribunal Constitucional, aplicando la doctrina de las grandes obras públicas -extensible también a los puertos deportivos-, mantendrá la constitucionalidad del precepto siempre que se interprete en un determinado sentido: en el de entender únicamente exentas de licencia urbanística las obras públicas en sentido estricto. De ahí que, cuando en el puerto lo que se pretenda realizar sea un uso o edificación no estrictamente portuario, sea necesaria la licencia municipal  (66) .

IX.  LAS INFRAESTRUCTURAS Y EL LITORAL

1.  Delimitación de las competencias estatales y autonómicas en materia de infraestructuras

Las competencias en materia de infraestructuras se encuentran compartidas entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Esta compartición, no obstante, se refiere a la materia, que se reparte por razón del interés general o autonómico de la infraestructura o del ámbito espacial -suprautonómico o no- sobre el que se asiente. En lo que hace a las funciones inherentes a la misma, la competencia, sin embargo, se atribuye en exclusiva al Estado o a la Comunidad Autónoma, de modo que a la entidad competente corresponde tanto la legislación como la ejecución. Las diferentes tipologías de infraestructuras pueden, obviamente, ubicarse en espacios de dominio público marítimo-terrestre -siempre que se cumplan con los requisitos y limitaciones al respecto establecidos en la legislación de costas, claro es-. Cuando dichas infraestructuras son de competencia autonómica se hace necesario articular dicha competencia con la titularidad dominical del espacio físico en el que se asienta. Las infraestructuras que han planteado una problemática más intensa, y a las que por tanto prestaremos una especial atención, han sido las infraestructuras marítimas por excelencia, los puertos, dado que su ubicación, necesariamente, ha de tener lugar en el dominio público marítimo-terrestre. Esta conflictividad, al cabo, ha generado una rica doctrina constitucional, extrapolable, en términos generales, al resto de infraestructuras ya que los criterios de reparto no difieren en esencia.

En el marco configurado por los arts. 148.1.6 y 4 y 149.1.20, 21 y 24 CE  (67) , los Estatutos de Autonomía han atribuido a las Comunidades Autónomas la competencia exclusiva en relación a las infraestructuras de transporte y las obras públicas que no tengan la calificación de interés general, asumiéndose asimismo la competencia en relación a las vías de transporte cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad Autónoma  (68) . En materia de puertos, tanto en la Constitución como en los Estatutos y por lo que se refiere a las distintas tipologías de instalaciones, se detalla más, haciéndose concreta referencia a los puertos de refugio, deportivos y no comerciales, e incluso, en algún caso, a los puertos pesqueros  (69) . En relación a estos últimos, no obstante, la competencia se asume con alcance diverso, puesto que en los Estatutos gallego y andaluz tal asunción lo es respecto de las competencias de desarrollo legislativo y ejecución y en el Estatuto de Canarias se asume la competencia exclusiva  (70) . A la vista de la definición de puerto pesquero aportada por la legislación estatal de puertos, a la que como se verá seguidamente ha de estarse para determinar el exacto alcance de las competencias autonómicas, podemos adelantar que las Comunidades Autónomas ostentan la competencia exclusiva en relación a los puertos pesqueros, tal como se ha hecho de manera expresa en el Estatuto canario e implícitamente en el resto de los Estatutos de Autonomía al asumir, en el marco de lo dispuesto en el art. 148.1.6 CE, la competencia en relación a los puertos que no desarrollen actividades comerciales pues, por expresa determinación de la LPEMM, los puertos pesqueros tienen la consideración de puertos no comerciales  (71) .

Muchos de los conflictos que se han producido en relación al sector de infraestructuras, han tenido lugar, precisamente, debido a la delimitación que el legislador estatal, al definir el alcance de su competencia, realiza de la competencia autonómica. Ello porque en todos estos supuestos, el criterio delimitador de las competencias no se define ni en la Constitución ni en los Estatutos, sino en un momento posterior, mediante una norma con rango de ley que, en lo que respecta a la concreción del ámbito específico de las competencias estatales puede remitirse, incluso, a una norma de naturaleza reglamentaria. Han sido exponentes en este sentido las Sentencias del Tribunal Constitucional que se han dictado en materia de puertos y aeropuertos  (72) . Correspondiendo al Estado la competencia exclusiva en relación a los de interés general, la concreción de las competencias estatales y la delimitación de la competencia autonómica tiene lugar mediante dos operaciones distintas. Por una parte, se fijan los criterios generales que determinen las calificaciones de los aeropuertos o puertos como de interés general, para cuyo establecimiento será necesaria una norma con rango de ley, de forma que se garantice la generalidad en todo el territorio nacional  (73) . De otro lado, y en un momento posterior habrán de realizarse las concretas calificaciones que determinen específicamente qué aeropuertos o puertos son de interés general al amparo de los anteriores criterios y que no requieren, sin embargo, rango de ley formal, tal como se ha mantenido por las SSTC 68/1984 (referente a aeropuertos), 7/1985 y 12/1985, que rechazan la doctrina de la incompetencia por insuficiencia de rango  (74) . Esta doctrina se reiteró en la STC 40/1998, de 19 de febrero, que resolvió los recursos de inconstitucionalidad interpuestos contra la LPEMM. Para el Tribunal Constitucional, el legislador estatal debe proceder a una interpretación de los límites y alcance de su propia competencia, de manera que, para regular el ejercicio de las competencias en materia de puertos, «el Estado pueda legítimamente partir de unas nociones o determinaciones previas, sin que este tipo de definiciones suponga, por sí solo y sin otra circunstancia, vulneración alguna de competencias de las Comunidades Autónomas». Y es el legislador estatal por la lógica de las cosas a quien corresponde, según la STC 40/1998, determinar qué puertos son de titularidad estatal y cuáles no, siempre que la concreción no resulte artificial o conlleve efectos no queridos por el Constituyente (75) .

En definitiva, y sin ánimo de entrar aquí, por no ser el lugar que corresponde, en la problemática específica de la distribución de competencias en materia de infraestructuras, es la legislación estatal la que en último extremo delimita la competencia autonómica por la vía negativa de definir el alcance de la competencia del Estado, de acuerdo con la Jurisprudencia constitucional a la que se ha hecho alusión. He aquí uno de las críticas que podrían hacerse las reformas de los Estatutos catalán y andaluz  (76) , pues, además del detalle, agotador, con el que se regulan y asumen las competencias con el ánimo de blindar las autonómicas  (77) , podría pensarse que llegan, incluso, a determinar al legislador estatal. En este sentido, en materia de obras públicas, infraestructuras de transporte (puertos, aeropuertos, helipuertos y demás infraestructuras), red viaria, red ferroviaria, los Estatutos catalán y andaluz, además de las competencias sobre los que no sean de interés general o discurran exclusivamente en el territorio de la Comunidad Autónoma, se reservan una serie de funciones en relación a los de interés general o que transcurren por más de una Comunidad Autónoma.

Así se exige el informe autonómico previo para la calificación de las obras públicas, de los puertos, aeropuertos y otras infraestructuras de transporte que sean de interés general y se establece la necesaria participación en la planificación y programación de este tipo de obras, ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en la legislación del Estado y según lo establecido en el propio Estatuto en lo que hace a las relaciones institucionales de la Comunidad Autónoma con el Estado y, en general, la participación en la gestión de las redes de transporte estatales, en los términos establecidos en la legislación estatal, (arts. 140, 148.2 EA Cataluña y 56, 64 EA Andalucía).

Si bien es cierto que el Tribunal Constitucional, en la STC 247/2007, de 12 de diciembre, por la que se resuelve el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno de la Comunidad Autónoma de Aragón, contra el art. 20 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril, de reforma de la Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, ha admitido la concreción, por parte de los Estatutos, de conceptos no definidos constitucionalmente, reconociendo la posibilidad de que: «El legislador estatutario, como cualquier legislador» interprete «necesariamente la Constitución al ejercer la función atributiva de competencias a la correspondiente Comunidad Autónoma que la Constitución le reconoce. Por tanto, puede de modo legítimo realizar operaciones de interpretación de la Constitución sometiéndose, en principio, a los mismos criterios que todo legislador», también lo es que en la propia Sentencia citada se establecen límites a tal posibilidad, como el que obviamente supone el marco del art. 149.1 CE, pues, según la STC 247/2007, la interpretación estatutaria ha de hacerse para favorecer la mayor concreción de las competencias autonómicas que se correlacionan con la competencia estatal, no debiendo impedir «el despliegue completo de las funciones propias de la competencia estatal regulada en el art. 149.1 CE de que se trate». De ahí que no resulte contrario a la Constitución, de acuerdo con la misma Sentencia, que el Estatuto interprete la Constitución «lo que no quiere decir que no pueda incurrir en inconstitucionalidad si infringiera una concreta atribución competencial del Estado»  (78) . Esto es justamente lo que se consideró que sucedía en el caso enjuiciado por la STC 46/2007, de 1 de marzo, que declaró contraria a la Constitución la exigencia, por la legislación autonómica, de un informe vinculante autonómico en el procedimiento de tramitación de planes estatales sectoriales de infraestructuras de competencia estatal  (79) .

Entendemos que los Estatutos señalados, en lo que hace a la previsión de las funciones mencionadas que se atribuyen a las Comunidades Autónomas en materia de competencia del Estado, no contradicen esta doctrina constitucional por cuanto, dichas funciones se atribuyen a la Comunidad Autónoma en el marco de lo que establezca la legislación del Estado; incorporan, por el contrario, funciones que ya han sido confirmadas por el Tribunal Constitucional como medidas, deseables, de coordinación, y sin llegar a vincular a la legislación estatal, pues se prevén en el marco que esta determine.

Cuestión distinta es la que nos pueda merecer la asunción, por parte de la mayoría de las Comunidades Autónomas costeras, de la competencia de ejecución o gestión de los puertos de interés general cuando el Estado no se reserve su gestión directa  (80)  o la que se recoge en el Estatuto catalán, al atribuirse la Comunidad Autónoma la competencia de ejecución y gestión de las obras de interés general situadas en el litoral catalán  (81) , de acuerdo con lo establecido por el art. 148 CE. En ambos casos, se trata de competencias constitucionalmente atribuidas al Estado, exart. 149.1 CE que requerirían de una transferencia efectiva de competencias por la vía del art. 150.2 CE. En el caso de los puertos, la reserva en favor del Estado de la gestión directa viene impuesta, precisamente, por el art. 149.1.20 CE (82) . Por su parte, la competencia en materia de obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma situadas en el territorio autonómico puede asumirse por las Comunidades Autónomas, de acuerdo con el art. 148.1.4, pero con el límite que supone el art. 149.1.24, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en relación a las obras públicas de interés general. No está justificado, desde nuestro punto de vista, esta asunción estatutaria, ni siquiera desde la perspectiva de la competencia autonómica, exclusiva, relativa a la ordenación del territorio y del litoral, por las razones que se expusieron con anterioridad.

2.  Especial consideración de las competencias en materia de puertos: tipología de puertos de competencia autonómica

En materia de infraestructuras portuarias una de las cuestiones que han generado mayores conflictos competenciales ha sido la relativa al alcance de la competencia autonómica toda vez que los conceptos constitucionales se han definido, tal como ha ocurrido en relación a otras infraestructuras, por la legislación estatal. Junto a ello, otro problema que ha debido resolverse es el relativo a la competencia sobre cierto tipo de instalaciones, puesto que, en la práctica, un puerto es susceptible de muy diversos destinos, de modo que en muchas instalaciones portuarias se entremezclan y combinan varios tipos de utilizaciones (comerciales, pesqueras, deportivas) y, en otros, se ha debido diferenciar entre instalaciones portuarias y puertos propiamente dichos.

Los conflictos se han planteado en concreto en torno a las instalaciones náutico-deportivas ubicadas en puertos de interés general y han dado lugar a un conjunto de Sentencias del Tribunal Constitucional  (83) , que ha adoptado soluciones, que a continuación sintetizamos y que son extensibles a situaciones que pudiera plantearse en torno a otro tipo de instalaciones (v.gr. dársena de refugio en puertos de interés general). El Tribunal Constitucional parte, para determinar la competencia en torno a las instalaciones no comerciales en puertos de interés general, del respeto al principio de unidad de gestión del puerto, considerando que esta no puede verse interferida por una pretendida competencia autonómica en relación a una dársena ubicada en el puerto con un destino distinto al principal de éste. A tal efecto, el Tribunal distingue entre dos situaciones diferenciadas según que la zona deportiva -en el caso- se encuentren en la zona de servicio portuario en sentido estricto o no, considerando que las primeras, basádose en el principio de unidad de gestión, deben ser gestionadas por la Autoridad Portuaria, correspondiendo la competencia a la Comunidad Autónoma en otro caso. El Tribunal se afanará en buscar un criterio objetivo definidor de esa zona de servicio en sentido estricto, identificándola con aquellos espacios bañados por aguas de la Zona I o interior  (84) . De ahí que al Estado le corresponda la competencia en relación a las zonas deportivas situadas en el espacio portuario bañado por aguas de la Zona I y a las Comunidades Autónomas aquellas situadas en espacios bañados por aguas de la Zona II. Ahora bien, como el propio Tribunal Constitucional aclara, la asunción efectiva de la competencia por parte de la Comunidad Autónoma requiere de un acto formal mediante el que se reclame la titularidad de la zona deportiva, por lo que cabe mantener que, ante la falta de reclamación de la Comunidad Autónoma, las zonas náutico-deportivas en Zona II son de competencia del Estado, gestionándose por la Autoridad Portuaria.

A estas zonas, sin embargo, no se hace mención en los Estatutos de Autonomía.

Existe, por lo demás, otro tipo de instalaciones portuarias cuya titularidad también ha sido discutida, habiéndose resuelto la cuestión por parte del Tribunal Constitucional en favor de la Administración del Estado. Se trata de las denominadas instalaciones menores, esto es, las instalaciones marítimas que no llegan a reunir las condiciones necesarias para ser calificadas jurídicamente como puertos.

Respecto a este tipo de instalaciones, el art. 110, b) LC atribuye a la Administración del Estado la competencia relativa a la gestión del dominio público marítimo-terrestre «(...) y en todo caso las concesiones de obras fijas en el mar, así como las de instalaciones marítimas menores, tales como embarcaderos, pantalanes, varaderos y otras análogas que no formen parte de un puerto o estén adscritas al mismo». Sin embargo, la actualmente derogada Ley 8/1988, de 2 de noviembre, de Puertos Deportivos de Andalucía consideró las denominadas instalaciones ligeras náutico-deportivas como instalaciones de titularidad autonómica. La STC 193/1998, de 1 de octubre, al respecto, declaró la inconstitucionalidad de los preceptos de la Ley de Puertos Deportivos de Andalucía en los que se mantenía tal titularidad, fundamentando tal declaración en la previa consideración de la plena constitucionalidad del art. 110.b) LC por parte de la STC 149/1991 (85) . De ahí que la STC 193/1998 entendiese inaceptable que la Ley andaluza pretendiera extender el ámbito de la competencia autonómica en materia de puertos deportivos a cualquier varadero o pantalán por el hecho de que los mismos pudieran ser susceptibles de algún tipo de utilización náutico-deportiva, pues, para el Tribunal Constitucional, es claro que no se trata de verdaderos puertos  (86) . Se trata, pues, a juicio del Alto Tribunal, de meras utilizaciones del dominio público marítimo-terrestre.

En este orden de ideas, entendemos que contradice esta doctrina la asunción de la competencia exclusiva en relación a las instalaciones marítimas menores por parte del Estatuto catalán (art. 140.1.a) y a las concesiones de obras fijas en el mar por parte de este mismo Estatuto y del de Andalucía (arts. 149.3.b y 56.6, respectivamente).

En definitiva, el objeto de la competencia autonómica serían los puertos no comerciales, entre los que se incluyen los de refugio y los deportivos; los puertos comerciales que no sean de interés general y las zonas no comerciales en puertos de interés general situadas en la Zona II cuya titularidad haya sido reclamada por la Comunidad Autónoma correspondiente. La Comunidad Autónoma sería por tanto la titular de estas instalaciones portuarias que, por otra parte, se asientan inescindiblemente en dominio público de titularidad estatal.

3.  Las infraestructuras de competencia de las Comunidades Autónomas como bienes de dominio público autonómico

La calificación como bienes de dominio público por parte de la normativa autonómica reguladora de las infraestructuras de su competencia ha sido otra de las cuestiones que ha suscitado debate, en particular, en lo que hace a las instalaciones náutico-deportivas. Partiendo del entendimiento de su afectación al servicio público, que trae causa en la regulación tradicional de estas instalaciones, los puertos deportivos han sido declarados bienes de dominio público autonómico en la diversa legislación recaída al efecto  (87) . En este sentido, algunas leyes autonómicas han declarado expresamente el carácter de servicio público del que se presta en los puertos de su competencia  (88) .

A la declaración de la titularidad autonómica no es obstáculo el que los puertos deportivos -u otras infraestructuras de competencia autonómica- hayan de ocupar espacios que se integran en el dominio público marítimo-terrestre, de titularidad estatal, exart. 132 CE, pudiendo afirmarse, a la luz de la doctrina constitucional que en los espacios marítimo-terrestres pueden convivir titularidades demaniales diversas. Debe tenerse presente, además, que el puerto no es lo mismo que el demanio marítimo-terrestre que ocupa, son objetos jurídicos distintos, debiéndose distinguir entre el soporte físico -dominio público de titularidad estatal- y el bien afecto a la prestación de servicios portuarios -puerto de titularidad de la Comunidad Autónoma-. Ésta es, por lo demás, la doctrina que ha sentado el Tribunal Constitucional.

En este sentido, ya la STC 149/1991, de 4 de julio, que resolviera los recursos de inconstitucionalidad planteados contra la LC, reconocería la titularidad de la Comunidad Autónoma sobre obras e instalaciones, y sobre la franja dominio público marítimo-terrestre, la del Estado: «De ahí se sigue que las obras e instalaciones del puerto son creadas y gestionadas por la Comunidad Autónoma, que ostenta sobre ellas una titularidad plena, o diferida a la reversión tras la extinción de la concesión que pudiera existir sobre la obra o instalación. Ahora bien, la indudable titularidad autonómica de las obras e instalaciones portuarias no conlleva la plena titularidad demanial de aquella franja de terreno que es de titularidad estatal, por mandato expreso de la Constitución (...)» Esta tesis ha sido confirmada por el Tribunal Constitucional en la Sentencia que resolviera el recurso de inconstitucionalidad planteado contra la Ley 8/1998, de 2 noviembre, de Puertos Deportivos de la Comunidad Autónoma de Andalucía, STC 193/1998, de 1 de octubre, declarando la posibilidad de que la titularidad del dominio público portuario corresponda a la Comunidad Autónoma  (89) .

4.  Técnicas de coordinación de competencias y potestades demaniales. El supuesto de la adscripción

Consciente de la necesidad de articular y coordinar las competencias autonómicas que han de ejercitarse en el dominio público marítimo-terrestre, el legislador estatal ha previsto un técnica, la adscripción, que se configura en el art. 49.1 LC como la forma de utilización de los bienes de dominio público marítimo-terrestre por las Comunidades Autónomas cuando la finalidad de dicha utilización sea la construcción de nuevos puertos y vías de transporte de titularidad de aquéllas, o la ampliación o modificación de los existentes. Mediante la adscripción, regulada en los arts. 49 y 50 LC y 103 a 107 RC, la Administración del Estado dicta un acto administrativo reglado por el que se cede el mero ejercicio de ciertas potestades demaniales a otra entidad territorial, a la Administración autonómica, la cual se subroga en el ejercicio de dichas potestades en virtud de un título competencial específico (puertos y vías de transporte). La cesión va a tener lugar respecto de las potestades de uso y aprovechamiento, de utilización, del dominio público; quedan pues para la Administración estatal las potestades de defensa y conservación, potestades éstas que, en cualquier caso, podrán, y deberán, ser ejercitadas en el demanio adscrito.

La adscripción se materializa mediante un informe vinculante que, en el procedimiento de aprobación del proyecto de modificación, ampliación o construcción del puerto o de la vía de transporte, ha de emitir la Administración del Estado  (90) . En ningún caso, la cesión de potestades demaniales que la adscripción comporta va a suponer el cambio de calificación jurídica del dominio público marítimo-terrestre adscrito, dominio que continua siendo de titularidad estatal. Este carácter va a determinar que, sin perjuicio de que las potestades de utilización hayan de ejercitarse por la Administración autonómica, en el régimen de uso de los terrenos adscritos hayan de tenerse presente algunas determinaciones de la legislación de costas, tales como la limitación del plazo concesional a treinta años y la obligación de satisfacer canon de ocupación en favor de la Administración del Estado con independencia del canon que la Comunidad Autónoma pudiera exigir.

La finalidad con la que la técnica adscriptoria ha sido concebida queda limitada a poner a disposición el demanio marítimo-terrestre necesario para que las Comunidades Autónomas puedan modificar, ampliar o construir puertos y vías de transporte de su competencia. Esta restricción con la que se configura la adscripción resulta, a nuestro juicio, excesiva. Lo deseable hubiera sido que se hubiese considerado como mecanismo para facilitar el ejercicio de otras competencias de las Comunidades Autónomas, y no únicamente de éstas, sino también de los municipios. Limitarla a aquellos supuestos supone que, en cuanto entren en juego otros títulos competenciales autonómicos, habrá de obtenerse concesión demanial para poder ejercitarlos. El carácter restrictivo de la adscripción ha de mantenerse, no obstante, respecto al objeto de la misma y a su contenido, debiendo, por una parte, entenderse únicamente referida a la parte del demanio marítimo-terrestre que el puerto o la vía de transporte ocupen, pero no a los terrenos adyacentes a dicho espacio y, por otra, dirigirse a preservar la integridad física y jurídica de dicho demanio, agotándose en este punto la intervención estatal.

Por lo demás, el ejercicio de las potestades de uso y aprovechamiento sobre los bienes adscritos por las Comunidades Autónomas encuentra su término en la producción de determinados supuestos que justifican la reversión de dichos bienes a la Administración del Estado. La reversión queda no obstante condicionada a que los bienes dejen de utilizarse para los fines a los que se adscribieron o sean necesarios para la activad económica o el interés general. Ha de matizarse en este sentido que, en el primero de los supuestos, la reversión se haría innecesaria si el nuevo destino fuera igualmente de competencia autonómica, y en el segundo que, la interpretación que se lleve a cabo de la necesidad para la actividad económica o el interés general, a pesar de ser llevada a cabo por el Estado, en ningún caso podrá suponer invasión de las competencias autonómicas.

Por todo lo dicho, la adscripción, concebida como técnica para hacer viable el ejercicio de competencias de titularidad de una Administración distinta a la titular del espacio físico sobre el que han de ejercitarse, se nos antoja como especialmente apropiada al fin descrito, por las posibilidades y resortes que ofrece. A nuestro juicio sería de interés considerar su extensión, como instrumento idóneo para hacer efectiva la deseable coordinación interadministrativa, a otros supuestos no previstos en aquella legislación  (91) .

X.  COMPETENCIAS SECTORIALES CUYO DESARROLLO SE PRODUCE EN LOS ESPACIOS MARINOS

1.  El mar como bien de dominio público y espacio para el desarrollo de las competencias autonómicas

La naturaleza jurídica del mar se determina en función de los distintos espacios que lo componen. Dependiendo de cual se trate, la titularidad del mismo corresponde al Estado ribereño o a la comunidad internacional, siendo, en cualquier caso, su titularidad pública  (92) . A estos efectos, los espacios marítimos, enumerados de tierra hacia el mar, son las aguas interiores, el mar territorial, la zona contigua, la zona económica exclusiva, la alta mar y la zona. La soberanía del Estado ribereño se extiende hasta el límite exterior del mar territorial -así como al espacio aéreo, a su lecho y subsuelo-, existiendo derechos soberanos o jurisdicción en la zona contigua y en la zona económica exclusiva  (93) . A partir del límite exterior de la zona económica comienza la alta mar, que queda abierta a todos los Estados, sean ribereños o sin litoral  (94) .

Partiendo de tierra, el mar territorial, y dentro de él, las aguas interiores, son el primero de los espacios que constituyen el mar. En el concepto de mar han de incluirse pues las aguas de los puertos y bahías cuyas costas pertenezcan a un solo Estado, lagos y ríos no internacionales, y mares interiores que pertenezcan igualmente a un sólo Estado. El límite interior del mar territorial vendrá constituido justamente por el límite exterior de la costa, denominada legalmente «ribera del mar» y que incluye, a su vez, la zona marítimo-terrestre y las playas  (95) . A sensu contrario, todas estas zonas deben considerarse excluidas del concepto de mar territorial. A modo de síntesis, y como pusiera de relieve la STS 28 febrero 1986, «el perímetro del territorio español está formado por las fronteras de los países vecinos y el borde exterior de la zona marítimo-terrestre -actualmente la ribera del mar-, que a su vez es la línea interior del mar territorial».

La Constitución española, en su art. 132, ha determinado el carácter de dominio público estatal del mar territorial y de los recursos naturales de la zona económica exclusiva y de la plataforma continental  (96) . En su virtud, la Ley de Costas y su Reglamento, tras reafirmar tal carácter, remiten su regulación a su legislación específica, actuando pues la legislación de costas como legislación general supletoria cuando aquélla no ofrezca respuestas suficientes. En este punto, debe aclararse que aquella legislación específica se ciñe a considerar el mar desde la perspectiva de la delimitación de los espacios marítimos a los efectos de dejar sentada la jurisdicción del Estado en los mismos  (97) . De ahí que en cuanto a su régimen jurídico haya de acudirse a aquella legislación supletoria que, por otra parte, no está pensada para dar respuesta a las peculiaridades que requiere un adecuado régimen de protección y utilización del mar, por lo que resultaría necesario abordar su regulación en un futuro que permitiera contemplar dicho régimen aportando mecanismos de coordinación y cooperación que permitieran una adecuada articulación de las competencias que sobre estos espacios concurren y que tendremos ocasión de exponer y que sólo parcialmente encuentran acomodo en la legislación de costas.

El adecuado análisis del tratamiento del entrecruzamiento competencial que se produce en relación a los espacios marítimos, pasa necesariamente por el esclarecimiento de su consideración, o no, como parte del territorio español. De una parte, si el mar es territorio, habrá de tomarse como un espacio en el que las distintas entidades públicas pueden ejercitar sus respectivas competencias, de modo que su carácter demanial no excluye que sobre este espacio puedan ejercitarse competencias materiales por entidades públicas distintas a las titulares del demanio. De otro modo, si se considera que el mar no es parte del territorio, las competencias de esas otras entidades se verían, cuanto menos, limitadas, pues como es sabido, el territorio es el soporte espacial del sistema de distribución de competencias, ciñéndose las competencias de las distintas entidades a su ámbito territorial. En todo caso, a lo señalado con anterioridad nos remitimos.

2.  La protección ambiental del mar

Desde la perspectiva de los Poderes públicos, y dentro de éstos de las Administraciones llamadas a garantizar la prevención y lucha contra aquélla, el origen de la contaminación se configura como criterio delimitador del título aplicable para el reparto de poder. En este sentido, cuando la contaminación tenga su origen en el propio mar, el sistema de reparto de competencias se separa del general previsto para la materia ambiental que es por otra parte el aplicable a la protección del medio marino cuando la contaminación tiene origen en tierra. Ello porque cuando los vertidos al mar provengan de buques o plataformas, se considera prevalente el título marina mercante, atribuido en exclusiva al Estado (art. 149.1.20 CE), que de esta manera desplaza al título ambiental, tal como ha dejado sentado también el Tribunal Constitucional en su STC 40/1998, de 19 de febrero, que resolvió los recursos de inconstitucionalidad interpuestos contra la LPEMM (98) . Por otra parte, cuando la procedencia del vertido lo sea de tierra, la competencia quedará compartida entre Estado y Comunidades Autónomas; siguiendo el esquema general del reparto de competencias en materia ambiental, al Estado corresponderá la competencia relativa a la legislación básica sobre protección del medio ambiente, y a las Comunidades Autónomas el desarrollo normativo y la ejecución de la legislación básica estatal así como el establecimiento de normas adicionales de protección  (99) . Sin perjuicio de la referencia explícita que algunos Estatutos de Autonomía hacen a la competencia de ejecución en materia de vertidos  (100) , como ya se ha señalado, dicha competencia ha de entenderse incluida en la función de ejecución de la protección del medio ambiente y por tanto asumida por todas las Comunidades Autónomas costeras, pues como pone de manifiesto el propio Tribunal Constitucional, no es más que una especificación de la competencia más amplia que todas las Comunidades Autónomas tienen para ejecutar la legislación del Estado sobre la protección del medio ambiente (STC 149/1991, de 4 de julio). En este punto, debe señalarse que, si la competencia en materia de vertidos no es más que una especificación de la competencia genérica en materia de protección ambiental y en relación a esta las Comunidades Autónomas cuentan con competencias de desarrollo legislativo y de ejecución, no hay obstáculo alguno para que se asuma, respecto de los vertidos, la competencia, no sólo de ejecución, sino también de desarrollo legislativo, tal como han hecho los Estatutos de Cataluña, Andalucía, Canarias y Asturias  (101) .

El régimen de los vertidos realizados desde tierra, como es sabido, encuentra su regulación en la legislación de costas que, en este punto, se configura como legislación básica ambiental (SSTC 149/1991 y 198/1991), por lo que al propio tiempo habrá de tenerse presente la normativa autonómica de desarrollo  (102) . Al objeto de delimitar la intervención de cada una de las Administraciones implicadas, la Ley de Costas, en el Título VI, establece, como competencias estatales, la elaboración y aprobación de las disposiciones sobre vertidos, así como la emisión de informe preceptivo y vinculante en relación a los planes y autorizaciones de vertidos industriales y contaminantes al mar desde tierra a efectos del cumplimiento de la legislación estatal y de la ocupación del dominio público marítimo-terrestre (arts. 110 y 112). Por su parte, y de forma genérica, establece el art. 114 de la Ley de Costas que las Comunidades Autónomas ejercerán las competencias que en materia de vertidos a mar tengan atribuidas en virtud de sus respectivos Estatutos. Por otra parte, el concreto régimen de las autorizaciones de vertidos se regula en los arts. 56 a 62 LC y concordantes del RC. Los vertidos, por tanto, se sujetan a autorización, sin perjuicio de la concesión de ocupación de dominio público, en su caso  (103) . En este punto el art. 110 LC establecía la competencia estatal para otorgar dicha autorización. Sin embargo, la STC 149/1991, de 4 de julio, declaró la inconstitucionalidad de dichas previsiones por considerar que vulneraban el sistema constitucional de distribución de competencias, determinando la competencia autonómica para el otorgamiento de la autorización y para la regulación del procedimiento de otorgamiento de la misma  (104) .

Por su parte, la protección del medio marino de la contaminación derivada del transporte marítimo se ha considerado inherente a la marina mercante, en relación a la cual el Estado ostenta competencias exclusivas (art. 149.1.20 CE). Tal inclusión se ha realizado a través de la delimitación del concepto de marina mercante que se hace en el art. 6 LPEMM, precepto que, entre las actividades que incluye, menciona, en la letra f): «La prevención de la contaminación producida desde buques, plataformas fijas y otras instalaciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y la protección del medio ambiente marino». La STC 40/1998, de 19 de febrero, consideró que tal atribución no resulta contraria a la competencia sobre vertidos de las Comunidades Autónomas costeras ya que ésta se limita a los realizados desde tierra y no a los que se llevan a cabo desde el mar, pues los preceptos estatutarios sobre la materia se refieren al mar territorial como lugar de recepción de los vertidos, no como origen de éstos. Utiliza en este sentido el Tribunal idéntico razonamiento al esgrimido por la STC 149/1991, de 4 de julio, recaída en torno a la LC y añade, a continuación que el art. 6.1.f LPEMM «se refiere a los vertidos realizados desde el propio mar, que son competencia del Estado y que, por tanto, pueden ser calificados por éste, a los efectos de la distribución interna de sus competencias como marina mercante, máxime cuando no se trata de una calificación artificial, sino que responde al concepto de marina mercante existente con anterioridad a la Constitución»  (105) .

3.  Pesca marítima, ordenación del sector pesquero, marisqueo, acuicultura e investigación oceanográfica

La pesca marítima presenta un esquema competencial complejo, por cuanto comprende, en puridad, diversas actividades relacionadas todas con la conservación, explotación y comercialización de los recursos pesqueros, y que comprenden no sólo la pesca marítima strictu sensu, sino también la ordenación del sector pesquero, la acuicultura, el marisqueo y la investigación oceanográfica. Desde esta perspectiva, puede afirmarse que la materia «pesca marítima» se encuentra compartida entre Estado y Comunidades Autónomas. Así, el art. 149.1.19.ª CE, después de señalar la competencia exclusiva del Estado en materia de pesca marítima, añade que esta competencia se ejercerá «sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las Comunidades Autónomas», que han asumido la competencia exclusiva en relación a la pesca en aguas interiores y de desarrollo legislativo y ejecución de la legislación básica estatal en materia de ordenación del sector pesquero. En materia de marisqueo y acuicultura, por su parte, todas las Comunidades Autónomas costeras, al amparo del art. 148.1.11.ª, han asumido la competencia exclusiva. Por lo que hace a la investigación oceanográfica, en virtud del art. 149.1.15 CE, corresponde al Estado la competencia exclusiva en materia de fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica, habiendo asumido todas las Comunidades Autónomas litorales la competencia en materia de fomento de la investigación, posibilidad prevista por el art. 148.1.17 CE. Finalmente la potestad sancionadora se caracteriza por tener un carácter adjetivo a la competencia material que analizamos, esto es, a la competencia en materia de pesca, ordenación del sector pesquero, marisqueo y acuicultura  (106) , siendo pues la Administración que ostente la competencia material la competente con relación al régimen sancionador que afecte a la respectiva materia.

3.1.  La pesca y la ordenación del sector pesquero

La delimitación entre la pesca y la ordenación del sector pesquero ha sido objeto de pronunciamiento por parte del Tribunal Constitucional desde fechas tempranas, al objeto de esclarecer el alcance de las competencias estatales y autonómicas  (107) . Puede afirmarse, tras la lectura de la Jurisprudencia constitucional recaída al efecto que la pesca marítima en sentido estricto hace referencia a la actividad extractiva de recursos pesqueros, comprendiendo las funciones relativas al ejercicio de la actividad y a la determinación de las especies y tamaños mínimos susceptibles de extracción  (108) .

La asunción de la competencia en materia de pesca marítima y en relación al desarrollo legislativo y ejecución en materia de ordenación del sector pesquero se hace en estos términos y de modo similar en los Estatutos de las Comunidades Autónomas costeras  (109) , exceptuando los supuestos representados por Estatutos catalán y andaluz, que, tras las últimas reformas realizadas, han delimitado y detallado el contenido de la competencia autonómica en los siguientes términos.

Por lo que hace la pesca marítima, además de la competencia exclusiva en materia de la pesca marítima en aguas interiores, en los arts. 119.2 EA Cataluña y 48.2 EA Andalucía se asume la competencia exclusiva en relación a la pesca recreativa, también en aguas interiores  (110) . En el Estatutos catalán, además, se asume la competencia exclusiva en relación a la regulación y gestión de los recursos pesqueros y a la delimitación de los espacios protegidos y en el caso andaluz las relativas a almadraba y pesca con artes menores. Interpretados los contenidos de los preceptos citados de acuerdo con la doctrina constitucional expuesta, deberán entenderse, en lo que de detalle contienen respecto de la pesca marítima, como actividades de competencia autonómica cuando aquella se desarrolle en aguas interiores pues, en otro caso, se tratará de actividades que, por desarrollarse fuera del ámbito espacial de competencia autonómica, corresponderán al Estado.

En relación al sector pesquero, en los arts. 119.4 EA Cataluña y 48.3 y 4 EA Andalucía, tras asumirse la competencia compartida en materia de ordenación del sector pesquero, se delimita el alcance de esta competencia. En el caso del Estatuto catalán especificándose que dicha competencia incluye «en todo caso, la ordenación y las medidas administrativas de ejecución relativas a las condiciones profesionales para el ejercicio de la pesca, la construcción, la seguridad y el registro oficial de barcos, cofradías de pescadores y lonjas de contratación». En el Estatuto andaluz, por su parte, detallando los contenidos de la competencia, que comprende «lo relativo a las condiciones profesionales para el ejercicio de la pesca, construcción, seguridad y registro de barcos, lonjas de contratación, y la formación, promoción y protección social de los pescadores y trabajadores de la pesca», y asumiéndose, de manera separada, la competencia compartida en relación a la planificación del sector pesquero.

Es de interés señalar la referencia expresa que a las rías se hace en el art. 27.15 EA Galicia  (111) . Entendemos que no era necesaria la aclaración, pues de la delimitación de los espacios marítimos contenida en la normativa internacional e interna más atrás citada, es claro que las rías entro dentro del concepto de aguas interiores. Cuestión distinta es que, por las peculiaridades propias de la geografía gallega, se haya querido aclarar para delimitar con exactitud el alcance de la competencia autonómica.

Por lo demás, debe hacerse notar que el espacio físico, como ya se señaló, se configura como criterio delimitador de las competencias estatales y autonómicas en relación a la pesca marítima, pero no en lo que se refiere a la ordenación del sector pesquero, materia en la que las competencias son compartidas entre el Estado y las Comunidades Autónomas con independencia del espacio físico en el que se desarrollen.

En relación a estas materias y, en particular, a la pesca, la utilización del dominio público marítimo-terrestre que requiere su desarrollo no ha conllevado, sin embargo, la articulación de un régimen específico de utilización del mismo. De ahí que los problemas competenciales, en lo que se refiere al aspecto concreto de la titularidad demanial no se hayan producido. Distinto es el caso del marisqueo y, muy en especial, el de la acuicultura sobre la que el Tribunal Constitucional ha sentado ciertos pronunciamientos al respecto.

3.2.  El marisqueo y la acuicultura

En materia de marisqueo y acuicultura todas las Comunidades Autónomas han asumido la competencia exclusiva, de acuerdo con lo establecido en el art. 148.1.11 CE (112) . De la lectura del precepto constitucional y de los Estatutos de Autonomía puede concluirse que, en ambos casos, el ámbito físico de esta competencia no se ciñe a las aguas interiores, tal como ha confirmado el propio Tribunal Constitucional  (113) , por lo que las competencias autonómicas habrán de articularse, también en estos supuestos, con la titularidad estatal del dominio público en el que han de desarrollarse  (114) .

El título demanial, exigible con independencia del título que habilite la actividad, genera además una problemática específica. Si existe consenso en su exigencia, las dificultades surgen por un diverso entendimiento de los cauces formales para su obtención. En efecto, es común en la normativa autonómica la afirmación de que la autorización o, en su caso, concesión de cultivos marinos habrá de obtenerse sin perjuicio de la obtención del título habilitante para la ocupación del dominio público marítimo-terrestre  (115) . Esta remisión, sin embargo, no es a nuestro juicio determinante de la necesidad de obtención del título demanial, pues su exigencia lo es por razón de lo dispuesto en la legislación de costas con independencia de que la normativa reguladora de la actividad que nos ocupa haga expresa mención a ella  (116) .

Cuestión distinta es, como hemos apuntado, la relativa a los cauces a través de los que ha de obtenerse dicho título habilitante, y en concreto, la competencia para su otorgamiento y el procedimiento a través del cual dicho otorgamiento debe tramitarse. Que la competencia para el otorgamiento de la autorización o concesión que permitan la utilización o el aprovechamiento del espacio de dominio público marítimo-terrestre necesario para el desarrollo de la actividad acuícola corresponde a la Administración del Estado es una afirmación que debe hacerse a partir de las determinaciones de la legislación de costas. La legislación de costas, sin embargo, al objeto de evitar al particular trámites innecesarios originados por la duplicidad de títulos jurídicos, ha introducido un sistema que pretende integrar procedimientos, aunque, a nuestro juicio, lo ha hecho con dudoso acierto y confusa regulación.

En efecto, el art. 112.d) LC estableció la competencia de la Administración del Estado para emitir, con carácter preceptivo y vinculante, informe en los casos de concesiones y autorizaciones para cultivos marinos, que deberá ir dirigido a la idoneidad de la ocupación de tal dominio y en cuanto tal, condicionará el otorgamiento del título habilitante de la actividad siempre que se dicte basándose en el ejercicio de facultades propias, pues sólo en este caso vinculará a la Administración autonómica  (117) . De esta redacción, determinadas Comunidades Autónomas han deducido que la competencia para el otorgamiento de las autorizaciones y concesiones demaniales, es autonómica, sin perjuicio del informe estatal  (118) .

Sin embargo debe acudirse al desarrollo reglamentario del precepto para comprobar que esto no es exactamente así. De acuerdo con el apartado cuarto del art. 205 RC, que desarrolla el art. 112 LC, este informe supondrá el otorgamiento de la autorización de dominio público marítimo-terrestre cuando no se den los supuestos del art. 129 RC, esto es, cuando no se trate de ocupación con obras o instalaciones no desmontables, supuestos en los que se requiere concesión. Parece pues que lo que se quiere decir es que el informe sustituirá a la autorización, de ahí que, cuando el uso requiera concesión demanial, además del informe emitido haya de solicitarse ésta.

Al respecto, el art. 150 RC unificó el procedimiento de tramitación en aquellos casos en los que el otorgamiento de autorizaciones o concesiones de competencia autonómica requiriera autorización o concesión demanial. A tales efectos encomienda la tramitación a la Comunidad Autónoma, que debería recabar los oportunos informes, entre ellos el de la Administración del Estado, informe que supondría la conformidad inicial por parte de ésta -debe interpretarse que en el caso de que el título necesario sea una concesión, puesto que, según lo que se ha señalado anteriormente, el informe, en el supuesto de instalaciones no desmontables supone el otorgamiento de la autorización-. Posteriormente, el Ministerio de Medio Ambiente se pronunciaría sobre el otorgamiento de la concesión para que posteriormente el órgano competente autonómico otorgara el título de su competencia  (119) . Por tanto, consideramos que, sin perjuicio de la unificación de procedimientos que supone el art. 150 RC  (120) , será necesario, en el supuesto de instalaciones fijas, el otorgamiento de la concesión demanial como título de ocupación previo al que habilite el ejercicio de la actividad acuícola  (121) . Tal estado de cosas implica, obviamente, una complejidad innecesaria de procedimientos que bien podría ser revisada en aras de una mayor agilidad en la gestión  (122) .

4.  Marina mercante

El art. 149.1.20 CE atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de marina mercante, abanderamiento de buques, iluminación de costas y señalización marítima. Para entender el alcance de tal atribución ha de estarse, necesariamente, a lo que el legislador estatal ha definido como marina mercante. A estos efectos, el art. 6.1 LPEMM estructura la marina mercante en torno a tres grandes ejes: la seguridad marítima, la protección del medio marino y la garantía de las comunicaciones marítimas  (123) .

Ello porque muchas de las funciones señaladas en el art. 6.1 LPEMM son reconducibles a uno de estos ejes, siendo, por otra parte la mayoría de ellas encuadrables en el primero de los ejes enunciados, en su doble vertiente de seguridad de la navegación y de la vida humana en el mar. En concreto, forman parte de la marina mercante, según el precepto citado, a) la actividad de transporte marítimo, exceptuando el que se lleva a cabo exclusivamente entre puertos o puntos de una misma Comunidad Autónoma, que tenga competencias en esta materia, sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales; b) la ordenación y el control de la flota civil española; c) la seguridad de la navegación y de la vida humana en la mar; d) la seguridad marítima, incluyendo la habilitación para el ejercicio del servicio de practicaje y la determinación de los servicios necesarios de remolque portuario, así como la disponibilidad de ambos en caso de emergencia; e) el salvamento marítimo, en los términos previstos en el art. 87 LPEMM; f) la prevención de la contaminación producida desde buques, plataformas fijas y otras instalaciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y la protección del medio ambiente marino; g) la inspección técnica y operativa de buques, tripulaciones y mercancías; h) la ordenación del tráfico y las comunicaciones marítimas; i) el control de situación, abanderamiento y registro de buques civiles, así como su despacho, sin perjuicio de las preceptivas autorizaciones previas que correspondan a otras Autoridades; j) la garantía del cumplimiento de las obligaciones en materia de defensa nacional y protección civil en la mar; k)cualquier otro servicio marítimo atribuido por Ley a la Administración regulada en el Capítulo II del Título III de la Ley. De acuerdo con todo ello, el art. 149.1.20 CE incluye, junto a la marina mercante, otras funciones que, sin embargo, no son diferenciables aquella, resultando especies del género, según el concepto de marina mercante expuesto más atrás: tanto el abanderamiento de buques como los servicios de señalización marítima forman parte de la misma, aunque el legislador estatal haya encomendado la gestión, el control y la inspección de estos últimos servicios a las entidades a las que se asignan las funciones en materia de puertos, las entidades portuarias.

Desde la perspectiva del alcance de la competencia estatal, la atribución en exclusiva de la misma lleva a entender, en una primera aproximación, que al Estado corresponden todas las funciones, legislativas y ejecutivas, inherentes a la materia marina mercante. Sin embargo, esta aseveración ha de ser matizada, pues del bloque de la constitucionalidad se llega a otra conclusión respecto a algunos de los contenidos que, de acuerdo con el art. 6 LPEMM, entran dentro del concepto legal de marina mercante. En concreto requieren ciertas aclaraciones, por haber asumido las Comunidades Autónomas competencias en materias que se comprenderían dentro del concepto de marina mercante señalado y que, necesariamente han desarrollarse en el demanio marítimo, las funciones relativas al transporte marítimo y al salvamento marítimo -a la protección del medio marino ya nos hemos referido-.

4.1.  Competencias autonómicas en materia de transporte marítimo

Las Comunidades Autónomas cuentan con competencias exclusivas en relación al transporte marítimo, limitándose en este caso al que tenga lugar entre puntos o puertos de la misma Comunidad Autónoma, pues los Estatutos de Autonomía de todas las Comunidades Autónomas costeras han asumido la competencia en relación al transporte marítimo «intracomunitario», con la única excepción del Estatuto de Galicia, Comunidad que, sin embargo, se equipara a las restantes a través de una transferencia de competencias realizada mediante la vía prevista en el art. 150 CE. De ahí que, el art. 6.1.a) LPEMM considerara el transporte marítimo como parte de la marina mercante, «exceptuando el que se lleva a cabo exclusivamente entre puertos o puntos de una misma Comunidad Autónoma, que tenga competencias en esta materia, sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales».

Tal exclusión se realiza por el legislador a efectos competenciales. Ahora bien, entendemos que se trata de una exclusión artificial, por cuanto parece excesivamente forzado mantener que el transporte marítimo sólo es marina mercante si se realiza -o si no se realiza, como es el caso- en un ámbito espacial determinado. La exclusión podría, incluso, tildarse de innecesaria -como no ha sido necesario excluir del concepto de marina mercante la ejecución del salvamento marítimo, por más que las Comunidades Autónomas costeras, como se expondrá, hayan asumido tal competencia-, pues podrían haberse utilizado otros mecanismos para expresar el respeto del ejercicio por parte de las Comunidades Autónomas de sus competencias. De ahí que mantengamos que la competencia en materia de marina mercante es una competencia compartida, al menos, en algunos de sus aspectos, como el que nos ocupa  (124) .

En general, la mayoría de los Estatutos de las Comunidades Autónomas costeras se expresan en términos similares, asumiéndose en todos ellos la competencia exclusiva -por tanto legislativa y de ejecución- en relación al transporte marítimo que tenga lugar exclusivamente entre puntos o puertos de la Comunidad Autónoma, siempre que se desarrolle sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales  (125) . Presentan, sin embargo, alguna peculiaridad digna de mención los casos de los Estatutos valenciano, catalán y andaluz.

En el primero de los supuestos mencionados, el art. 49.1.15 EA Valencia establece la competencia exclusiva de la Generalitat en materia de transportes marítimos, sin especificar el ámbito espacial de este, como hacen los Estatutos señalados con anterioridad. La competencia autonómica se sujeta de manera expresa en el precepto citado, al límite de las competencias estatales establecidas en las reglas 20 y 21 del art. 149  (126) . El problema es que en dichas reglas tampoco se define el ámbito espacial de la competencia estatal: ya se ha señalado como el art. 149.1.20 atribuye al Estado, en exclusiva, la competencia relativa a la marina mercante y que lo propio hace el art. 149.1.21 en relación al régimen general de comunicaciones. Ni de la Constitución ni del Estatuto de Autonomía valenciano puede inferirse, pues, el alcance de la competencia autonómica, debiendo estarse, en este supuesto, al que se ha determinado en el art. 6.1.a) LPEMM. En el caso de Valencia, hubiera sido preferible una redacción más adecuada del precepto estatutario, similar a la que han utilizado otras Comunidades Autónomas costeras. En cualquier caso, puede concluirse que, por esta vía indirecta que representa la LPEMM, Valencia se equipara al resto de las Comunidades Autónomas costeras en cuanto a sus competencias en materia de transporte marítimo.

Interesa también resaltar la regulación contenida en el Estatuto de Autonomía de Cataluña, en este caso, por el detalle al que llega, determinando el concreto alcance de la competencia autonómica. En este sentido, el art. 169.6 EA Cataluña, tras establecer la competencia exclusiva de la Generalitat en relación al transporte marítimo que transcurra íntegramente por Cataluña respetando las competencias del Estado en marina mercante y puertos, especifica que tal competencia incluye: a) la regulación, la planificación y la gestión del transporte marítimo de pasajeros; b) la intervención administrativa por la prestación de los servicios y el ejercicio de las actividades que tengan relación con el transporte marítimo; c) los requisitos para el ejercicio de la actividad. Sin embargo, y sin desconocer lo positivo que pueda resultar concretar el alcance de la competencia autonómica, debe señalarse que la competencia para regular el transporte marítimo no tiene por qué entenderse limitada al transporte de pasajeros, sino que también podrá alcanzar al transporte de mercancías, pues el límite de la competencia autonómica no viene determinado por el criterio del tipo de transporte que realice el buque, sino, como sabemos, por el del ámbito espacial en el que dicho transporte se desarrolle. De ahí que pueda afirmarse que la competencia de la Generalitat, de acuerdo con la competencia genérica asumida, abarca más funciones de las que expresamente se han especificado en el Estatuto.

Finalmente, el art. 64.1.2 EA Andalucía, en relación, justamente, al ámbito espacial al que limita la competencia autonómica sobre el transporte marítimo, introduce un factor de confusión, al atribuir a la Comunidad Autónoma, la competencia exclusiva sobre el transporte marítimo de personas y mercancías «que transcurra íntegramente dentro de las aguas de Andalucía». El precepto no toma en consideración el punto de origen y de destino del transporte como criterio limitador de la competencia autonómica, sino el de las aguas por las que transcurra, señalando que habrán de ser las aguas de Andalucía. Salvando, si es posible, el grave obstáculo que supone que no existe un concepto de aguas de una Comunidad Autónoma -salvo que deban entenderse por tales las territoriales adyacentes a la misma-, el problema que el precepto presenta es que podría llegarse al absurdo, si se tiene presente que la navegación puede tener lugar en aguas no territoriales, de que la competencia en relación a este transporte no correspondería a la Comunidad Autónoma, aunque tuviere lugar entre puntos de la misma, si se a lo largo de su recorrido, la navegación se hiciera penetrando en algún momento en aguas no autonómicas  (127) .

Con las especificaciones realizadas, puede afirmarse que, con carácter general y sentada la competencia autonómica en relación al transporte marítimo «intracomunitario», al Estado corresponde la competencia en materia de transporte marítimo, cuando este no tenga lugar entre puertos situados en la misma Comunidad Autónoma y siempre que se realice sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales, siendo las funciones inherentes a tal competencia legislativas y de ejecución. Por su parte, la competencia autonómica se asume con idéntico alcance, comprendiendo, pues, competencias legislativas y ejecutivas.

4.2.  Competencias autonómicas en materia de salvamento marítimo

También se han asumido competencias en materia de salvamento marítimo por parte de todas las Comunidades Autónomas costeras, en concreto las competencias de ejecución  (128) . De ahí que, sin perjuicio de que la materia se encuentre comprendida dentro del concepto legal de marina mercante exart. 6 LPEMM, la disposición adicional decimonovena LPEMM, que fue introducida por la Ley 62/1997, establezca que: «Corresponderá a las Comunidades Autónomas que así lo hubieran asumido en sus respectivos Estatutos de Autonomía la ejecución de la legislación del Estado en materia de salvamento marítimo en las aguas territoriales correspondientes a su litoral»  (129) . Esta competencia, en virtud de lo dispuesto en la disposición adicional vigésima -que también se añadió por la Ley 62/1997-, comprende igualmente el ejercicio de la potestad sancionadora.

La inclusión en el art. 6.1.e) LPEMM del salvamento como parte de la marina mercante no vulnera, de por sí, las competencias autonómicas de ejecución. Cuestión distinta es el análisis de los preceptos de la LPEMM que, en desarrollo del art. 6.1.e) establecen las concretas funciones de la Administración estatal en relación a la prestación del servicio público de salvamento marítimo y lucha contra la contaminación  (130) . Algunos de esos preceptos parecen apuntar el ejercicio de funciones ejecutivas por parte del Estado en materia de salvamento marítimo.

Así, el art. 87 LPEMM, al declarar el salvamento de la vida humana en la mar y la lucha contra la contaminación del medio marino como servicio público, determina que este se prestará por la Administración del Estado, así como por las restantes Administraciones Públicas competentes «de acuerdo con el principio de coordinación, instrumentado a través de los planes y programas correspondientes que contemplarán de forma integrada las actuaciones de cada Administración, así como los medios para desarrollarlas con independencia de su titularidad, de su adscripción funcional o de su localización territorial». A este respecto, Tribunal Constitucional, evocando las SSTC 133/1990 y 118/1996, consideró que: «La dimensión que pueden adquirir algunos siniestros en el mar y la exigencia de una intervención inmediata de todo tipo de recursos y medios dependientes de diversas entidades justifica la intervención del Estado al objeto de garantizar, como acaba de indicarse, una dirección y organización unitarias o, cuanto menos, una coordinación y actuación conjunta de los diversos servicios y Administraciones implicadas, ya que puede estar en juego un interés nacional y supracomunitario» (FJ 52). De ahí que la STC 40/1998 no considerara inconstitucional la mera alusión genérica a la idea de coordinación apuntada en el art. 87.1 LPEMM por no suponer en modo alguno atribución al Estado de concretas facultades ejecutivas  (131) .

Distinta es la conclusión a la que llega el Alto Tribunal en relación al tercer párrafo del mismo art. 87.3 LPEMM. En el precepto se determinaban las formas de gestión del servicio, estableciéndose que, en desarrollo de los programas sectoriales y territoriales de salvamento marítimo y lucha contra la contaminación marina, la Administración del Estado podría realizar la actividad directamente con personal y medios propios o adscritos a la misma, o bien mediante contratos con Empresas, públicas o privadas, o convenios con Entidades de carácter no lucrativo. Este párrafo fue declarado contrario al orden constitucional de competencias y por ello inconstitucional y nulo por la STC 40/1998, por cuanto atribuía al Estado competencias meramente ejecutivas en materia de salvamento marítimo. Sin embargo, en mi opinión, habría de haberse tomado en consideración que el servicio público en cuestión comprende no sólo el salvamento marítimo, sino otras facetas -la lucha contra la contaminación o el control del tráfico marítimo- respecto de las que el Estado sí ostenta competencias de ejecución y, por tanto, haberse mantenido la constitucionalidad del precepto, supeditándola a la interpretación correspondiente.

Por otra parte, el servicio público de salvamento y lucha contra la contaminación se encomienda, en lo que hace a su prestación por parte del Estado, a una entidad instrumental adscrita a la Administración del Estado, la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima, cuyo objeto se determina en el art. 90 LPEMM, en cuya virtud, corresponde a dicha Sociedad «la prestación de servicios de búsqueda, rescate y salvamento marítimo, de control y ayuda del tráfico marítimo, de prevención y lucha contra la contaminación del medio marino, de remolque y embarcaciones auxiliares, así como la de aquellos complementarios de los anteriores». La STC 40/1998, al analizar el art. 90 LPEMM, razona que si bien la dicción del precepto pudiera concluirse que se asignan al Estado funciones ejecutivas de las que carece, «en la medida en que se entienda -como, por otra parte, parece obligado- que la Sociedad no podrá ejercer sino aquellas funciones que correspondan al Estado -es decir, funciones de coordinación en la búsqueda, rescate y salvamento marítimo-, el precepto es también una norma de distribución de competencias en el seno de la organización estatal y, por ello, sin ninguna incidencia en el ámbito competencial de las Comunidades Autónomas».

4.3.  La señalización marítima

Entre los contenidos de la competencia atribuida al Estado por el art. 149.1.20 CE se encuentra la señalización marítima, cuyas referencias, en la LPEMM, deben buscarse en la parte de la misma que regula los puertos, en la que se atribuyen las funciones relativas a la señalización marítima a las entidades instrumentales a las que se encomienda la gestión del sistema portuario estatal, esto es, a las Autoridades Portuarias y a Puertos del Estado. Ahora bien, debe tenerse presente que tales instalaciones pueden ubicarse fuera de la zona de servicio de los puertos estatales y, en particular, en puertos de titularidad autonómica.

En la legislación de puertos, la señalización marítima se califica como un servicio portuario, estableciéndose su régimen en el art. 91 LREP en el que se clarifican las funciones que han de desarrollar en relación a este servicio tanto Puertos del Estado como las Autoridades Portuarias y se incluyen determinaciones dirigidas a establecer mecanismos de coordinación en relación a las instalaciones de señalización marítima que corresponda gestionar a otras Administraciones públicas por razón de otros títulos competenciales (v.gr., puertos, cultivos marinos). El servicio regulado en la LREP tiene como objeto «la instalación, mantenimiento, control e inspección de las ayudas destinadas a mejorar la seguridad de la navegación por el mar litoral español, confirmar la posición de buques en navegación y facilitar sus movimientos»  (132) , determinándose en el art. 91.2 LREP las actividades que, en cualquier caso, quedan excluidas de tal objeto:


	
a. El servicio portuario general de señalización, balizamiento y otras ayudas a la navegación que sirven de aproximación y acceso a los puertos de titularidad estatal y su balizamiento interior. 

	
b. La instalación y mantenimiento de las ayudas a la navegación marítima que sirven de aproximación y acceso del buque a los puertos marítimos de competencia de las comunidades autónomas y el balizamiento de su zona de servicio. Cuando alguno de los dispositivos deba situarse fuera de la zona de servicio del puerto, la comunidad autónoma deberá solicitar, en su caso, el correspondiente título para la utilización del dominio público marítimo-terrestre. 

	
c. La instalación y mantenimiento del balizamiento de instalaciones de las Administraciones públicas o de organismos dependientes de ellas. 

	
d. La instalación y mantenimiento del balizamiento de instalaciones otorgadas en concesión o autorización, incluidas las destinadas a cultivos marinos y emisarios submarinos. 

	
e. El servicio de balizamiento de las zonas de baño y de lanzamiento y varada de artefactos flotantes de recreo en las playas. 

	
f. El servicio de control y ayuda del tráfico marítimo que corresponda prestar a la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima. 



A la vista de la relación expuesta puede apreciarse que existen instalaciones de señalización marítima que gestionan las Comunidades Autónomas, al ubicarse en instalaciones en relación a las que ostentan la competencia material, en especial, aquéllas relativas a puertos o cultivos marinos. El legislador estatal es consciente de la necesidad de coordinación interadministrativa en esta materia, introduciendo mecanismos dirigidos a garantizar el cumplimiento del principio con carácter general, para todas aquellas instalaciones de competencia autonómica que requieran de estructuras de señalización marítima y, en particular, para las instalaciones de cultivos marinos  (133) .

5.  Instalaciones eólicas marinas

En el intento de armonizar todos los intereses en juego, el Real Decreto 1028/2007, de 20 de julio, por el que se establece el procedimiento administrativo para la tramitación de las solicitudes de autorización de instalaciones de generación eléctrica en el mar territorial, regula, en relación a los proyectos de generación eléctrica en el mar, un procedimiento que da cabida a una pluralidad de Administraciones -y órganos administrativos de una misma Administración, incluso- intervinientes.

La regulación contenida en dicho Real Decreto, se asienta en una premisa de partida: la competencia estatal en relación a las autorizaciones administrativas para el otorgamiento de la autorización administrativa para la construcción, explotación, modificación sustancial, transmisión y cierre de las instalaciones de generación eléctrica que se encuentren ubicadas en el mar, de acuerdo con la concreción que al respecto se realiza en el art. 4 del Real Decreto 661/2007, de 25 de mayo, por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica en régimen especial. Esta concreción, sin embargo, resulta dudosa desde el punto de vista de la distribución constitucional de competencias, según lo que se ha señalado más atrás, pues se trata de una delimitación de competencias en función del espacio físico que si bien no está claro que derive del bloque de la constitucionalidad, cuanto menos, habría que haber utilizado la doctrina de la suficiencia de rango que impone el Tribunal Constitucional y que, a nuestro modo de ver, no se cumple.

En efecto, siendo el punto de partida, desde la perspectiva de los límites espaciales de la competencia autonómica el art. 149.1.22 CE, en cuya virtud, el Estado ostenta competencias exclusiva en relación a la autorización de las instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial, el tenor de dicho precepto permitía, en nuestra opinión, que se hubiese asumido la competencia autonómica en relación a la autorización de este tipo de instalaciones cuando se ubicasen en el mar, entendido éste como ámbito territorial, también, autonómico. Siendo esto así, en los Estatutos, sin embargo, no se ha asumido expresamente la competencia sobre estas autorizaciones cuando la instalación se ubique en el mar, aunque en la mayoría de los supuestos cabría realizar una interpretación de las redacciones utilizadas en ese sentido.

Hay un conjunto de Estatutos de Comunidades Autónomas costeras que limita la competencia exclusiva autonómica en relación a las instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, en los casos en los que el transporte no salga de la Comunidad y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autónoma (vid., arts. 10.11 EA País Vasco; 30.35 EA Baleares, 49.1.16 EA Valencia; 10.1.32 EA Asturias; 24.31 EA Cantabria; 10.28 EA Murcia: 27.13 EA Galicia). Esta redacción permitiría entender la competencia en relación a las instalaciones que se ubicaran en el mar adyacente a la costa de las Comunidades Autónomas, por no decirse expresamente otra cosa. A la misma conclusión cabría llegar de la lectura del art. 30.26 Canarias, que establece, sin límites, la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma, por lo que habría que interpretarla en el marco del art. 149.1.22 CE. En el caso del Estatuto de Andalucía, sin embargo, es difícil mantener la competencia en relación a este tipo de instalaciones cuando se ubiquen en el mar, dada la limitación expresa a que el transporte de energía transcurra íntegramente por el territorio de Andalucía y su aprovechamiento no afecte a otro territorio (vid., art. 49.1.b EA Andalucía), y junto a ella, la definición de territorio que se contiene en el art. 2 del mismo Estatuto, que lo equipara a la suma de los términos provinciales, que como ya se ha señalado, no comprende el mar. La misma limitación se contiene en el art. 133 EA Cataluña, aunque la conclusión, respecto al alcance espacial de la competencia puede ser distinta, pues el art. 9 EA Cataluña define el territorio como «el que corresponde a los límites geográficos y administrativos de la Generalitat en el momento de la entrada en vigor del presente Estatuto», definición en la que cabría entender incluido el mar hasta donde alcance la soberanía del Estado español.

No es esta sin embargo la conclusión a la que se llega tras la lectura del art. 4 del Real Decreto 661/2007, de 25 de mayo, por el que se regula la actividad de producción de energía eléctrica en régimen especial, que establece un reparto competencial que parte de la competencia autonómica para la autorización de este tipo de instalaciones, excepcionando, no obstante, los supuestos en los que la Comunidad Autónoma donde esté ubicada la instalación no cuente con competencias en la materia, cuando la potencia instalada supere los 50 MW o cuando las instalaciones estén ubicadas en más de una Comunidad Autónoma o en el mar, en cuyo caso, la competencia se atribuye al Estado. El mar, pues, se utiliza en el Real Decreto como criterio delimitador de competencias.

Y esto es una novedad respecto de la ley de cobertura, la ya citada Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, en cuyo art. 3.2.a) se establece la competencia estatal respecto de las autorizaciones de instalaciones «eléctricas de generación de potencia eléctrica instalada superior a 50 MW eléctricos, las de transporte secundario y distribución que excedan del ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, y todas las instalaciones de transporte primario». El exceso que a nuestro modo de ver supone la concreción del reparto competencial que, al fin y al cabo, realiza el Real Decreto 661/2007, por su naturaleza meramente reglamentaria, contradice la conocida doctrina de la suficiencia de rango exigida para la concreción del reparto de competencias por parte del Tribunal Constitucional (podría también plantearse si no hay una contradicción por cuanto podría entenderse, incluso, que el mar es parte del ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, en los términos expresados en la Ley 54/1997). En definitiva, entendemos que, si del bloque de la constitucionalidad no queda claro si la competencia autonómica para la autorización de este tipo de instalaciones se extiende al mar, como mínimo, habría de haberse concretado en una norma con rango de ley.

Bajo esta premisa, el Real Decreto 1028/2007, de 20 de julio, por el que se establece el procedimiento administrativo para la tramitación de las solicitudes de autorización de instalaciones de generación eléctrica en el mar territorial tiene por objeto la introducción de una regulación única que contemple en su totalidad el procedimiento de otorgamiento de las autorizaciones de instalaciones de generación de electricidad que se ubiquen en el mar. La necesidad de la coordinación administrativa es, como ya expusimos, indiscutible, dada la diversidad de intereses en juego. Cuestión distinta es la opinión que nos pueda merecer la forma en qué se hace y el título en el que se ampara la competencia estatal, que bien podría haberse justificado en la necesidad de que el Estado garantice la coordinación, a la vista de la necesidad de que intervengan diversas entidades, y «la actuación conjunta de los diversos servicios y Administraciones implicadas, ya que puede estar en juego un interés nacional y supracomunitario»  (134) .

El Real Decreto 1028/2007 tras sujetar estas instalaciones al régimen establecido en la legislación de costas  (135)  y aclarar los órganos competentes de la Administración del Estado para el otorgamiento de las distintas autorizaciones y concesiones concurrentes  (136) , establece, más que un procedimiento, el orden temporal de los distintos procedimientos que darán como resultado el conjunto de actos administrativos necesarios para el inicio de la actividad. Para ello, y a los efectos del propio reglamento, se divide el dominio público marítimo-terrestre en áreas eólicas marinas (art. 5).

La concatenación de procedimientos diseñada es, muy brevemente, la que sigue:


	
· Solicitud de reserva de zona para la realización de estudios previos a la solicitud de autorización de un parque eólico (art. 7). 

	
· Caracterización de área eólica marina (art. 9), requisito previo al acuerdo de iniciación del procedimiento de concurrencia y que se formaliza en un documento en el que se recopilan todos los informes emitidos por las Instituciones afectadas en relación con las previsibles afecciones que la instalación de un potencial parque eólico marino podría tener sobre el entorno que le rodea. Su objeto resulta de gran interés, por cuanto lo que se pretende con este documento, es determinar la incidencia que el proyecto eólico marino pueda tener sobre la diversidad de intereses que convergen, como puede verse tras la lectura del art. 10, en el que se determina el contenido de dicha caracterización, no son sólo ambientales, sino de todo tipo  (137) . 

	
· Procedimiento de concurrencia, regulado en los arts. 14 a 18. 

	
· Otorgamiento de la reserva de zona, que se atribuirá al solicitante que obtenga resolución favorable en el procedimiento de concurrencia. 

	
· Evaluación de impacto ambiental, de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de evaluación de impacto ambiental y su normativa de desarrollo. 

	
· Obtención del título de ocupación del dominio público marítimo-terrestre o portuario, que requerirá autorización de la Dirección General de la Marina Mercante, del Ministerio de Fomento, cuando puedan verse afectadas la seguridad marítima, de la navegación y de la vida humana en la mar  (138) . 

	
· Autorización de la instalación, regulada en los arts. 24 y ss. 

	
· Autorización administrativa del anteproyecto de la instalación, aprobación del proyecto de ejecución y autorización de explotación de la instalación  (139) . 



En el procedimiento descrito, se echa en falta una auténtica consideración de los intereses que convergen en el mar. Más concretamente, la exigencia de autorización de la Dirección General de la Marina Mercante se hace en términos excesivamente vagos, siendo muchos los intereses que habrían de salvaguardarse -todos los que componen en el concepto, más atrás expuesto, de marina mercante de acuerdo con lo establecido en el art. 6 LPEMM- y que rara vez no se van a ver afectados por la implantación de una instalación como las que nos ocupan. El balizamiento y la señalización marítima, el control del tráfico marítimo, v.gr., son parte de la marina mercante que en el art. 6 LPEMM se diferencian de los valores expresamente mencionados en el art. 30 del Real Decreto 1028/2007 y que debieran también tomarse en consideración en el procedimiento complejo de autorización de una instalación de energía eólica marina. Por todo ello, entendemos que el informe o la autorización, en su caso, del órgano al que se atribuye el ejercicio de las competencias estatales en esta materia debería ser preceptivo en el procedimiento de tramitación de una instalación de energía eólica en el mar.






	 (1) 

	La promulgación de la Ley 22/1988, de costas provocó diversos estudios sobre el régimen de distribución de competencias en materia demanial. Así, pueden verse Beladiez Rojo, M., «Problemas competenciales sobre la zona marítimo-terrestre y las playas», en la obra colectiva Estudios sobre la Constitución española en homenaje al Prof. Eduardo García de Enterría, págs. 3677 y ss.; Menéndez Rexach, A., «El dominio público marítimo-terrestre como régimen jurídico de especial protección», en la Revista de Estudios Autonómicos, n.º 22; Meilán Gil, J. L., «Comunidades Autónomas y dominio público marítimo-terrestre. El Proyecto de Ley de Costas», en la Revista de Derecho Urbanístico, n.º 108, pág. 421, Montoro Chiner, M.ª J., «La Ley de Costas. ¿Un proyecto viable?» en la Revista Española de Derecho Administrativo, n.º 58, pág. 190 y Noguera De La Muela, B., «Las competencias estatales y autonómicas en la Ley de costas de 1988», en la Revista Vasca de Administración Pública, n.º 30 (1991), págs. 105 y ss.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	El BOE de 6 de agosto de 2009 publica la admisión a trámite del Recurso de inconstitucionalidad n.º 6964-2009, en relación con diversos preceptos de la Ley de la Comunidad Autónoma de Canarias 7/2009, de 6 de mayo, de modificación del Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de Canarias sobre declaración y ordenación de áreas urbanas.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	
Concretamente, una declaración en este sentido se contiene en el Dictamen del Consejo de Estado de 10 de mayo de 1952, evacuado a petición del Ayuntamiento de Tarragona con la finalidad de poder percibir el Impuesto municipal de usos y consumos por las actividades desarrolladas en el espacio portuario. Doctrina que hubo de repetir cinco años después en relación con un problema de naturaleza urbanística que se suscitó con el Puerto de Valencia. En el Dictamen de 1952 se señala lo siguiente:

«La condición de dominio público de un bien no implica por sí misma ninguna estimación en el orden de Derecho público, esto es, no consagra por su sola significación un determinado estatuto jurisdiccional. Estimar el dominio público como título inmediato de jurisdicción sería tanto como resucitar la confusión feudal entre los conceptos dominium e imperium, que ha caracterizado un estadio jurídico político superado, en el cual se hacía de la propiedad del territorio el fundamento legal de la soberanía... Es preciso no confundir la jurisdicción de base pura y simplemente territorial, que determina los límites especiales de validez jurídica del imperium, con la jurisdicción referida a un órgano por razón de la naturaleza -incluso dentro de límites territoriales-, siendo la primera una atribución genérica y la segunda, específica de las prerrogativas de la autoridad lo que no implica necesariamente configurar una demarcación territorial de jurisdicción. Por ello, no sólo es posible, sino normal el entrecruzamiento y la plena compatibilidad de estos dos tipos de jurisdicción, ejerciendo la administración central o la provincial dentro de la demarcación territorial del Municipio sus poderes sobre supuestos de interés general o provincial, sin que ello implique que, en el grado que resulten territorialmente especializados, tal aspecto deba considerarse como extraterritorialidad jurisdiccional dentro del término municipal».



	 Ver Texto 




	 (4) 

	Sobre esta cuestión debe consultarse el estudio clásico sobre el término municipal y el dominio público marítimo terrestre de Sainz Moreno, F.; «Termino municipal y dominio público», en la Revista de Administración Pública, n.º 112 (enero-abril 1987), págs. 173 y ss.
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	 (5) 

	Utilizando las palabras de la STC 77/1984 en relación con espacios mitad terrestres mitad marinos (el puerto de Bilbao) «parece claro que la misma doctrina hay que aplicar a la división del territorio nacional en comunidades autónomas (art. 137 de la Constitución), máxime cuando esa división del territorio nacional en comunidades autónomas es ahora total».


	 Ver Texto 




	 (6) 

	La cuestión de los límites territoriales de las comunidades autónomas en el mar fue analizado por uno de nosotros. Véase, así, González García, J., «Las aguas marítimas bajo soberanía o jurisdicción de las autoridades españolas y las competencias de las Comunidades autónomas» RAP n.º 158 (2002), págs. 51 a 76. Asimismo, debe consultarse Teijeiro Lillo, M. E., Acuicultura marina: régimen jurídico y ordenación ambiental, Iustel, Madrid, 2009.
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	 (7) 

	En contra de que todo el territorio nacional esté dividido en comunidades autónomas y municipios, García-Trevijano Garnica, E., «El régimen jurídico de las costas españolas», en el n.º 144 de la Revista de Administración Pública, pág. 110, con base en la Jurisprudencia que afirma que antes de que el mar territorial no se haya transformado en puerto no se puede exigir licencia de construcción. Esto le lleva a señalar que hay competencias con proyección ultraterritorial, como son las de pesca en aguas interiores o la de acuicultura, dado que las zonas en las que se ejercen no forman parte del territorio autonómico.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	En relación con las comunidades autónomas costeras, los Estatutos de la Comunidad valenciana (art. 3), Región de Murcia (art. 3), Andalucía (art. 2) marcan el territorio por relación al ámbito municipal; por su parte efectúan la determinación por relación con la provincia los Estatutos para Cantabria (art.2), Asturias (art. 2), Galicia (art. 2), País Vasco (art. 2) y, por último, la relación con las comarcas comprendidas en la provincia (art. 2) se recoge en el Estatuto para Cataluña


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Muñoz Machado, S., Derecho público de las Comunidades autónomas, Ed. Civitas, Madrid 1984, Tomo I, pág. 193.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Recordemos que el Proyecto de Reforma del Estatuto incluía lo siguiente: el nuevo art. 39, tras reiterar en el n.º 1 la redacción inicial, «todas las competencias contenidas en el presente Estatuto se entienden referidas al territorio de Canarias», añadía en el n.º 2: «La Comunidad Autónoma de Canarias ejercerá las competencias que le sean propias en las aguas de competencia española que rodean a las islas». Sin embargo, tal propuesta no prosperó, disponiendo el nuevo art. 40.1 lo siguiente: «Todas las competencias contenidas en el presente Estatuto se entienden referidas al ámbito territorial de la Comunidad Autónoma definido en el art. 2, sin perjuicio de la competencia exclusiva del Estado sobre las aguas de jurisdicción española».


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Ha de tenerse en cuenta que para realizar la medición, el límite interior está compuesto por la línea de bajamar escorada y, además, se pueden fijar las denominadas líneas de base recta, que son las que unen puntos del litoral que penetran en el mar y que están determinadas en RD de 5 de marzo de 1976, modificado por el RD de 5 de agosto de 1977. Este criterio de las líneas de base recta es, por tanto, subsidiario y, además, de aplicación restrictiva, tal como señaló el TIJ en el caso Qatar c. Bahrein. El territorio marino que se encuentra entre estas líneas y la tierra compone las denominadas aguas interiores.
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	 (12) 

	Tomo la definición de González Campos, J. D. Sánchez Rodríguez, L. I. y Andrés Saez De Santamaría, P., Curso de Derecho internacional público, Ed. Civitas, 7.ª Edición, Madrid (2002), pág. 630.


	 Ver Texto 




	 (13) 

	González Campos, J. D., Sánchez Rodríguez, L. I. y Andrés Sáez De Santamaría, P., Curso...op. cit., pág. 536.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	González Campos, J. D., Sánchez Rodríguez, L. I. y Andrés Sáez de Santamaría, P., Curso...,op. cit. pág. 652.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	La STC 32/2002 se dicta en relación con los conflictos positivos de competencia promovidos por el Gobierno de la Nación y por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, en relación, el primero, con el Decreto de la Junta de Andalucía 418/1994, de 25 octubre, por el que se aprueba el plan de ordenación de los recursos naturales y el plan rector de uso y gestión del parque natural de Cabo de Gata-Níjar, y, el segundo, con la Orden del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación de 3 de julio de1995, por la que se establece la reserva marina de Cabo de Gata-Níjar, estimando parcialmente el conflicto promovido por el Gobierno de la Nación y desestimando el del conflicto promovido por la Junta de Andalucía. Sobre la misma pueden verse, entre otros, los trabajos de Jordano Fraga, J., «El derecho ambiental del siglo XXI», Revista Aranzadi de Derecho Ambiental, n.º 1/2002, págs. 95 a 113 y Sánchez Lamelas, A., «Dos cuestiones a propósito del título competencial «pesca marítima»: el mar territorial como territorio autonómico y la delimitación de títulos competenciales concurrentes. Comentario a la STC 38/2002, de 14 febrero, sobre el parque natural y la reserva marina de Cabo de Gata-Níjar», Repertorio Aranzadi del Tribunal Constitucional, n.º 10/2002.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	El Tribunal afirma enfáticamente que «el mar territorial, como soporte topográfico del medio ambiente se integra en primer término por un elemento móvil -las aguas- que, por obvias razones físicas no pueden adscribirse de modo permanente a un lugar determinado»


	 Ver Texto 




	 (17) 

	
De hecho, el voto particular que realiza a esta sentencia el Magistrado D. Pablo García Manzano incide en esta idea cuando afirma que:

«Ha de partirse de la inexistencia de extralimitación territorial por parte del Decreto autonómico, al regular mediante los planes de ordenación y rector de uso y gestión (articulados de manera conjunta en un único instrumento) el parque natural Cabo de Gata-Níjar, e incluir en él la franja marina de una milla en el límite este y sur del mencionado parque, dado que, según se razona en el informe sobre las necesidades de gestión ambiental conjunta, la zona terrestre y la marina forman, a efectos de protección del ecosistema, una unidad inescindible».



	 Ver Texto 




	 (18) 

	Concretamente, se afirmó por el Tribunal Constitucional lo siguiente: «Efectivamente, se reserva al Estado la declaración y gestión de los espacios naturales protegidos cuando tengan por objeto la protección de las riberas del mar, de los ríos, del mar territorial y las aguas interiores y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental (art. 3, Ley 22/1988, de Costas, al cual se remite el art. 21.3 de la Ley 4/1989). Es opinión pacífica que la titularidad del dominio público no confiere, por sí misma, competencia alguna. Tampoco tiene tal virtud taumatúrgica la importancia de estos bienes para el interés general, valor colectivo donde estriba el fundamento de su calificación jurídica como públicos y de la adscripción de su dominio al Estado. Es la naturaleza jurídica de la actividad el único criterio válido para juzgar de su idoneidad constitucional».
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	 (19) 

	En este sentido, Teijeiro Lillo, M. E., Acuicultura marina: régimen jurídico y ordenación ambiental, Iustel, Madrid, 2009, para quien, tras realizar un exhaustivo análisis del estado de la cuestión en la doctrina y la Jurisprudencia, «a competencia autonómica, en la medida en que contienen actividades que con carácter general se han de realizar, habitual y necesariamente, en el ámbito marino ha de ser ejercitada también sobre los espacios marinos. En contra Valencia Martín, G., «¿De quién es el mar?: La distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en materia de protección del medio marino», El Derecho Administrativo en el umbral del siglo XXI. Homenaje al Prof. Dr. D. Ramón Martín Mateo, T. III, Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pág. 3610, quien entiende que no hay un mar territorial autonómico. Por su parte, García-Trevijano Garnica, E., «El régimen jurídico de las costas españolas: La concurrencia de competencias sobre el litoral. Especial referencia al informe preceptivo y vinculante de la Administración del Estado», RAP n.º 144 (1997), págs. 11 a 112, basándose en la Jurisprudencia, sobre la que volveremos, que niega la competencia municipal para exigir licencia de construcción cuando el mar territorial no se ha transformado.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Para ello se han utilizado diversos argumentos. Uno de ellos, el del carácter de territorio autonómico de las aguas archipielágicas. En este sentido, el art. 2 EA Canarias determina que «el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma comprende el Archipiélago Canario», lo que no excluye, antes al contrario, a las aguas archipielágicas. En la línea citada, basándose en el reconocimiento de la figura de los Estados archipielágicos en la Convención sobre el Derecho del Mar, Teijeiro Lillo, M. E., El régimen jurídico de los cultivos marinos (Tesis Doctoral, Inédita), Universidad de Cádiz, Jerez, 2006, pág. 64. archipielágicos, Instituto mantiene que el elemento espacial «territorio» debe entenderse como un espacio con tres dimensiones: terrestre, aérea y marítima citando a Jiménez Piernas, C., La Revisión del estatuto territorial del Estado por el nuevo Derecho del mar: el caso de los Estados, Instituto de Cultura «Juan Gil Albert», Alicante, 1990. Resulta de interés también, desde el punto de vista de la admisión del carácter de territorio del mar territorial, el análisis del régimen del patrimonio cultural subacuático, cabalmente realizado por González García, J., La protección del patrimonio cultural subacuático. Delimitación competencial. Inédito, Conferencia impartida en el «Curso sobre cu patrimonio arqueológico subacuático», UIMP, Valencia, y del que puede concluirse que se parte de la consideración del territorio marítimo español como territorio autonómico, sin hacer distinciones en función de la ubicación de los bienes.
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	 (21) 

	En este sentido la STC 9/2001, de 18 de enero, por la que se resuelve el conflicto de competencia planteado contra la Ley gallega 6/1993, de 11 de mayo, de Pesca, considera que las competencias autonómicas se extienden a todas las áreas marinas que se integran en el litoral gallego, sin que existan límites espaciales. Asimismo, la STC 103/1989, dictada a consecuencia de los conflictos planteados contra la Ley 23/1984, de Cultivos Marinos, mantiene que las competencias en esta materia se extiende a las aguas del litoral sin restricciones, pues ni la Constitución ni los Estatutos han limitado la competencia autonómica a las aguas interiores.
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	«Cabe afirmar por tanto, para concluir, que las Comunidades Autónomas que han asumido competencia para la ejecución de las normas sobre protección del medio ambiente son también competentes para llevar a cabo los actos de ejecución que impliquen la aplicación de las normas sobre vertidos, sea cual fuere el género de éstos y su destino.»
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	 (23) 

	Añade la Sentencia: «... y, en concreto, como definidor de las de cada Comunidad Autónoma en su relación con las demás Comunidades y con el Estado (STC 99/1986, de 10 de julio. Funcionalidad que, reconocida expresamente en los propios Estatutos, dimana de «la necesidad de hacer compatible el ejercicio simultáneo de las competencias asumidas por las distintas Comunidades» (STC 44/1984, de 27 de marzo, F. 2), y que sirve directamente, en ocasiones, al objetivo de atribuir, localizándola en atención al ámbito en que se desarrollan las oportunas actividades materiales, la titularidad de la correspondiente competencia (ferrocarriles y carreteras, art. 148.1.5.ª CE: SSTC 132/1996, de 22 de julio; 65/1998, de 18 de marzo; 132/1998, de 18 de junio; aprovechamientos hidráulicos e instalaciones eléctricas, art. 149.1.22.ª), como de modo indubitado ha reconocido con carácter general la Jurisprudencia de este Tribunal (STC 86/1988, de 3 de mayo) y, específicamente, en relación con las actividades de transporte (SSTC 97/1983, de 15 de noviembre, 180/1992, de 16 de noviembre; 118/1996, de 27 de junio).


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Vid., por todas, SSTC 37/1981, de 16 de noviembre y 49/1988, de 22 de marzo.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	SSTC 33/1982, de 8 de junio,195/2001, de 4 de octubre, 101/1995, 20 de junio.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Por todas, SSTC 77/1984, 103/1989, 227/1988, 149/1991. Al respecto, puede verse Beladíez Rojo, M., «Problemas competenciales sobre la zona marítimo-terrestre y las playas», Estudios sobre la Constitución Española, Tomo IV, Civitas, Madrid, 1991, págs. 3677 y ss.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	STC 15/1998, de 22 de enero.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	STC 193/1998, de 1 de octubre, dictada con ocasión del Recurso de inconstitucionalidad promovido por el Presidente del Gobierno contra la Ley andaluza de 2 noviembre 1988, de Puertos Deportivos, que viene a reiterar en este punto la doctrina contenida en la STC 40/1998, de 19 de febrero, que resolvió los recursos de inconstitucionalidad interpuestos contra la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	Aunque también contenida en las SSTS 20 noviembre 1984, 4 noviembre 1985 y 28 febrero 1986. La Jurisprudencia señalada llevaría a García-Trevijano Garnica, E., «El régimen jurídico de las costas españolas: La concurrencia de competencias sobre el litoral. Especial referencia al informe preceptivo y vinculante de la Administración del Estado», RAP n.º 144 (1997), págs. 11 a 112, a mantener que el mar no forma parte del territorio autonómico.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	De cualquier manera, de aceptarse definitivamente la tesis de que el mar territorial es parte del territorio, por ello también autonómico, habría que matizar la afirmación de que todo el territorio nacional se divide en términos municipales, pues, hasta el momento, el límite interior de los términos municipales se sitúan en la zona de tierra y el exterior vendría constituido, justamente, por el mar (los límites de los municipios vendrían determinados por los límites provinciales, exart. 13 Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local, debiéndose estar al Real Decreto de 30 de noviembre de 1833).


	 Ver Texto 




	 (31) 

	La propia STC 38/2002 así lo afirma: La consecuencia de ello no fue sino que: «Es necesario insistir, una vez más, en orden a una adecuada articulación de las competencias autonómicas sobre la ordenación del territorio y de las competencias estatales sectoriales que afectan al uso del territorio, en el establecimiento de fórmulas de cooperación, que resultan especialmente necesarias en estos supuestos de concurrencia de títulos competenciales en los que deben buscarse aquellas soluciones con las que se consiga optimizar el ejercicio de ambas competencias (SSTC 32/1983; 77/1984; 227/1988 y 36/1994) pudiendo elegirse, en cada caso, las técnicas que resulten más adecuadas: el mutuo intercambio de información, la emisión de informes previos en el ámbito de la propia competencia, la creación de órganos de composición mixta, etc. (STC 40/1998). Sin embargo es posible que esos cauces o fórmulas de cooperación resulten en algún caso concreto insuficientes para resolver los conflictos que puedan surgir, habiendo declarado este Tribunal Constitucional que en tales supuestos el Estado no puede verse privado del ejercicio de sus competencias exclusivas por la existencia de una competencia, aunque también sea exclusiva, de una Comunidad Autónoma» (STC 56/1986, STC 149/1998, de 2 de julio).


	 Ver Texto 




	 (32) 

	
Concretamente, en su Exposición de Motivos se diferenciaba claramente entre el dominio público y el dominio patrimonial del Estado. Concretamente, señalaba al respecto que:

«Por dominio público de la Nación entiende el que a ésta compete sobre aquellas cosas cuyo uso es común por su propia naturaleza o por el objeto a que se hallan destinadas: tales son, por ejemplo, las playas, caminos, ríos, muelles y puertos públicos; su carácter principal es ser inenajenable e imprescriptibles. Y por dominio particular del Estado entiende el que a éste compete sobre aquellas cosas destinadas a su servicio, o sea a la satisfacción de sus necesidades colectivas y no al uso común, cosas de las que dispone como los particulares que constituyen su patrimonio; tales son, entre otras muchas, los montes, minas, arsenales, fortalezas y edificios militares».

En un sentido similar la ley de obras públicas de 1880 efectúa una diferenciación clara entre el dominio público -sobre el litoral- y la propiedad del estado -sobre algunas de las construcciones o sobre los bienes que son arrojados por el mar.

Para un estudio de la evolución del régimen de los bienes públicos, véase el segundo capítulo de González García, J. V., «La titularidad de...»; op. cit. y; especialmente Serna Vallejo, M., «Evolución histórica de los bienes públicos» en González García, J. V., Derecho de los bienes públicos, Tirant lo Blanch, Valencia (2009), págs. 13 y ss.



	 Ver Texto 




	 (33) 

	Posiblemente el fragmento más claro de la Jurisprudencia constitucional es el de la STC 227/1988, en donde se afirma lo siguiente: «El significado de la institución jurídica del dominio público refuerza esta interpretación. En efecto, la incorporación de un bien al dominio público supone no tanto una forma específica de apropiación por parte de los poderes públicos, sino una técnica dirigida primordialmente a excluir el bien afectado del tráfico jurídico privado, protegiéndolo de esta exclusión mediante una serie de reglas exorbitantes de las que son comunes de dicho tráfico iure privato. El bien de dominio público es así ante todo res extra comercium, y su afectación, que tiene esa eficacia esencial, puede perseguir distintos fines: típicamente, asegurar el uso público y su distribución pública mediante concesión de los aprovechamientos privativos, permitir la prestación de un servicio público, fomentar la riqueza nacional...».


	 Ver Texto 




	 (34) 

	Rodotá, S., El terrible derecho. Estudios sobre la propiedad privada. Ed. Civitas, Madrid, 1981, pág. 59.


	 Ver Texto 




	 (35) 

	
Puede verse González García, J. V., La titularidad de los bienes del dominio público, Marcial Pons, Madrid-Barcelona (1998), especialmente en el capítulo segundo, págs. 85 y ss., y más recientemente, en «Notas sobre el régimen general del dominio público», en la obra colectiva Derecho de los bienes públicos, Tirant lo Blanch, Valencia (2009); en particular, págs. 67 y ss.

(127) De Castro, F., Derecho civil de España, 2.ª Ed. Instituto de Estudios Políticos, Madrid (1949), pág. 564.



	 Ver Texto 




	 (36) 

	Concretamente, en la STC 77/1984, de 3 de julio, se afirmó que: «Es lo cierto que el concepto de dominio público sirve para calificar una categoría de bienes, pero no para aislar una porción de territorio de su entorno y considerarlo como una zona exenta de las competencias de los diversos entes públicos que las ostentan. Tanto la Jurisprudencia del Tribunal Supremo como la doctrina del Consejo de Estado han sostenido en forma inequívoca, y concretamente respecto a los puertos y a la zona marítimo-terrestre que unos y otra forman parte del término municipal en que están enclavados, basándose en que legalmente todo el territorio nacional se divide en términos municipales, de forma que no pueden quedar espacios territoriales excluidos de ellos».


	 Ver Texto 




	 (37) 

	En la misma STC 46/2007 se afirma con rotundidad lo siguiente: «Dos, pues, son los parámetros derivados de nuestra doctrina constitucional que deben ser utilizados a la hora de resolver la controversia trabada en relación al art. 64.1 de la Ley 6/1999. En primer lugar, la previsión de adecuadas técnicas de cooperación que permitan llegar a una solución satisfactoria para los intereses de las partes en conflicto, dado que resulta obligado para los titulares de los mismos tratar de integrarlas mediante los diversos instrumentos de colaboración y cooperación; en segundo lugar, y para el caso de que ello no sea posible, la determinación de cuál de las competencias en presencia haya de considerarse prevalente». Caso de que no se contengan ambas menciones, el resultado consistirá en la inconstitucionalidad de la ley.
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	 (38) 

	Concretamente, en dicha resolución se afirmó que: «Respecto a informes de este signo, hemos declarado en caso similar que no puede pretenderse que sean vinculantes para la Administración estatal, pues ello sería tanto como supeditar el ejercicio de la competencia exclusiva del Estado a la competencia de ordenación del territorio y urbanismo de las entidades territoriales afectada».


	 Ver Texto 




	 (39) 

	Esto es lo que ocurriría, por ejemplo, con la Disposición Adicional Segunda de la Ley de la Comunidad Autónoma de Galicia 18/2008, de 29 de diciembre, de Vivienda, por la que se modifica la Disposición Adicional Tercera de la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de ordenación urbanística y de protección del medio rural de Galicia; que, caso de aplicarse, vaciaría de contenido las servidumbres de protección que recoge la Ley de costas en sus arts. 22 y ss.


	 Ver Texto 




	 (40) 

	Es un planteamiento constante en la Jurisprudencia constitucional. Con anterioridad a esta resolución, en la STC 227/1988 se afirmó lo siguiente: «En efecto, no es casual, como lo demuestran también los antecedentes parlamentarios, que la Constitución haya incorporado directamente al dominio público estatal en el art. 132.2 determinados tipos de bienes que, como la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial, etc., constituyen categorías o géneros enteros definidos por sus características físicas o naturales homogéneas. La Constitución ha dispuesto así que algunos de los tipos de bienes que doctrinalmente se han definido como pertenecientes al demanio "natural" formen parte del dominio público del Estado. Sin embargo, con un criterio flexible, no ha pretendido agotar la lista o enumeración de los géneros de bienes que, asimismo en virtud de sus caracteres naturales, pueden integrarse en el demanio estatal ("en todo caso". reza el art. 132.2), pero si ha querido explícitamente reservar a la ley, y precisamente a la ley estatal, la potestad de completar esa enumeración. Así se desprende, por lo demás, del inciso inicial de este art. 132.2: "Son de dominio público estatal los que determine la ley...". Tanto el verbo utilizado -"son", en vez de la expresión "pueden ser"-, como la misma reserva absoluta de ley indican a las claras que la Constitución se está refiriendo no a bienes específicos o singularmente identificados, que pueden ser o no de dominio público en virtud de una afectación singular, sino a tipos o categorías genéricas de bienes definidos según sus características naturales homogéneas. En caso contrario, resultaría difícilmente explicable la reserva absoluta a la voluntad del legislador estatal que el precepto establece, pues no es imaginable que la afectación de un bien singular al dominio público requiera en todo caso la aprobación de una ley, asimismo singular, sino que normalmente deberá bastar el correspondiente acto administrativo adoptado en virtud de una genérica habilitación legal. En cambio, cuando se trata de categorías completas de bienes formados por la naturaleza, a semejanza de los que en el propio precepto constitucional se declaran de dominio público, el art. 132.2 exige la demanialización por ley y sólo por ley del Estado. Al tiempo, y por lo que aquí interesa, viene a señalar que, en tales supuestos, los bienes demanializados se integran necesariamente en el dominio público estatal».
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	 (41) 

	En un sentido similar se pronunció la STC 227/1988, cuando afirmó: «A la inclusión genérica de categorías enteras de bienes en el demanio, es decir en la determinación del llamando dominio público natural, subyacen prioritariamente otros fines constitucionalmente legítimos, vinculados en última instancia a la satisfacción de necesidades colectivas primarias, como por ejemplo la que garantiza el art. 45 de la Constitución, o bien a la defensa y utilización racional de la riqueza del país, en cuanto que subordinada al interés general (art. 128.1 de la Constitución)... Tratándose del "demanio natural" es lógico que la potestad de demanializar se reserve al Estado en exclusiva y que los géneros naturales de bienes que unitariamente se incluyan, asimismo, como unidad indivisible en el dominio público estatal. Esta afirmación resulta más evidente aún por referencia a un recurso esencial como el agua, dado el carácter de recurso unitario e integrante de un mismo ciclo (hidrológico) que indudablemente tiene y que la propia Ley impugnada le reconoce».
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	 (42) 

	En esta resolución se afirma sobre esta cuestión que: «El régimen demanial comporta la titularidad pública de los bienes sobre los que recae, pero sobre todo supone que tales bienes quedan sujetos a reglas exorbitantes de derecho privado. Estas reglas pueden clasificarse en dos grupos: las que se refieren a la protección del demanio de un lado, y las que regulan su utilización o aprovechamiento, incluida la denominada policía de aguas o regulación y vigilancia del buen orden en el uso y aprovechamiento, de otro».


	 Ver Texto 




	 (43) 

	Lo cual fue expresamente reconocido en la STC 149/1991, en la que se señaló al respecto que: «La competencia que le atribuye el citado art. 149.1.1.ª la que fundamenta la legitimidad de todas aquellas normas destinadas a garantizar, en condiciones básicamente iguales, la utilización pública, libre y gratuita del demanio para los usos comunes y a establecer, correlativamente el régimen jurídico de aquellos usos u ocupaciones que no lo son».


	 Ver Texto 
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	Así, la STC 149/1991 señala que: «La sujeción, con carácter general, de los terrenos colindantes con el dominio público a las servidumbres y limitaciones del dominio que regula la Ley trae razón de ser, como antes se dijo, de la propia naturaleza, características y función social de los bienes que integran el dominio público marítimo-terrestre, lo que obliga a limitar el uso que pueda hacerse de tales terrenos colindantes al amparo, genéricamente, del título resultante del art. 149.1.23 C.E. Como también hemos dicho, tratándose de terrenos que no forman parte del dominio público, esta limitación sólo puede hacerse derivar de la competencia estatal para dictar la legislación básica sobre protección del medio ambiente, cuya ejecución corresponde a las Comunidades Autónomas».


	 Ver Texto 
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	Así, la STC 149/1991 afirmó: «... la protección de los bienes que integran este dominio, la preservación de sus características propias y el aseguramiento del libre acceso público a ellas no puede alcanzase si no es dictando una legislación básica para la protección del medio ambiente y limitando, de uno u otro modo, la libre disponibilidad sobre los terrenos colindantes, una limitación que por lo demás sólo el Estado puede imponer de modo general (art. 149.1.8 CE), garantizando al tiempo la igualdad básica de todos los españoles».


	 Ver Texto 




	 (46) 

	
«Art. 149. Ordenación del territorio y del paisaje, del litoral y urbanismo.

1. Corresponde a la Generalitat en materia de ordenación del territorio y del paisaje la competencia exclusiva, que incluye en todo caso:

a. El establecimiento de las directrices de ordenación y gestión del territorio, del paisaje y de las actuaciones que inciden en los mismos.

b. El establecimiento y la regulación de las figuras de planeamiento territorial y del procedimiento para su tramitación y aprobación.

c. El establecimiento y la regulación de las figuras de protección de espacios naturales y de corredores biológicos conforme a lo previsto en el art. 144.2.

d. Las previsiones sobre emplazamientos de las infraestructuras y los equipamientos de competencia de la Generalitat.

e. La determinación de medidas específicas de promoción del equilibrio territorial, demográfico, socioeconómico y ambiental.

2. La determinación de la ubicación de infraestructuras y equipamientos de titularidad estatal en Cataluña requiere el informe de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado.

3. Corresponde a la Generalitat, en materia de ordenación del litoral, respetando el régimen general del dominio público, la competencia exclusiva, que incluye en todo caso:

a. El establecimiento y la regulación de los planes territoriales de ordenación y uso del litoral y de las playas, así como la regulación del procedimiento de tramitación y aprobación de estos instrumentos y planes.

b. La gestión de los títulos de ocupación y uso del dominio público marítimo terrestre, especialmente el otorgamiento de autorizaciones y concesiones y, en todo caso, las concesiones de obras fijas en el mar, respetando las excepciones que puedan establecerse por motivos medioambientales en las aguas costeras interiores y de transición.

c. La regulación y la gestión del régimen económico financiero del dominio público marítimo terrestre en los términos previstos por la legislación general.

d. La ejecución de obras y actuaciones en el litoral catalán cuando no sean de interés general.

4. Corresponde a la Generalitat la ejecución y la gestión de las obras de interés general situadas en el litoral catalán, de acuerdo con lo establecido por el art. 148.

5. Corresponde a la Generalitat, en materia de urbanismo, la competencia exclusiva, que incluye en todo caso:

a. La regulación del régimen urbanístico del suelo, que incluye, en todo caso, la determinación de los criterios sobre los diversos tipos de suelo y sus usos.

b. La regulación del régimen jurídico de la propiedad del suelo respetando las condiciones básicas que el Estado establece para garantizar la igualdad del ejercicio del derecho a la propiedad.

c. El establecimiento y la regulación de los instrumentos de planeamiento y gestión urbanística, así como de su procedimiento de tramitación y aprobación.

d. La política de suelo y vivienda, la regulación de los patrimonios públicos de suelo y vivienda y el régimen de la intervención administrativa en la edificación, la urbanización y el uso del suelo y el subsuelo.

e. La protección de la legalidad urbanística, que incluye, en todo caso, la inspección urbanística, las órdenes de suspensión de obras y licencias, las medidas de restauración de la legalidad física alterada, así como la disciplina urbanística.

6. Corresponde a la Generalitat la competencia compartida en materia de derecho de reversión en las expropiaciones urbanísticas en el marco de la legislación estatal.»



	 Ver Texto 
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«Art. 32. Competencias ejecutivas.

Corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, en los términos que se establezcan en las Leyes y normas reglamentarias que, en desarrollo de su legislación, dicte el Estado, la función ejecutiva en las siguientes materias:

17. La gestión del dominio público marítimo-terrestre, respetando el régimen general del dominio público, especialmente en lo que se refiere a la concesión de autorizaciones; la ejecución de obras y actuaciones en el litoral que no sean de interés general; la policía administrativa en la zona de dominio público marítimo-terrestre y las concesiones y los amarres. A estos efectos, se entiende por dominio público marítimo-terrestre el comprendido tanto por el ámbito terrestre como por las aguas interiores y el mar territorial.»



	 Ver Texto 




	 (48) 

	
Precisamente por ello, la Proposición de Ley de Modificación de la Ley 22/1988, de 298 de julio, presentada por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió), [proposición admitida a trámite el 17 de febrero de 1995 y que apareció en el BOCG del 24.2.1995, serie B, num. 77-2] hubiera supuesto un cambio transcendental en la orientación de la ley en lo que respecta a la configuración del Estado como titular del demanio marítimo. En este sentido, desaparecían las competencias estatales sobre las vitales servidumbres y zonas de influencia; se otorgaba un papel preponderante a las Comunidades Autónomas en lo referente a los títulos de aprovechamiento. En definitiva, lo que se pretendía es que, como señala la propia Exposición de Motivos de la proposición, alterar substancialmente el sistema:

«Sin perjuicio de las facultades que sobre el dominio público marítimo-terrestre corresponden a la Administración del Estado, así como de la legislación básica de protección del medio ambiente, se hace necesario modificar la citada Ley 22/1988, de 28 de julio, con el fin de posibilitar que las Comunidades Autónomas con competencias de desarrollo y ejecución en materia de medio ambiente, así como de ordenación del territorio y del litoral puedan ejercer dichas competencias mediante los instrumentos normativos que consideren oportunos y con las técnicas de planificación y gestión más adecuadas en orden a garantizar la protección del litoral en el marco de sus propias políticas medioambientales y de ordenación del territorio».



	 Ver Texto 




	 (49) 

	González García, J. V., Infraestructuras de telecomunicaciones y Corporaciones Locales, Aranzadi, Pamplona (2003), en particular, págs. 240 y ss.


	 Ver Texto 




	 (50) 

	La STC 149/1991 así lo señaló de forma expresa: «Resta considerar, por último, la licitud de la previsión concerniente a las concesiones de obras fijas en el mar y de instalaciones marítimas menores que no forman parte de un puerto o estén adscritas al mismo respecto de la cual resulta poco dudosa la existencia de competencia estatal. Es obvio que la competencia autonómica sobre ordenación del territorio no se extiende al mar y que, excluida la competencia sobre puertos, no afectada por esta previsión, las restantes competencias sectoriales asumidas por las Comunidades Autónomas (pesca, agricultura, etc.) no dispensa a quienes realizan estas actividades de la necesidad de obtener la correspondiente concesión demanial cuando la realización de las mismas implica la ocupación del dominio público marítimo-terrestre y, a fortiori, la del mar territorial».
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	 (51) 

	Concretamente, la STC 149/1991 señaló que: «Una cosa es, sin embargo, claro está, la necesidad de que la concesión o autorización no se otorguen contra las previsiones ordenadores y otra bien distinta la de que hayan de otorgarse siempre que el plan las prevé y en la forma que en él están previstas y dando un paso más aún, que para asegurar esta conformidad, esta vinculación positiva del otorgamiento de títulos demaniales a las previsiones de ordenación, haya de encomendarse a la Administración competente para la ordenación también la facultad de otorgar los títulos que facultan para la utilización u ocupación de un dominio cuya titularidad no ostentan».
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	 (52) 

	Así, véase la STS 11.11.2008 afirmó que: «El carácter no vinculante del mismo no puede dar a lugar a descalificar los efectos de su ausencia, pues su importancia, en el marco de las relaciones interadministrativas, y su naturaleza como mecanismo de control de la legislación sectorial de costas resulta evidente y ha sido ratificada con reiteración por la Jurisprudencia de este Tribunal Supremo, desde hace tiempo».
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	 (53) 

	En contra Galán Vioque, R., «Competencias sobre vivienda, urbanismo y ordenación del territorio»; en Muñoz Machado, S., y Rebollo Puig, M., Comenarios al Estatuto de Autonomía para Andalucía; Civitas (2007), pág. 555.
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	 (54) 

	Por ejemplo, en la STC 149/1991, de 4 de julio, sobre la competencia para la ordenación del territorio en relación con la competencia para la ordenación del litoral se señaló que: «Otra más amplia y, en definitiva, más congruente con el texto constitucional, para la cual el litoral forma parte del territorio de las Comunidades Autónomas costeras, de manera que su ordenación puede ser asumida por éstas como competencia propia desde el momento mismo de su constitución y sea cual hubiera sido la vía seguida para lograrla».


	 Ver Texto 




	 (55) 

	Así, en relación con la concurrencia de actos administrativos (licencia de urbanismo y concesión demanial), se expresa la STS de 17 de marzo de 1980 (Art. 2201) cuando señala: «La autorización para ocupación de terrenos demaniales y la licencia municipal de policía de la edificación actúan en planos distintos y sucesivos. En efecto, la concesión-autorización de zona marítimo-terrestre es traslativa en el sentido de atribuir al particular beneficiario el uso exclusivo de terrenos de dicha zona, y con el uso, la posibilidad de instalación de fábricas o industrias particulares (...) pero así como al propietario no le es suficiente con la facultad de construir inherente a su derecho dominical y para ejercitarla precisa de la licencia municipal de obras que remueva los posibles obstáculos o limitaciones que se oponían al derecho preexistente del particular, así también, y de modo análogo, el concesionario de terreno de dominio público para instalación o ejercicio de industrias particulares no tiene suficiente con el acto concesional a efecto de llevar a cabo las edificaciones que precise para la instalación de la industria, sino que requerirá, además y posteriormente, sujetarse a la actividad interventora de la Administración municipal correspondiente para que ésta, velando por el interés público urbanístico, remueva los eventuales obstáculos que se oponían a tal edificación y la autorice, mediante la licencia de obras, a la puerta en marcha de la facultas aedificandi nacida de la concesión».


	 Ver Texto 




	 (56) 

	Así, el problema clásico del carácter discrecional de estas concesiones, que difiere por completo del carácter reglado de la licencia de obras: En la STS de 29 de mayo de 1997, se afirma que: «No ofrece pues la menor duda que nos encontramos ante una materia encuadrada en el ámbito discrecional, donde la Administración goza de amplias facultades para resolver esta clase de peticiones de los particulares, facultades que no son absolutas en cuanto están integradas dentro de la discrecionalidad técnica sometida a las exigencias de los principios generales del Derecho y al cumplimiento de un reglamentario expediente, de forma tal que la resolución final no suponga arbitrariedad o desviación de poder, prueba que le incumbe al recurrente, lo que no sucede en el caso presente, en el que la Administración demandada sopesando por un lado los intereses particulares del recurrente en la construcción de la balsa con fines exclusivamente particulares y que puede realizarse exactamente igual en terrenos de propiedad privada, y los intereses públicos generales debidamente explicados en las resoluciones administrativas impugnadas, consistentes en la insuficiencia de playas para acoger la diversidad de demanda de ocupación y uso, la necesidad de defender el paulatino deterioro del espacio natural, limitando el ocupamiento del mismo a supuestos estrictamente necesarios o convenientes en relación con su emplazamiento y protección del medio litoral, llega a la conclusión de que debe prevalecer el interés público de conservación del espacio natural de la costa sobre el absoluto interés privado del recurrente, y tal conclusión es totalmente conforme a derecho y entra dentro de las facultades discrecionales que a la Administración otorga la Ley y Reglamento de Costas, y procede en consecuencia la desestimación del recurso de apelación que examinamos porque la sentencia apelada al llegar a tal conclusión es conforme a derecho».


	 Ver Texto 




	 (57) 

	Sobre la participación de otras Administraciones públicas en relación con la función de protección de cada uno de los sectores del dominio público natural, la STC 149/1991, de 4 de julio, señaló: «Estas finalidades que ampara el art. 45 CE no pueden alcanzarse, sin embargo, sin limitar o condicionar de algún modo las utilizaciones del demanio y el uso que sus propietarios pueden hacer de los terrenos colindantes con él, y, en consecuencia, tampoco sin incidir sobre la competencia que para la ordenación del territorio ostentan las Comunidades Autónomas costeras».
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	 (58) 

	
Así, por ejemplo, la STS 3.5.1995, en relación con la impugnación por parte de la Administración del Estado de las normas subsidiarias de planeamiento de Felanitx (Baleares) debido a no respetar su informe negativo señaló que:

«Así pues, no se subordina la aprobación -o su revisión o modificación- de los correspondientes instrumentos de ordenación, en cualquier caso, a la concurrencia de las voluntades estatal y autonómica, sino sólo a los supuestos en los que el informe desfavorable de la Administración estatal verse sobre materias de su competencia, y sólo en tales casos han de entenderse vinculantes las objeciones».



	 Ver Texto 




	 (59) 

	Por todas, SSTC 77/1984, 103/1989, 227/1988, 149/1991. Al respecto, puede verse Beladíez Rojo, M., «Problemas competenciales sobre la zona marítimo-terrestre y las playas», Estudios sobre la Constitución Española, Tomo IV, Civitas, Madrid, 1991, págs. 3677 y ss.
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	 (60) 

	STC 15/1998, de 22 de enero.


	 Ver Texto 




	 (61) 

	Toda esta problemática se ha desarrollado por uno de nosotros en Zambonino Pulito, M., Puertos y costas: régimen de los puertos deportivos, Tirant lo Blanch, Valencia, 1997.
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	 (62) 

	En este sentido art. 2 Ley 7/1993, de 27 de julio, de Demarcación Territorial de Andalucía. La producción Jurisprudencial y doctrinal ha sido muy rica. En el ámbito del Tribunal Constitucional, por todas, STC 77/1984, de 3 de julio. Son ya emblemáticas las SSTS 2 octubre 1967, 24 enero 1974; 16 diciembre 1977; 17 marzo 1980 y los dictámenes del Consejo de Estado de 10 de mayo de 1952 y 14 de febrero de 1957.
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	 (63) 

	Tal es la previsión que realizaba, v.gr., el art. 12 LPDA. En los términos de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, lo que procedería sería la innovación del planeamiento y, en concreto, la revisión, si supone una alteración integral de la ordenación establecida en el planeamiento, o la modificación, en otro caso (vid., arts. 36 y ss. Ley 7/2002).
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	 (64) 

	En sentido similar SSTS 20 noviembre 1984, 4 noviembre 1985, 28 febrero 1986, 4 abril 1990, 25 febrero 1992, 30 septiembre 1992, 24 enero 1997, 30 mayo 1997, 15 junio 1999 y SSTSJ País Vasco 18 enero 2002.
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	 (65) 

	En este sentido, el art. 169.2 Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía sujeta a licencia los actos de construcción, edificación y uso del suelo o del subsuelo que realicen los particulares en terrenos de dominio público.
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	 (66) 

	«Ahora bien, tiene razón el órgano recurrente cuando afirma que la competencia del Estado sobre puertos no puede justificar la exención de licencia municipal en aquellos casos en los que las obras de construcción o conservación, aun realizándose en la zona de servicio portuario, no afectan propiamente a construcciones o instalaciones portuarias, sino a edificios o locales destinados a equipamientos culturales o recreativos, certámenes feriales y exposiciones, posibilidad prevista en el art. 3.6 de la Ley... La facultad del Estado de incidir sobre la competencia urbanística, sustituyendo la previa licencia por el informe, se limita, por tanto, a las obras portuarias en sentido estricto, pero no puede alcanzar a aquellas otras que, aunque realizadas en la zona de servicio del puerto, son de naturaleza diversa; en tales casos, será de aplicación la legislación urbanística general y, en principio, la exigencia de licencia previa que corresponde otorgar al Ayuntamiento competente (STC 40/1998, de 19 de febrero).»
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	 (67) 

	El art. 148.1 CE permite la asunción por parte de las Comunidades Autónomas de competencias en materia de obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio y de puertos de refugio, puertos y aeropuertos deportivos y, en general, en relación a los que no desarrollen actividades comerciales (reglas 4 y 6). Por su parte, el art. 149.1 CE atribuye al Estado la competencia exclusiva en relación a los puertos y aeropuertos de interés general, los ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad Autónoma y las obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma (reglas 20, 21 y 24).
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	 (68) 

	Con redacciones diversas, las competencias señaladas pueden encontrarse en los arts. 140.1 EA Cataluña; 10.33 y 34 EA País Vasco; 49.1.13 EA Valencia; 30.4 y 5 EA Baleares; 27.7 y 8 EA Galicia; 10.1.3 y 4 EA Murcia; 30.17 y 18 EA Canarias; 10.4, 5 y 9 EA Asturias. Estas competencias se detallan en el Estatuto catalán, que delimita el alcance de la competencia autonómica determinando que incluye las siguientes funciones que han de entenderse referidas a las infraestructuras de su competencia: a) el régimen jurídico, la planificación y la gestión de todos los puertos y aeropuertos, instalaciones portuarias y aeroportuarias, instalaciones marítimas menores, estaciones terminales de carga en recintos portuarios y aeroportuarios y demás infraestructuras de transporte; b) la gestión del dominio público necesario para prestar el servicio, especialmente el otorgamiento de autorizaciones y concesiones dentro de los recintos portuarios o aeroportuarios; c) el régimen económico de los servicios portuarios y aeroportuarios, especialmente las potestades tarifaria y tributaria y la percepción y la recaudación de todo tipo de tributos y gravámenes relacionados con la utilización de la infraestructura y del servicio que presta; d) la delimitación de la zona de servicios de los puertos o los aeropuertos, y la determinación de los usos, equipamientos y actividades complementarias dentro del recinto del puerto o aeropuerto o de otras infraestructuras de transporte, respetando las facultades del titular del dominio público.
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	 (69) 

	Vid., sobre competencias en materia de puertos, Escribano Collado, P., «Las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de puertos», RAP, 100-102, Vol. III (1983), pág. 2326; Navajas Rebollar, M., Régimen jurídico-administrativo de los puertos, Marcial Pons, 2000; Almazán Gárate, J. L., El régimen jurídico de los puertos del Estado, 2006, Universidad Politécnica de Madrid. Escuela Técnica Superior de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos; Zambonino Pulito, M., Puertos y costas: régimen de los puertos deportivos, Tirant lo Blanch, Valencia, 1997.
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	Arts. 28.6 EA Galicia, 48.4 EA Andalucía y 30.22 EA Canarias.
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	 (71) 

	El art. 3.4 LPEMM tras determinar que no son puertos comerciales, define a los puertos pesqueros como los destinados exclusiva o fundamentalmente a la descarga de pesca fresca desde los buques utilizados para su captura, o a servir de base de dichos buques, proporcionándoles algunos o todos los servicios necesarios de atraque, fondeo, estancia, avituallamiento, reparación y mantenimiento.


	 Ver Texto 




	 (72) 

	Vid.,Bermejo Vera, J., «El interés general» como parámetro de la Jurisprudencia Constitucional», RVAP n.º 10 (1984), págs. 121 y 132.


	 Ver Texto 




	 (73) 

	«Lo que pertenece al interés de cada instancia de poder es una decisión del legislador que la adopta creando títulos competenciales.» (STC 16 noviembre 1981)


	 Ver Texto 




	 (74) 

	En la primera de ellas además se afirma que es éste el momento, -y no aquel en el que se fijan los criterios para esta calificación- en el que se realiza el efectivo reparto de competencias, puesto que al calificar un determinado aeropuerto como de interés general se están distribuyendo competencias, aún siendo una norma inferior a la ley.
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	 (75) 

	«Del conjunto de normas del bloque de la constitucionalidad aplicables en materia de puertos puede extraerse, sin forzar los conceptos empleados en las mismas y dentro siempre de los límites constitucionales, más de una interpretación, y a este Tribunal no le corresponde señalar en abstracto cuál de entre las constitucionalmente posibles resulta la más oportuna, adecuada o conveniente (STC 227/1988, fundamento jurídico 13.º). Esta labor es propia del legislador, correspondiendo, eso sí, a este Tribunal garantizar que dichas definiciones no impliquen en la práctica una alteración del sistema de distribución de competencias, ya sea porque resulten completamente artificiales, no respetando la imagen que de los distintos conceptos existe en la conciencia social, ya sea porque a tales conceptos se anuden consecuencias no queridas por el constituyente.» En el mismo sentido, STC 239/2002, de 11 de diciembre.
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	 (76) 

	Nos ceñimos a las Comunidades Autónomas costeras, aunque lo propio podría decirse de la reforma del EA Aragón.
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	 (77) 

	Se trata, en definitiva, de asegurar el ámbito competencial autonómico por la vía de las definiciones en detalle de las materias que se asumen. Por motivos de extensión no es posible adentrarnos en estos momentos en el análisis en detalle del régimen competencial de los diversos sectores implicados. Al respecto, pueden verse Muñoz Machado, S., Derecho Público de las Comunidades Autónomas, Vol. I, Iustel, Madrid, 2007, págs. 628 y ss., así como los diversos trabajos contenidos, en las páginas 157 y ss., sistematizados conforme a los diversos perfiles competenciales, de la obra dirigida por Balaguer Callejón, F., Reformas estatutarias y distribución de competencias, Instituto Andaluz de Administración pública, Sevilla, 2007.
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	En cuyo caso, correspondería al Tribunal Constitucional apreciar, como intérprete supremo de la Constitución, si los Estatutos de Autonomía han incurrido en algún vicio de inconstitucionalidad, sea por excederse en el margen interpretativo de la Constitución en el que legítimamente pueden intervenir, sea por cualquier otro motivo.
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	«La utilización de la técnica del informe vinculante... supone, en la práctica, que los planes estatales con incidencia territorial quedan condicionados y sometidos al informe que emita la Comunidad Autónoma, de forma que la aprobación de un plan de la Administración General del Estado o de sus entidades autónomas, aun cuando se realice en el ejercicio de competencias estatales exclusivas, se convierte, de hecho y por aplicación de la mencionada técnica, en un acto compuesto en el que han de concurrir dos voluntades distintas, puesto que no sería posible llevar a la práctica las concretas determinaciones del plan estatal sin atenerse al contenido del informe emitido por la Comunidad Autónoma.»
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	Arts. 33.13 EA Canarias; 12.12 EA Asturias; 51.2 EA Valencia; 64.2 EA Andalucía; 32.1.5 EA Baleares; 12.8 EA País Vasco.
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	Art. 149.4 EA Cataluña.
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	 (82) 

	Aunque en la práctica las Comunidades Autónomas puedan gestionar los puertos de interés general, por la peculiar vía, introducida en la legislación estatal de puertos, de atribuirles el nombramiento de una mayoría considerable de los miembros de los órganos de gobierno de los puertos de interés general. La cuestión la hemos tratado con el debido detenimiento en «¿Hacia nuevas formas de descentralización territorial? Entes instrumentales gobernados por las Comunidades Autónomas para gestionar puertos de interés general.», en el volumen colectivo Sosa Wagner (Coord.), El Derecho Administrativo en el umbral del siglo XXI, Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pags. 489 a 525.
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	 (83) 

	Se trata de las SSTC 40/1998, de 19 de febrero; 193/1998, de 1 de octubre; 226/1998, de 26 de noviembre, que resolvieron, respectivamente, los recursos contra la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante y su modificación por Ley 62/1997, de 26 de diciembre (en adelante LPEMM), contra la Ley 8/1988, de 2 de noviembre, de Puertos Deportivos de Andalucía (actualmente derogada y que declaraba la titularidad autonómica en relación a las instalaciones náutico-deportivas situadas en los puertos de interés general) y contra el otorgamiento de una concesión al Ayuntamiento de Gelves en relación a una zona deportiva dentro del puerto de interés general de Sevilla.
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	 (84) 

	El Tribunal Constitucional utilizará, pues, la diferenciación de las aguas incluidas en la zona de servicio que se contenía en el art. 15.3 LPEMM, actualmente sustituido por el art. 96 de la Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de Régimen Económico y de Prestación de Servicios en los Puertos de Interés General (en adelante LREP), que distingue entre la Zona I, o interior de las aguas portuarias, que abarcará las aguas abrigadas naturalmente que comprendan las dársenas destinadas a operaciones portuarias, incluyendo las zonas necesarias para maniobras de atraque y reviro, y los espacios de agua incluidos en los diques de abrigo, y la Zona II, o exterior, que comprenderá el resto de las aguas.
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	«Resta considerar, por último, la licitud de la previsión concerniente a las concesiones de obras fijas en el mar y de instalaciones marítimas menores que no forman parte de un puerto o estén adscritas al mismo respecto de la cual resulta poco dudosa la existencia de competencia estatal. Es obvio que la competencia autonómica sobre ordenación del territorio no se extiende al mar y que, excluida la competencia sobre puertos no afectada por esta previsión, las restantes competencias sectoriales asumidas por las Comunidades Autónomas (pesca, agricultura, etc.), no dispensa a quienes realizan estas actividades de la necesidad de obtener la correspondiente concesión demanial cuando la realización de las mismas implica la ocupación del dominio público marítimo-terrestre y a fortiori, la del mar territorial.»
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	Añade la STC 193/1998 que: «Con independencia de ello, es obvio que si en determinados supuestos concretos las instalaciones marítimas menores, por la entidad de las mismas o por la relevancia de la utilización náutico-deportiva que en ella se realizare, fueran susceptibles, fácticamente de asimilarse a un puerto deportivo siempre será posible iniciar las actuaciones de cooperación interadministrativa que, en su caso, pudieran conducir al cambio de calificación de las instalaciones correspondientes, con el consiguiente cambio de titularidad de las mismas, tras su calificación como puerto deportivo». Y en la misma línea cabe citar a la STC 40/1998, la cual tras declarar la inconstitucionalidad del art. 4 LPEMM, relativo a las «instalaciones marítimas», precisó que ello «en nada afecta a la competencia del Estado sobre las instalaciones menores a que se refiere el art. 110, b), in fine, de la Ley de Costas, así como a la posibilidad de controlar, mediante la adscripción de espacios de dominio público marítimo-terrestre prevista en el art. 49.1 de la misma Ley y en el art. 16 LPMM que lo que por las Comunidades Autónomas se denomina puerto reúne las características propias de éstos y no se trata de simples instalaciones marítimas menores de competencia estatal».
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	Los bienes de domino público se definen como aquellos que, siendo de titularidad pública, se encuentren afectados al uso general o al servicio público (art. 5 Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas).
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	Es el caso del art. 52.1 LP Cataluña 1998 o del art. 41 LP Andalucía 2007. En otros supuestos, sin llegar a emplearse la expresión «servicio público», sí se utiliza, en la línea iniciada por la legislación estatal de puertos, la de «servicios portuarios». Así, los arts. 5.2 LP Canarias 2003, 5.3 LP Cantabria, 5 LP Baleares 2005 basan la afectación del puerto al dominio público en la prestación que en el mismo se realiza de los servicios portuarios.
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	«Por tanto, en los puertos deportivos, de competencia autonómica, resulta compatible la permanencia en el demanio estatal de la franja de terrenos que aquéllos ocupan con la titularidad de la Comunidad Autónoma de las obras e instalaciones portuarias. Ésta ha sido precisamente la interpretación que la representación del Parlamento de Andalucía ha dado al precepto, interpretación que responde con naturalidad al tenor literal del mismo en cuanto se refiere a los puertos deportivos de competencia autonómica. Por fin, respecto de las "zonas portuarias náutico-deportivas", interpretada su definición en el modo fijado ya en el fundamento jurídico 4.º, tanto si se encuentran en puertos autonómicos como si se encuentran en puertos de interés general, en los supuestos en que con arreglo a dicho fundamento jurídico resulte legítimo, debemos predicar idéntica compatibilidad con la conclusión de que el art. 3, párrafo primero LPDA, una vez suprimida, por consecuencia, la referencia a las "instalaciones ligeras náutico-deportivas" no vulnera el orden constitucional de competencias (STC 1993/1998).»
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	El procedimiento completo tendrá como resultado, pues, un acto administrativo complejo en el que se integran dos declaraciones de voluntad, perfectas en sí mismas, provinientes de distintas Administraciones Públicas y en el que el sentido del acta de ocupación a suscribir por ambas radica en hacer constar el momento en el que se produce la efectiva subrogación de por la Comunidd Autónoma en el ejercicio de las potestades demaniales.
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	Mantuvimos esta posición en Zambonino Pulito, M., «La adscripción del dominio público marítimo-terrestre a las Comunidades Autónomas», Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica, núms. 271/272, 1996, págs. 609 y ss.
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	Tal delimitación se ha llevado a cabo a través de Convenios internacionales (Convención de Ginebra de 29 de abril de 1958, a la que España se adhiere el 25 de febrero de 1971, la Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar, de 30 de abril de 1982, en adelante Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar), que han servido como marco a nuestro ordenamiento, constituido en este punto por la Ley 10/1977, de 4 de enero, sobre mar territorial y la Ley 15/1978, de 20 de febrero, sobre la zona económica del mar y sus playas.
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	En el art. 1 de la Ley 10/1977, de 4 de enero se define el mar territorial como aquel adyacente a las costas españolas delimitado como sigue: el límite interior viene determinado por la línea de bajamar escorada y, en su caso, por las líneas de base recta que sean establecidas por el Gobierno - las líneas de base recta unen los puntos de referencia apropiados de la costa; el Real Decreto 2510/1977, de 5 de agosto, delimitó la línea interior de las aguas españolas-; el límite exterior viene determinado por una línea trazada de modo que los puntos que la constituyen se encuentren a una distancia de doce millas náuticas de los puntos más próximos de las líneas de base recta. Con anterioridad a la vigencia de la normativa citada, la Real Cédula de Carlos III de 17 de diciembre de 1760 determinó la anchura del mar territorial en doce millas. Por otra parte, cuando las costas de dos Estados sean adyacentes o se hallen situadas frente a frente, ninguno de dichos Estados tendrá derecho, salvo acuerdo en contrario, a extender su mar territorial más allá de una línea media cuyos puntos sean equidistantes de los puntos más próximos de las líneas de base a partir de las cuales se mida la anchura del mar territorial de cada uno de esos Estados. No obstante, esta disposición no será aplicable cuando, por la existencia de derechos históricos o por otras circunstancias especiales, sea necesario delimitar el mar territorial de ambos Estados en otra forma (art. 15 Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar). Las aguas interiores son las aguas marinas o no continentales que tienen su límite exterior en el mar territorial y en el interior de tierra firme, entrando en esta categoría los puertos y bahías cuyas costas pertenezcan a un solo Estado, lagos y ríos no internacionales, y mares interiores que pertenezcan igualmente a un sólo Estado. La zona contigua, por su parte, tiene una extensión de 24 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial, y en ella el Estado ribereño podrá tomar las medidas de fiscalización necesarias para prevenir y sancionar las infracciones de sus leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, de inmigración o sanitarios que se cometan en su territorio o en su mar territorial (art. 3 Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar). La zona económica, también denominada «zona económica exclusiva» fue definida y regulada por la Ley 15/1978, de 20 de febrero, y comprende una franja de 200 millas náuticas de anchura, a contar desde el límite exterior del mar territorial. En ella el Estado ribereño tiene, por una parte, derechos de soberanía para los fines de exploración y explotación, conservación y administración de los recursos naturales, tanto vivos como no vivos, de las aguas suprayacentes al lecho y del lecho y el subsuelo del mar, y con respecto a otras actividades con miras a la exploración y explotación económicas de la zona, tal como la producción de energía derivada del agua, de las corrientes y de los vientos; y, por otra, jurisdicción con respecto al establecimiento, la utilización de islas artificiales, instalaciones y estructuras, la investigación científica marina y, lo que importa a efectos del presente trabajo, la protección y preservación del medio marino. La plataforma continental de un Estado ribereño comprende el lecho y el subsuelo de las áreas submarinas que se extienden más allá de su mar territorial y a todo lo largo de la prolongación natural de su territorio hasta el borde exterior del margen continental, o bien hasta una distancia de 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial, en los casos en que el borde exterior del margen continental no llegue a esa distancia. En ella el Estado ribereño ejerce derechos de soberanía sobre la plataforma continental a los efectos de su exploración y de la explotación de sus recursos naturales, sin que estos derechos afecten a la condición jurídica de las aguas suprayacentes ni a la del espacio aéreo situado sobre tales aguas (arts. 76 a 78 Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar). Definiciones similares de las aguas interiores, del mar territorial, de la zona contigua y de la zona económica exclusiva pueden encontrarse en la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, que las delimita a los efectos de definir las distintas zonas de navegación. Sobre todo ello, vid.,González Campos, J. D., SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, L. I. y Andrés Saez de Santamaría, P., Curso de Derecho internacional público, Ed. Civitas, 7.ª Edición, Madrid (2002).
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	La libertad de la alta mar comprende, entre otras, la libertad de navegación, de sobrevuelo, de tender cables y tuberías submarinos, de construir islas artificiales y otras instalaciones permitidas por el derecho internacional, de pesca y de investigación científica (art. 87 Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar). Los fondos marinos y oceánicos y su subsuelo fuera de los límites de la jurisdicción nacional constituyen la denominada «zona» (art. 1.1 Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar), definida como patrimonio común de la humanidad, y en la que ningún Estado podrá reivindicar o ejercer soberanía o derechos soberanos, ni apropiarse de parte de la misma o sus recursos. A partir de este límite, pues, el protagonismo en la protección del medio marino se deja a las instancias internacionales, concretamente a la denominada Autoridad Internacional de los Fondos Marinos, cuyo régimen y funcionamiento se regulan en los arts. 156 y ss. Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar, y que se encuentra habilitada, en virtud del art. 145 Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar para establecer las normas, reglamentos y procedimientos apropiados para, entre otras cosas, prevenir, reducir y controlar la contaminación del medio marino y otros riesgos para éste, incluidas las costas, y la perturbación del equilibrio ecológico del medio marino, prestando especial atención a la necesidad de protección contra las consecuencias nocivas de actividades tales como la perforación, el dragado, la excavación, la evacuación de desechos, la construcción y el funcionamiento o mantenimiento de instalaciones, tuberías y otros dispositivos relacionados con tales actividades; y proteger y conservar los recursos naturales de la Zona y prevenir daños a la flora y fauna marinas.


	 Ver Texto 




	 (95) 

	Art. 3 LC, precepto que ha venido también a aclarar zonas de dudosa calificación. Incluye en este sentido dentro del concepto de zona marítimo-terrestre las márgenes de los ríos hasta el sitio donde se haga sensible el efecto de las mareas, así como las marismas, albuferas, marjales, esteros y, en general, todos aquellos terrenos bajos que se inundan como consecuencia del flujo y reflujo de las mareas, de las olas o de la filtración del agua del mar. En este sentido, aplicando la normativa anterior (LC 69), STS 1 marzo 1982. Sobre su régimen puede verse Martín Mateo, R., «La protección de las zonas húmedas en el ordenamiento español», RAP n.º 96 (1981), págs. 7 y ss., quien analiza el doble régimen a que se someten las denominadas zonas húmedas, según se trate de zonas marítimas o interiores. Los estuarios se incluyen en el concepto legal de medio marino. Puede verse al respecto la Orden de 26 de mayo de 1976, sobre prevención de la contaminación marina por vertidos desde buques, que define la contaminación marina «la introducción por el hombre, directa o indirectamente, en el medio marino (incluido los estuarios) de sustancias o formas de energía que pueden constituir un peligro para la salud humana, perjudicar los recursos biológicos y la vida marina, reducir las posibilidades de esparcimiento u obstaculizar otros usos legítimos de los mares» (art. 1.1).
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	 (96) 

	Nótese que se corresponde esta determinación con los espacios y recursos respectos de los cuales la Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar reconoce a los Estados bien soberanía (mar territorial) bien derechos soberanos o jurisdicción (recursos naturales de la zona económica y de la plataforma continental). Respecto de estas últimas la demanialidad no puede predicarse sino de los recursos naturales en ellas existentes pues el art. 132 CE es claro al respecto: «Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental». Por lo que respecta a los restantes espacios, debemos dejar sentado el carácter de patrimonio común de la humanidad de la Zona, en virtud de lo dispuesto en el art. 136 Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar. Más problemática es la determinación de la naturaleza jurídica de la alta mar, por cuanto no se establece una disposición similar en la Convención, y su tratamiento como res comunis omnium que pertenece pro indiviso a la comunidad internacional tiene difícil encaje al no establecerse un reparto igual de los derechos y deberes, sino que por el contrario, éstos se reparten entre los diferentes sujetos desigualmente, según la posición que ocupen respecto de dichos espacios. Puede verse al respecto, Rodríguez Carrión, A., Lecciones de Derecho Internacional Público, Tecnos, última edición, en la lección dedicada a los «Espacios Patrimonio Común de la Humanidad».
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	 (97) 

	En este sentido, la Ley 10/1977, de 4 de enero, sobre mar territorial, se ciñe a definirlo y establecer sus límites. Por su parte, la Ley 15/1978, de 20 de febrero sobre la zona económica del mar y sus playas, en sus cinco artículos, se ocupa de definir la zona económica exclusiva y determinar el alcance los derechos soberanos del Estado español, al tiempo que reafirma los derechos de pesca reservados a los españoles y deja sentadas las libertades de navegación, sobrevuelo y tendido de cables submarinos en dicha zona económica.
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	 (98) 

	Sobre todo ello, Zambonino Pulito, M., La protección jurídico-administrativa del medio marino: tutela ambiental y transporte marítimo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2001.
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	 (99) 

	Arts. 57 EA Andalucía; 144 EA Cataluña; 11 EA País Vasco; 50 EA Valencia; 30 EA Baleares (precepto que asume, no obstante, la competencia exclusiva en esta materia); 27 EA Galicia; 11 EA Murcia; 30 EA Canarias; 11 EA Asturias.
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	 (100) 

	Arts. 57 EA Andalucía; 144 EA Cataluña, 12 EA País Vasco; 51 EA Valencia; 32 EA Baleares; 29 EA Galicia; 32 EA Canarias; 11 EA Asturias..
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	 (101) 

	Como competencias compartidas las califican los Estatutos de Cataluña y Andalucía. Las funciones inherentes a las denominadas competencias compartidas, de acuerdo con los arts. 111 EA Cataluña y 42.2 EA Andalucía, son la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, a las que se añaden en el Estatuto catalán. Se trata de potestades que se asumen en aquellos supuestos en los que al Estado corresponde la legislación básica, por lo que los Estatutos han añadido que el ejercicio de tales potestades ha de tener lugar de acuerdo con las bases que fije el Estado. En los tres casos, se establece que dichas bases han de venir fijadas en normas con rango de Ley, excepto en los supuestos que se determinen de acuerdo con la Constitución. En el caso catalán, se añaden dos puntualizaciones. Una referida al contenido de las bases que se identifica con principios o mínimo común normativo, lo que, en mi opinión no tiene mayores inconvenientes si se interpreta de acuerdo con la Jurisprudencia constitucional expuesta. Por otra parte, el último inciso del citado art. 111 EA Cataluña, establece que el Parlamento debe desarrollar y concretar a través de una Ley aquellas previsiones básicas, lo que, obviamente, no puede impedir la aplicación directa de la legislación básica estatal en la Comunidad Autónoma. Por lo que hace al alcance de la función ejecutiva, los arts. 112 y 42.3 de los Estatutos catalán y andaluz, respectivamente y en términos parecidos, al determinar el alcance de la función ejecutiva coinciden en establecer que comprende la potestad de organización de su propia administración y, en general, las funciones y actividades que el ordenamiento atribuye a la Administración pública. Ambos preceptos añaden, en el ámbito de las competencias ejecutivas, además, la potestad reglamentaria para la ejecución de la normativa del Estado, si bien el Estatuto andaluz expresamente prevé esta posibilidad cuando proceda, lo que debe entenderse, en nuestra opinión, como una clara remisión a los límites que a este respecto ha establecido la doctrina constitucional que ha entendido, según se ha expuesto, que la función ejecutiva es comprensiva de la potestad de dictar reglamentos orgánicos -e incluso normas de rango legal- interpretación que, por lo demás, puede hacerse extensible en lo que se refiere al Estatuto catalán.
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	 (102) 

	Los vertidos de sustancias más nocivas encuentran su regulación en otra normativa con diverso origen. Desde el punto de vista del Derecho Internacional, ha de estarse a la Convención sobre el Derecho del Mar y al Convenio de París para la prevención de la contaminación marina de origen terrestre, de 1974. En el ámbito comunitario, debe partirse de la Directiva 2006/11/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de febrero de 2006, relativa a la contaminación causada por determinadas sustancias peligrosas vertidas en el medio acuático de la Comunidad. Por lo que respecta al Derecho español, la normativa viene básicamente constituida por el Real Decreto 258/1989, de 10 de marzo, por el que se establece la normativa general sobre vertidos de sustancias peligrosas desde tierra al mar y en ta la Orden de 31 de octubre de 1989, del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, por la que se establecen normas de emisión, objetivos de calidad, métodos de medida de referencia y procedimientos de control de determinadas sustancias peligrosas contenidas en los vertidos desde tierra al mar, Orden que ha sido modificada y completada por las de 9 de mayo de 1991 y de 28 de octubre de 1992. En la doctrina, pueden verse los trabajos de Martín Mateo, R., «La prevención de vertidos desde el litoral y la contaminación del Mar Mediterráneo», en REDA n.º 32, 1982, págs. 773 y ss.; Betancourt, A., «Los problemas de calificación jurídica de la autorización de vertido regulada en la Ley de Costas. Esbozo para la reconstrucción dogmática de la institución del demanio natural como técnica de protección ambiental», RDU n.º 158 (1997), págs. 129 y ss.; García Pérez, M., La utilización del dominio público marítimo-terrestre. Estudio especial de la concesión demanial. Marcial Pons, 1995, págs. 139 y ss.
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	 (103) 

	Art. 56.3 en relación con los arts. 32 y 25 LC.
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	 (104) 

	Pues, como ya se señaló, según el Tribunal Constitucional, las Comunidades Autónomas que han asumido la competencia para la ejecución de las normas sobre protección del medio ambiente -todas las costeras, en la actualidad- son también competentes para llevar a cabo los actos de ejecución que impliquen la aplicación de las normas sobre vertidos, sea cual fuere el género de éstos y su destino.
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	 (105) 

	La competencia exclusiva estatal con relación a la protección -ya sea en su faceta preventiva o restauradora- del medio marino de la contaminación procedente de buques y plataformas se justifica en las facultades que para la protección del medio marino otorga al Estado el art. 132.2 CE, el interés supraautonómico en juego cuando de ciertas catástrofes medioambientales se trata, o el acomodo natural que en el título de marina mercante encuentran las actividades relacionadas con la limpieza de buques y descarga de lastre. Es en este último argumento así como en la alusión al carácter de marina mercante de los vertidos realizados desde el propio mar por no tratarse de una calificación artificial y responder al concepto de marina existente con anterioridad a la Constitución, donde se encuentra la auténtica razón de que la protección del medio marino haya de ser incluida en el concepto, y por ende en el título competencial, de marina mercante. No era misión desde luego de la Constitución definir el concepto de marina mercante, pero sin duda su significado, como mantiene el Tribunal Constitucional, «hay que extraerlo del sustrato cultural donde confluyen vectores semánticos ante todo y jurídicos en definitiva, con un contenido real procedente a su vez de distintos saberes y también de la experiencia». Inserta en ese contenido real se encuentra la seguridad marítima, concepto éste último en el que se incluye la protección del medio marino de la contaminación derivada del transporte marítimo.
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	Por todas, SSTC 113/1983, de 6 de diciembre, 227/1988, de 29 de noviembre, 156/1995, de 26 de octubre y 196/1996, de 28 de noviembre.
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	 (107) 

	Sobre la pesca marítima, vid., los trabajos de Sánchez Lamelas, A., La ordenación jurídica de la pesca marítima, Aranzadi, 2000, «Viejas cuestiones y nuevos pronunciamientos del Tribunal Constitucional a propósito de la Ley de Pesca de Galicia», Repertorio Aranzadi del Tribunal Constitucional n.º 8, 2001 y «Dos cuestiones a propósito del título competencial «pesca marítima»: el mar territorial como territorio autonómico y la delimitación de títulos competenciales concurrentes», Repertorio Aranzadi del Tribunal Constitucional n.º 10, 2002.
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	 (108) 

	«Sintéticamente, por pesca marítima hay que entender la regulación de la actividad extractiva y, como presupuesto de ella, el régimen de protección, conservación y mejora de los recursos pesqueros, mientras que la ordenación del sector pesquero hace referencia a la regulación del sector económico y productivo de la pesca en todo lo que no sea actividad extractiva directa. De manera más detallada, la pesca marítima incluye la normativa referente a los recursos y las zonas donde puede pescarse (fondos, caladeros, distancias, cupos), a los períodos en que puede pescarse (vedas, horas) y a la forma y medios de realización de la actividad extractiva en el mar (artes, medios de pesca), mientras que la ordenación del sector pesquero abarca todo lo relativo a la organización de tal sector económico, que, desde el punto de vista de los sujetos o empresarios intervinientes, comprende las medidas referentes a las condiciones profesionales de los pescadores y otros sujetos relacionados con el sector, construcción de buques, registros oficiales, cofradías de pescadores, lonjas de contratación y otras similares» (STC 9/2001, de 18 de enero). La STC 56/1989, de 16 de marzo, estableció los criterios para diferenciar el alcance de cada una de estas materias, que constituyen desde entonces doctrina constante de este Tribunal (SSTC 147/1991, de 4 de julio, 44/1992, de 2 de abril, 57/1992, de 9 de abril, 68/1992, de 30 de abril, 184/1996, de 14 de noviembre, 38/2002, de 14 de febrero).
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	Las Comunidades Autónomas de primer grado en un momento inicial, Valencia y Canarias por las transferencias realizadas en 1982, y el resto de las autonomías por las modificaciones estatutarias llevadas a cabo en 1992. Vid., arts. 10 EA País Vasco; 49 y 50 EA Valencia, 30 y 31 EA Baleares; 10 y 11 EA Murcia; 30 y 32 EA Canarias; 10 y 11 EA Asturias; 27 EA Galicia.
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	 (110) 

	La pesca recreativa en aguas interiores también se ha asumido tras la reforma del Estatuto Balear (art. 30.22).
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	 (111) 

	El precepto reza: «En el marco del presente Estatuto corresponde a la Comunidad Autónoma gallega la competencia exclusiva de las siguientes materias: 15. La pesca en las rías y demás aguas interiores...».
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	En estos términos se asume en los arts. 48 EA Andalucía, 10 EA País Vasco 49 EA Valencia, 27 EA Galicia, 30 EA Canarias. El art. 30 EA Baleares determina, por su parte, la competencia exclusiva autonómica en relación a la cría y recogida de mariscos y a la acuicultura. Los arts. 10 EA Murcia y 10 EA Asturias hacen referencia, además, a la alguicultura. Finalmente, en el art. 119 EA Cataluña se acoge el término más general de actividades marítimas, en relación a las cuales la Generalitat asume la competencia exclusiva que, en todo caso, incluye, en lo que hace a las materias que ahora nos ocupan la regulación y la gestión del marisqueo y la acuicultura y el establecimiento de las condiciones para su práctica, así como la regulación y la gestión de los recursos así como la regulación y la gestión de las instalaciones destinadas a estas actividades. En la doctrina, son de necesaria consulta los trabajos de Martín Mateo, R., «Régimen jurídico de los cultivos marinos», RAP n.º 106, 1985, págs. 7 y ss.; Chapela Pérez, M. R., Régimen jurídico de la acuicultura marina, Tirant lo Blanch, 2003 y «La ocupación o explotación del dominio público marítimo-terrestre para el ejercicio de la acuicultura marina (a propósito de la STC 9/2001, de 18 de enero, sobre la Ley de pesca de Galicia)», RAP 156, 2001. Más recientemente Teijeiro Lillo, M. E., Acuicultura Marina: Régimen Jurídico y Ordenación Ambiental, Iustel, 2009.
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	 (113) 

	Por todas STC 103/1989, de 8 de junio en relación a la acuicultura y 9/2001, de 18 de enero referida también al marisqueo.
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	 (114) 

	Existe también una delimitación conceptual de la pesca marítima y el marisqueo en la Jurisprudencia constitucional. El marisqueo, definido en la STC 9/2001, de 18 de enero como «la actividad extractiva o de explotación de mariscos que se realiza en bancos naturales, en instalaciones situadas en el dominio público marítimo-terrestre, en el mar territorial y en el adyacente, esto es, en alta mar que requiere el empleo de artes o instrumentos específicos y selectivos, previéndose la posibilidad de uso de nuevas técnicas» se ha delimitado en la misma Sentencia citada de la pesca marítima, para la cual, si bien en principio dicha delimitación no deba ser necesariamente realizada en razón a los instrumentos materiales o técnicas propias que lo caracterizan, en aquellas ocasiones en las que no puedan disociarse ambas actividades de pesca marítima y marisqueo, por realizarse en unidad de acto, habrá que estar a las artes utilizadas, de modo que, si las que se utilizan son las de pesca marítima, será esta la actividad de la que se trate, puesto que aquellas artes permiten también la recogida de mariscos y las propias del marisqueo han de ser específicas para la captura de mariscos.
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	Arts. 15.2 Ley asturiana, 2/1993, de 29 octubre de Pesca en aguas interiores y aprovechamiento de recursos marinos; 48.2 Ley andaluza 1/2002, de 4 de abril, de ordenación, fomento y control de la Pesca Marítima, el Marisqueo y la Acuicultura Marina. Sin referirse expresamente a los títulos habilitantes para la utilización del dominio público marítimo-terrestre, aunque en general, determinando la exigencia de otros títulos habilitantes, arts. 34 Ley vasca 6/1998, de 13 marzo, de Pesca Marítima y 43 Ley valenciana 9/1998, de 15 diciembre, de Pesca Marítima.
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	Es ésta, por lo demás, la doctrina contenida en la STC 9/2001, que enjuiciaría el recurso planteado contra la Ley gallega 6/1993, de 11 de mayo, de Regulación y Ordenación de la Pesca Marítima, en la que sólo encontramos la remisión al título demanial, y en concreto a la concesión, en relación a los establecimientos acuícolas situados en la zona terrestre (art. 66). Sobre la doctrina contenida en esta Sentencia necesariamente habremos de volver con posterioridad.
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	 (117) 

	Con ocasión del recurso de inconstitucionalidad planteado contra la LC, la STC 149/1991, de 4 de julio, reitera la doctrina introducida en la STC 103/1989, considerando, que, en la medida en que el informe estatal proponga objeciones basadas en el ejercicio de facultades propias, vinculará a la Administración autonómica; en caso contrario, la objeción contenida en el informe no resultará vinculante. Reproducen esta doctrina las SSTS de 22 de diciembre de 1995 y 22 marzo 1999. En caso de que el informe fuera negativo, la facultad autonómica de otorgamiento de la concesión en materia de acuicultura vendrá determinada por aquel (STS de 13 de diciembre de 1995). De acuerdo con la doctrina introducida por las SSTC 149/1991 y 198/1991, de 17 de octubre, el art. 205 sería modificado por Real Decreto 1112/1992, de 18 de septiembre. En su nueva redacción se dispone que el informe estatal relativo a las actuaciones en materia de acuicultura será vinculante cuando «proponga objeciones basadas en el ejercicio de facultades propias, bien derivadas de la titularidad demanial, como son las orientadas por la necesidad de asegurar la protección de la integridad del dominio público, o bien derivadas de otras competencias sectoriales de la Administración del Estado» [art. 205.4 a)]. Más recientemente reitera esta doctrina la STC 9/2000, de 18 de enero.
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	Art. 10 de la Ley gallega, art. 46.2 ley andaluza.
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	 (119) 

	Tal debe ser la interpretación incluso una vez recaída la STC 9/2000, de 18 de enero, que resolvería el recurso de inconstitucionalidad planteado contra la Ley gallega 6//1993, de 11 de mayo, de Pesca. Se ha pretendido ver, en el texto de la sentencia, la extensión de los efectos del informe respecto de los supuestos de la concesión de ocupación del demanio marítimo. Sin embargo no creo que lo anterior sea exacto, puesto que el Tribunal no entra al respecto, si no que simplemente mantiene la competencia autonómica para el otorgamiento de autorizaciones y concesiones acuícolas en terrenos de dominio público estatal «siempre que solicite y obtenga el preceptivo informe favorable de la Administración del Estado con el alcance indicado», y el sentido indicado por la sentencia que nos ocupa únicamente hace referencia a la sustitución de la autorización -no de la concesión- por el informe preceptivo y vinculante (FF. JJ. 16 y 17).
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	Y que han contemplado tanto la Ley asturiana (art. 15) como la valenciana (art. 44).
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	En este sentido, STS 29 enero 1993. Sobre las diferencias entre la legislación de costas y la Ley gallega, Pérez García, M., «O réxime xurídico das explotacións acuícolas na Comunidade Autónoma galega», Revista Gallega de Administración Pública, n.º 13, 1996, págs. 73 y ss.
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	La STSJ Cantabria 15 junio 1990 mantuvo la innecesariedad de obtener la autorización o concesión demanial, una vez emitido el informe, por considerarlo una duplicidad del control estatal. La Sentencia, sin embargo, sería revocada por la STS 29 enero 1993, que entendió que el informe se refiere a la procedencia de autorizar las instalaciones pero que no implica la concesión demanial. Véase el comentario que al respecto realiza Chapela Pérez, M. R., «La ocupación o explotación del dominio público marítimo-terrestre para el ejercicio de la acuicultura marina (A propósito de la STC 9/2001, de 18 de enero, sobre la Ley de Pesca de Galicia)», RAP n.º 156 (2001), págs. 352 y 353.
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	Todos estos aspectos se desarrollan en Zambonino Pulito, M., Régimen jurídico de la marina mercante, Tirant lo Blanch, Valencia, 2008. Sobre el régimen jurídico de este particular sector, vid., también, Nicolás Luca, A., La Marina Mercante en el Derecho Administrativo español, Colex, Madrid, 1999.
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	Así lo entendería la STC 40/1998, de 19 de febrero: «Ocurre, sin embargo, que es precisamente el último inciso del art. 6.1, a) LPMM el que permite considerar a este precepto conforme con el orden constitucional de competencias. Al margen de la mayor o menor corrección técnica de la fórmula utilizada, no puede ignorarse, de un lado, que la inclusión de la actividad de transporte marítimo en la marina mercante no puede considerarse en modo alguno como algo artificial, sino que, por el contrario, aparece como su verdadero núcleo. Por otra parte, el hecho de que la Constitución no se haya referido al transporte marítimo en ningún precepto -a diferencia de lo que ocurre con el transporte aéreo al que alude el mismo n.º 20 del art. 149.1 y con el transporte terrestre, previsto en el n.º 21- parece apuntar con toda claridad a su inclusión en el título de marina mercante».
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	Pueden verse, al respecto, los arts. 30.6 EA Baleares, 10.1.6 EA Asturias, 24.7 EA Cantabria, 30.19 EA Canarias, art. 10.4 EA Murcia. Y en el mismo sentido, el art. 2 de la Ley Orgánica 16/1995, de 27 de diciembre, transfiere a la Comunidad Autónoma de Galicia la competencia exclusiva en materia de transporte marítimo que se lleve a cabo exclusivamente entre puertos o puntos de la Comunidad Autónoma, sin conexión con otros puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.
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	El precepto reza: «La Generalitat tiene competencia exclusiva en materia de transportes marítimos, sin perjuicio de lo que disponen los números 20 y 21 art. 149.1».
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	Sería el caso de un transporte entre puertos andaluces por aguas del Estrecho, en el que fácilmente la navegación puede discurrir, en algún momento, por aguas no españolas.
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	Arts. 66.2 EA Andalucía; 32.12 EA Baleares; 132.3 EA Cataluña; 51.1.6 EA Valencia; 12.11 EA Asturias; 26.12 Cantabria; 33.9 EA Canarias; 12.11 EA Murcia; 29.3 EA Galicia.
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	Éste es el modo en el que también podría haberse procedido en relación al transporte marítimo, de manera que se dejase sentado que, el hecho de que las Comunidades Autónomas ostenten determinadas competencias en relación al mismo, no obstaculiza su concepción como parte de la marina mercante.
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	«Del conjunto de estas circunstancias se desprende que el hecho de que a los efectos de la Ley se califique al salvamento marítimo como marina mercante no supone, por sí sólo y sin más, la exclusión de las competencias autonómicas sobre la materia, siendo lo verdaderamente relevante las concretas facultades que el Estado ha pretendido asumir a través de tal calificación y, más en concreto, por medio de la remisión que en el art. 6.1, e) se hace al art. 87 LPMM... Es perfectamente posible, por tanto, un entendimiento del art. 6.1, e) LPMM conforme con el orden constitucional de competencias, en el sentido de que la inclusión de la materia de salvamento marítimo entre las facultades del Estado sobre marina mercante no implica la asunción por parte de éste de las competencias ejecutivas que, en la primera de dichas materias, han asumido los señalados Estatutos de Autonomía.» (STC 40/1998, de 19 de febrero)


	 Ver Texto 




	 (131) 

	En el mismo sentido, ninguna duda de constitucionalidad suscita para el Tribunal Constitucional la creación por el art. 87.4 LPEMMM de la Comisión Nacional de Salvamento marítimo pues «en la medida en que se trata de un órgano de coordinación, cuya creación ha de corresponder evidentemente al Estado, el precepto resulta respetuoso con el bloque de la constitucionalidad» (F.J. 54).
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	 (132) 

	Art. 91.1 LREP, que determina, asimismo, lo que debe entenderse por ayuda a la navegación marítima: el dispositivo visual, acústico, electrónico o radioeléctrico destinado a facilitar la seguridad de la navegación y sus movimientos, permitiendo confirmar la posición de buques en navegación.
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	 (133) 

	En este sentido, el art. 91.5 LPEMM dispone que: «Con el fin de conseguir una adecuada prestación del servicio de señalización marítima y articular la necesaria coordinación con las competencias de otras Administraciones públicas sobre el litoral marítimo, previamente a la aprobación de nuevos polígonos de cultivos marinos o espacios acotados en la zona marítima en la que se desarrollen cultivos marinos, la comunidad autónoma o Administración competente deberá remitir el proyecto que incluya la delimitación del mismo a Puertos del Estado, a fin de que por éste, en el plazo máximo de dos meses, se determinen las características técnicas y ubicación de su balizamiento, debiendo garantizarse por la comunidad autónoma o Administración competente la instalación y mantenimiento de dicho balizamiento. Cualquier modificación de los límites del polígono deberá ser remitido a Puertos del Estado con el mismo objeto y con carácter previo a la modificación o revisión de la delimitación». Pero incluso se establecen mecanismos de coordinación para el caso en la que la autorización o concesión para cultivos marinos no se incluya en polígonos balizados, mecanismos que igualmente son de aplicación a aquellos otros supuestos de instalaciones de competencia autonómica ubicadas en el medio marítimo: a tal efecto, «la comunidad autónoma o Administración competente deberá remitir el proyecto de la instalación a Puertos del Estado a fin de que se determinen las características técnicas y ubicación del balizamiento de la misma, que deberán recogerse en el proyecto de ejecución de balizamiento que redacte el titular de la instalación, que será informado por la Autoridad Portuaria».
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	STC 40/1998, de 19 de febrero, que, a su vez, evoca, las SSTC 133/1990 y 118/1996.


	 Ver Texto 




	 (135) 

	Art. 2.2.
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	Art. 3.
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	 (137) 

	
«Art. 10. Contenido.

La caracterización de área eólica marina contendrá la estimación de la cantidad de energía máxima evacuable a través de las redes eléctricas de transporte, así como la incidencia que un proyecto eólico marino tendría sobre los elementos que componen su entorno. En este sentido, se determinarán, al menos, los siguientes efectos:

a) Efectos sobre la actividad pesquera.

b) Efectos sobre la flora y fauna.

c) Efectos sobre las aves.

d) Efectos sobre la navegación marítima.

e) Efectos sobre la navegación aérea.

f) Efectos sobre el turismo, patrimonio histórico y arqueológico y sobre el paisaje.

g) Efectos sobre la geomorfología y las comunidades biológicas del fondo marino.

h) Efectos sobre las playas.

i) Efectos sobre la dinámica litoral y la estabilidad de las costas adyacentes.

j) Efectos sobre los espacios marinos sometidos a un régimen de protección ambiental.

k) Efectos sobre la explotación de recursos minerales.

l) Incidencia en materia de defensa y seguridad.

m) Efectos sobre los cables y las tuberías submarinas.

n) Cualquier otro que se considere de interés.»
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	 (138) 

	Arts. 29 y 30.
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	 (139) 

	Reguladas en el art. 115 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica. Junto a ello, en el art. 32 se regula un procedimiento simplificado, previsto para las autorizaciones y concesiones administrativas precisas para la construcción y ampliación de las instalaciones de generación de electricidad de origen renovable que se encuentren ubicadas físicamente en el mar territorial y de tecnología diferente a la eólica, que comienza con la solicitud de autorización de la instalación. El precepto añade la necesidad de presentar aval con el que se entiende cumplida la fianza provisional exigida en el art. 88.1 LC, así como los avales regulados en los arts. 124 o 59 bis o, en su caso, 66 bis del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre. Examinado el procedimiento ordinario, puede observarse que, de la lectura de este precepto, podría inferirse la innecesariedad de la obtención del título de ocupación del dominio público, interpretación que no entendemos posible, pues de acuerdo con el principio de legalidad, no puede este reglamento obviar procedimientos exigidos por una ley sectorial, v.gr., la obtención del título de ocupación demanial.
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